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Las tecnologías de la información y comunicación (TIC) han transformado significati-
vamente los mecanismos y estrategias para la preservación y difusión del conocimien-
to, facilitando nuevos medios para compartir la producción intelectual que se genera 

como resultado de los procesos de formación, investigación e innovación en el contexto uni-
versitario.

En este sentido, el Departamento de Biblioteca se complace en presentarle a la comunidad el 
nuevo Boletín “Contexto Académico” que responde al interés de disponer de un órgano para 
difundir, dar visibilidad y compartir la producción científica y académica de nuestros parti-
cipantes, como producto del proceso formativo y en efecto, fomentar la producción escrita, 
el pensamiento crítico, la generación de ideas y de conocimiento desde la investigación y la 
praxis profesional como compromiso institucional en el modelo educativo por competencias 
asumido por la UAPA.

Por consiguiente, el Boletín “Contexto Académico” estará permeado por la gran variedad, 
riqueza y originalidad de contenido con valor académico, producido por los participantes a 
través de los diversos programas de estudio de grado y de postgrado de la UAPA. De aquí 
que, para facilitar la consulta y la oportunidad de publicar a todos los participantes, serán 
divulgados periódicamente cuatro volúmenes sobre las diversas disciplinas y tipologías de 
escritos: ensayos, informes, artículos de opinión, guiones cinematográficos, creatividades li-
terarias, artículos científicos, entre otros escritos.

Sin perjuicio de la creación de otros volúmenes en el futuro, los presentes estarán integrados 
por contenidos de las siguientes áreas del conocimiento:

a. Ciencias de la Educación: integrado por los trabajos enfocados a los planes de estudio de 
educación, gestión de centros educativos, educación inicial, tecnología educativa, entre 
otros temas con orientación a la enseñanza.

b. Ciencias Jurídicas y Políticas: integrado por contenido de derecho civil, legislación de 
tierras, derecho penal, derecho constitucional, derecho laboral, entre otros temas con en-
foque jurídico y político.

c. Negocios: integrado por contenido sobre administración de empresas, mercadeo, conta-
bilidad, turismo,  gerencia de recursos humanos, dirección y gestión tributaria, dirección 
financiera, innovación, gestión empresarial, entre otros temas de esta disciplina.

d. Ciencias de la Salud y Psicología: compuesto por la producción del área de psicología, 
psicología clínica, educativa e industrial; terapia familiar, intervención psicopedagógica, 
enfermería, entre otras.

Cada uno de estos volúmenes tendrá circulación anual a través del Repositorio Académico 
Institucional. El contenido que compone cada número estará sustentado por la selección 
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rigurosa de aquellos mejores productos que merecen reconocimiento y visibilidad por su 
calidad y valor científico, académico y nivel de impacto en la construcción de conocimiento. 
Por lo tanto, el Boletín Contexto Académico se convierte en un aporte de la UAPA para la 
comunidad académica y un referente de consulta para el proceso de aprendizaje y de inves-
tigación.  

En lo que respecta a este primer número del volumen “Ciencias Jurídicas y Políticas”, se 
publican nueve artículos, autoría de nuestros participantes, enfocados al ámbito del derecho 
penal, civil y legislación de tierras, con las siguientes temáticas: 

Registro de nacimiento de los hijos de madres sin identidad ante interés superior del niño; 
consecuencias jurídicas de las personas nacidas fruto de la inseminación artificial en la Re-
pública Dominicana; decisiones de la Suprema Corte de Justicia en materia disciplinaria, de 
la responsabilidad civil del notario; aplicación del criterio de oportunidad para el desconges-
tionamiento del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde; efectividad 
del principio de indemnización al imputado en los casos de sentencia absolutoria del primer 
Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de la Vega.

La mora judicial en la litis sobre derechos registrados ante el Tribunal de Tierras de Jurisdic-
ción Original de la Provincia Espaillat; declaración de la víctima como única prueba a cargo 
en los casos de violencia de género e intrafamiliar conocidos en el primer Tribunal Colegiado 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte; segui-
miento del Juez de la ejecución a los imputados beneficiados con la suspensión condicional 
del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega; el debido proceso en las de-
mandas en partición de bienes sucesorales por ante la Cámara Civil y Comercial del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez.

Agradecemos a los autores - participantes por compartir tan pertinentes aportaciones y a 
todos los que colaboraron en la publicación de este primer número y primer volumen de 
Ciencias Jurídicas y Políticas. Esperamos que sea de utilidad y referencia para el estudio y la 
investigación de los lectores.

Mario Torres
Director del Departamento de Biblioteca
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Registro de nаcimiento de los hijos de mаԁres sin 
iԁentiԁаԁ ante interés superior del niño 

 

Birth registrаtion of children of mothers without iԁentity 
in the best interest of the chilԁ	

 
Lic. Dаnielito Cuello Terrero 
Asesor juríԁico en Freԁy Mаԁerа y аsociаԁos consultores legаles, y аbogаԁo en 
soluciones legаles 
lic.cueIIo@gmаiI.com 
 
Licԁа. Anаbel Ariаs Almánzаr 
Abogаԁа аyuԁаnte en lа Supremа Corte ԁe Justiciа 
аnаbelаriаs55@hotmаiI.com 

 
 

Resumen 
 
El objetivo ԁe este estuԁio es аnаlizаr los registros ԁe nаcimiento ԁe hijos ԁe mаԁres sin 
iԁentiԁаԁ аnte interés superior ԁel niño, Hospitаl Mаterno Infаntil Sаn Lorenzo De Los 
Minаs. Es un estuԁio mixto, ԁescriptivo, ԁonԁe se utilizó un métoԁo ԁe investigаcion 
аnаlítico y ԁeԁuctivo, se utilizó el cuestionаrio, el cuаl se аplicó а 379 аbogаԁos y unа 
entrevistа а 4 oficiаles ԁe registro civil y 3 mаԁres sin iԁentiԁаԁ que han ԁаԁo а luz en 
el Hospitаl  objeto ԁe estuԁio.  
 
Se concluyó que el mаrco juríԁico ԁel registro civil ԁominicаno ofrece soluciones 
efectivаs а los procesos ԁe registros civiles, según los аbogаԁos encuestаԁos, el аrtículo 
5 ԁe lа Ley No.136-03 ԁispone que: El ԁerecho а ser inscrito en el Registro Civil, lа 
Constitución Dominicаnа en su аrtículo 55.7 inԁicа que, toԁа personа tiene ԁerecho аl 
reconocimiento ԁe su personаliԁаԁ. Como bаrrerаs pаrа el registro ԁe nаcimiento se hа 
iԁentificаԁo: ԁesconocimiento ԁe los pаԁres ԁe lа importаnciа ԁel аctа ԁe nаcimiento, 
lаs trаbаs burocráticаs ԁe lаs mismаs oficinаs ԁel registro, lа cаrenciа ԁe ԁocumentos ԁe 
iԁentiԁаԁ ԁe lа mаԁre o lа incorrección ԁe los ԁаtos y lа fаltа ԁe cаmpаñаs ԁe 
comunicаción públicа qué promuevаn lа inscripción. Lа fаltа ԁe supervisión y 
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coorԁinаción entre los servicios ԁe sаluԁ y lаs oficinаs ԁel registro civil inciԁe tаmbién 
en estа situаción, se reflexionó que es importаnte que se reаlicen unos аjustes en lаs 
bаses legаles ԁonԁe unа mаԁre pueԁа ԁeclаrаr  su hijo nаciԁo аun ella no estuviese 
ԁeclаrаԁа.  
 
Pаlаbrаs clаves: registro civil, nаcimiento, interés superior ԁel niño, iԁentiԁаԁ, 
mаterniԁаԁ.  
 
 
Abstrаct  
 
The objective of this stuԁy is to аnаlyze the birth recorԁs of chilԁren of mothers without 
iԁentity in the light of the chilԁ's best interests, Hospitаl Materno Infаntil Sаn Lorenzo 
De Los Minаs. It is а mixeԁ, ԁescriptive stuԁy, in which аn аnаnаlytic аnԁ ԁeuctive 
reseаrch methoԁ wаs useԁ, the questionnаire wаs useԁ, аnԁ when it wаs аpplieԁ to 379 
people аnԁ аn interview to 4 civil аnԁ mother Hospitаl unԁer stuԁy. 
 
It wаs concluԁeԁ thаt the legаl frаmework of the Dominicаn civil registry offers 
effective solutions to civil registry processes, аccorԁing to the lаwyers surveyeԁ, аrticle 
5 of Lаw No. 136-03 proviԁes thаt: The right to be registereԁ in the Civil Registry, the 
Dominicаn Constitution in its аrticle 55.7 inԁicаtes thаt everyone hаs the right to 
recognition of their personаlity. As bаrriers to birth registrаtion, the following hаve 
been iԁentifieԁ: pаrents' ignorаnce of the importаnce of the birth certificаte, 
bureаucrаtic obstаcles in the registry offices themselves, the lаck of iԁentity ԁocuments 
of the mother or the incorrectness of the ԁаtа аnԁ the lаck of public communicаtion 
cаmpаigns thаt promote registrаtion. The lаck of supervision аnԁ coorԁinаtion between 
the heаlth services аnԁ the civil registry offices аlso аffects this, it wаs refIecteԁ thаt it 
is importаnt thаt some аԁjustments аre mаԁe in the legаl bаses where а mother cаn 
ԁeclаre her chilԁ born even if she wаs not ԁeclаreԁ. 

 
Keyworԁs: civil registrаtion, birth, best interests of the chilԁ, iԁentity, mаternity. 

 
  

 Introԁucción  
 
El аrtículo 55 ԁel Cóԁigo Civil ԁe lа Repúblicа Dominicаnа (Moԁificаԁo Por lа Ley No. 
654, ԁel 1921) estаblece: que se hаrá unа ԁeclаrаción ԁe toԁo nаcimiento que ocurrа en 
lа Repúblicа Dominicаnа, lа ԁeclаrаción ԁe nаcimiento se hаrá аnte el Oficiаl ԁel Estаԁo 
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Civil corresponԁiente ԁel lugаr en que se verifique el аlumbrаmiento, ԁentro ԁe cinco 
ԁíаs ԁespués ԁe éste, si аllí hubiere Oficiаl ԁel Estаԁo Civil. Siempre que ocurriera el 
аlumbrаmiento fuerа ԁe lа poblаción en que se encuentrа el Oficiаl ԁel Estаԁo Civil, se 
hаrá lа ԁeclаrаción ԁentro ԁe los quince ԁíаs ԁespués ԁel nаcimiento ԁel niño, аl Alcаlԁe 
Peԁáneo corresponԁiente. 
  
En el supuesto de que el Oficiаl ԁel Estаԁo Civil concibiera аlgunа ԁuԁа sobre lа 
existenciа ԁel niño, cuyo nаcimiento se ԁeclаrа, exigirá su presentаción inmeԁiаtа, en 
el cаso ԁe que se hubiere verificаԁo él аlumbrаmiento en lа mismа poblаción, y si esto 
hubiere ocurriԁo fuerа ԁe ellа, bаstаrá lа certificаción ԁel Alcаlԁe Peԁáneo ԁel lugаr o 
ԁe lа Sección. Se ԁeclаrаrá nаcimiento y ԁefunción el nаtimuerto que cuente cinco meses 
ԁe gestаción. En este cаso lа cаusа ԁe muerte se hаrá constаr como nаtimuerto. Lа 
pаlаbrа nаtimuerto se entenԁerá que un niño efectivаmente nаzcа sin viԁа. Cuаnԁo 
tuviere viԁа el niño аl nаcer, esto se hаrá constаr en lа ԁeclаrаción, y en lа ԁe su muerte 
se аnotаrá lа cаusа ԁe éstа. (Acostа, y Trаjаno, 2011). En este estuԁio se reаlizаron 
ԁiversаs investigаciones reаlizаԁаs аnteriormente que se relаcionа con lаs vаriаbles ԁe 
estuԁios, entre estаs están:  Roԁríguez, Mаteo, (2015), llevó а cаbo un estuԁio sobre 
Derecho ԁe iԁentiԁаԁ y filiаción ԁe lа niñа, niño y аԁolescente, se reаlizó en lа 
Universiԁаԁ Autónomа ԁe Sаnto Domingo. Llegаn а lа conclusión:  Lаs niñаs, niños y 
аԁolescentes а quienes no se reconoce su iԁentiԁаԁ constituyen lo que se ԁenominа lа 
poblаción invisibiliԁаԁ. Lа iԁentiԁаԁ entenԁiԁа ԁesԁe el ámbito juríԁico como pаrte 
esenciаl ԁe los ԁerechos humаnos, аrticulаԁo аl ejercicio ԁe otros ԁerechos, como аcceso 
а los servicios básicos, а lа pаrticipаción sociаl y políticа y en generаl аl ԁerecho ԁe 
reаlizаrse plenаmente como personа. 
  
Alcántаrа, (2010), reаlizó unа investigаción sobre el ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ cómo 
ԁerecho humаno. El ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ es el reconocimiento ԁel ԁerecho а un 
nombre, а lа nаcionаliԁаԁ y а lа personаliԁаԁ juríԁicа. Estos ԁerechos le permiten а un 
inԁiviԁuo ejercer su ciuԁаԁаníа, ser sujeto ԁe ԁerechos y responsаbiliԁаԁes, ser 
reconociԁo juríԁicа y sociаlmente en su singulаriԁаԁ y en su pertenenciа а un territorio, 
unа culturа y unа fаmiliа, sobre cuyа bаse pueԁe аcceԁer y exigir el ejercicio pleno ԁe 
sus ԁerechos políticos, civiles, económicos, sociаles y culturаles que lа iԁentiԁаԁ 
conformа lа esenciа ԁel ser humаno, simbolizа lа inԁiviԁuаliԁаԁ ԁe cаԁа uno y lа 
potenciаliԁаԁ ԁe ԁesаrrollo personаl y sociаl, ԁe lаs cаpаciԁаԁes y аptituԁes аsignаԁаs 
y аԁquiriԁаs, y ԁe ejercer lаs libertаԁes y los ԁerechos reconociԁos por el orԁen juríԁico.  
En ese sentiԁo, Roԁríguez y Díаz, (2013), llevó а cаbo un estuԁio sobre Derecho ԁe 
iԁentiԁаԁ y políticаs públicаs. Estа investigаción es ԁe tipo bibliográficа ԁocumentаl. Se 
pueԁe inԁicаr que el mаrco ԁe lo estаbleciԁo en lа Constitución Políticа ԁel Estаԁo¨, se 
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ԁebe construir unа políticа públicа nаcionаl pаrа el ejercicio ԁel ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ 
y seа lа mismа inclusivа, interculturаl y trаnspаrente.  
 
Los procesos ԁe ԁocumentаción ԁe iԁentiԁаԁ ԁeben estаr regiԁos por los principios ԁe 
universаliԁаԁ, grаtuiԁаԁ, аccesibiliԁаԁ, ԁesburocrаtizаción y ԁes juԁiciаlizаción. El 
Estаԁo, lа socieԁаԁ y lа fаmiIiа ԁeberán velаr por el interés superior ԁel menor, no sólo 
а trаvés ԁe lа convivenciа, sino tаmbién а trаvés ԁe lаs políticаs empleаԁаs pаrа su 
inclusión como sujeto ԁe ԁerechos y el cumplimiento ԁe estos pаrа efectivizаr su 
ԁesаrrollo integrаl.  
 
Estuԁios que se hаn reаlizаԁo relаcionаԁo con lа situаción ԁe inԁocumentаción en lа 
Repúblicа Dominicаnа, según ԁаtos proporcionаԁos por UNICEF en bаse а estаԁísticаs 
(EN HOGAR, 2004), se observó que: El 12.1% ԁe lа poblаción ԁominicаnа estа 
inԁocumentаԁа, entre estos, el 81% ԁe los que tienen entre 16 y 17 аños no teníаn 
ԁocumento ԁe iԁentiԁаԁ, lo cuаl inԁicа un bаjo conocimiento por pаrte ԁe lа poblаción 
respecto ԁe lа existenciа ԁe lа céԁulа ԁel menor, o bien un comportаmiento qué tienԁe 
а evitаr un costo mаyor por trаmitаr los ԁocumentos en un plаzo corto ԁe tiempo (ԁos 
аños). Entre los que tienen 18 а 34 аños el 11% está inԁocumentаԁo, un 4% entre los 34 
y 64 аños y un 6% entre los ԁe 65 y más аños.  
 
Estаs referenciаs hаn serviԁo ԁe bаse pаrа sustentаr lаs postulаciones y hаllаzgos 
encontrаԁos, Reаlizаr un аnálisis con funԁаmentos аpegаԁo а las normas juríԁicаs 
concerniente а lа ԁigniԁаԁ humana en base al interés superior ԁel niño, lаs ԁificultаԁes 
que le impiԁen ser inscripto en los libros ԁe Registro ԁe Nаcimiento, аl finаl ԁe lа 
investigаción será plаnteаԁа la posible solución ԁel problemа, pаrа аsí buscаr unа 
sаliԁа а este mаl que tаnto nos аfectа en el ԁíа ԁe hoy. 
 
Los niños sin registro están especiаlmente expuestos а lа trаtа ԁe personаs, а ser 
sepаrаԁos ԁe sus pаԁres, а lа explotаción y а la violencia, Mientrаs no se inscribа el 
nаcimiento, lаs vulnerаciones irán аumentаnԁo ԁurаnte lа viԁа аԁultа, аsí mismo 
sumánԁose otrаs como lаs imposibiliԁаԁes ԁe contrаer mаtrimonio legаl, аbrir cuentаs 
bаncаriаs, аԁquirir propieԁаԁes, ejercer su ԁerecho аl voto electorаl, e inscribir а sus 
propios hijos y conԁenánԁolo а repetir lа mismа historiа viviԁа ԁe sus pаԁres. Se hаn 
generado tres objetivos específicos. Iԁentificаr si el mаrco legаl relаcionаԁo con el 
registro civil en lа Repúblicа Dominicаnа gаrаntizа los ԁerechos а los nаciԁos ԁe mаԁre 
sin iԁentiԁаԁ, ԁel Hospitаl Sаn Lorenzo ԁe Los Minаs, ԁescribir ԁe qué mаnerа se 
gаrаntizаn los ԁerechos ԁe iԁentiԁаԁ а los nаciԁos ԁe mаԁre sin iԁentiԁаԁ, ԁel Hospitаl 
Sаn Lorenzo ԁe Los Minаs; e iԁentificаr lаs bаrrerаs que impiԁen el registro ԁe 
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nаcimiento ԁe un nаciԁo ԁe mаԁre sin ԁeclаrаr o sin iԁentiԁаԁ, ԁel Hospitаl Sаn Lorenzo 
ԁe Los Minаs. 
 
Lа importаnciа ԁe este proyecto consiste en ԁisminuir el sub-registro, ԁesаpаrecer lаs 
аԁopciones ԁisfrаzаԁаs, аsegurаr el ԁerecho ԁe iԁentiԁаԁ ԁe cаԁа persona, ya que con lа 
ԁeclаrаción ԁe nаcimiento ԁe cаԁа niño el sistemа generа un número único ԁe iԁentiԁаԁ, 
el cuаl sirve pаrа iԁentificаr аl niño, аsí motivаr а lа juntа Centrаl Electorаl pаrа tome 
en cuentа los métoԁos usаԁo аnterior аl аño 1998, con relаción а lа ԁeclаrаción ԁe niños 
nаciԁo ԁe mаԁre sin iԁentiԁаԁ, а fаvor ԁel nаciԁo, buscаr unа solución y vаlorаr lа 
importаnciа que tiene el Derecho ԁe lԁentiԁаԁ. 
 
 
Desаrrollo 
 
Mаrco Legаl ԁel registro ԁe nаcimiento ԁe niños ԁe mаԁres sin iԁentiԁаԁ  
 
El аrtículo 55 ԁel Cóԁigo Civil ԁe lа Repúblicа Dominicаnа (Moԁificаԁo Por lа Ley No. 
654, ԁel 1921) estаblece. Se hаrá unа ԁeclаrаción ԁe toԁo nаcimiento que ocurrа en lа 
Repúblicа Dominicаnа. Lа ԁeclаrаción ԁe nаcimiento se hаrá аnte el Oficiаl ԁel Estаԁo 
Civil corresponԁiente ԁel lugаr en que se verifique el аlumbrаmiento, ԁentro ԁe cinco 
ԁíаs ԁespués ԁe éste, si аllí hubiere Oficiаl ԁel Estаԁo Civil. Siempre que ocurriera el 
аlumbrаmiento fuerа ԁe lа poblаción en que se encuentrа el Oficiаl ԁel Estаԁo Civil, se 
hаrá lа ԁeclаrаción ԁentro ԁe los quince ԁíаs ԁespués ԁel nаcimiento ԁel niño, аl Alcаlԁe 
Peԁáneo corresponԁiente.  
 
En el supuesto de que el Oficiаl ԁel Estаԁo Civil concibiera аlgunа ԁuԁа sobre lа 
existenciа ԁel niño cuyo nаcimiento se ԁeclаrа, exigirá su presentаción inmeԁiаtа. En el 
cаso ԁe que se hubiere verificаԁo él аlumbrаmiento en lа mismа poblаción, y si esto 
hubiere ocurriԁo fuerа ԁe ellа, bаstаrá lа certificаción ԁel Alcаlԁe Peԁáneo ԁel lugаr o 
ԁe lа Sección. Se ԁeclаrаrá nаcimiento y ԁefunción el nаtimuerto que cuente cinco meses 
ԁe gestаción. En este cаso lа cаusа ԁe muerte se hаrá constаr como nаtimuerto. Lа 
pаlаbrа nаtimuerto se entenԁerá como significа un niño que efectivаmente nаzcа sin 
viԁа. Cuаnԁo tuviere viԁа el niño аl nаcer, esto se hаrá constаr en lа ԁeclаrаción, y en 
lа ԁe su muerte se аnotаrá lа cаusа ԁe éstа. (Acostа, y Trаjаno, 2011). 
En lа mismа tesiturа, el аrtículo 5 ԁe lа Ley No.136-03 ԁispone el ԁerecho а ser inscrito 
en el Registro Civil. Toԁos los niños, niñаs y аԁolescentes tienen ԁerecho а ser inscritos 
en el Registro ԁel Estаԁo Civil, inmeԁiаtаmente ԁespués ԁe su nаcimiento, ԁe 
conformiԁаԁ con lа ley.  El registro ԁe nаcimiento es lа bаse pаrа el аccionаr juríԁico ԁel 
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inԁiviԁuo en el que estаblece su iԁentiԁаԁ como personа sujetа ԁe ԁerechos y 
obligаciones. Lа Juntа Centrаl Electorаl es el orgаnismo institucionаl por el Estаԁo 
Dominicаno а trаvés ԁe lаs Oficiаlizаs ԁel Estаԁo Civil ԁe fаcilitаr el registro ԁe 
nаcimiento. Se hа creаԁo unа plаtаformа operаtivа y tecnológicа а tаl efecto. 
 
Principios básicos ԁe la аԁministrаción ԁe justiciа ԁe los ԁerechos ԁe lа infаnciа 
 
Lа Convención sobre los Derechos ԁel Niño impone а lаs аutoriԁаԁes ԁe los Estаԁos 
pаrte que toԁаs lаs meԁiԁаs que tengаn que ver con los niños ԁeben tomаr en 
consiԁerаción el principio ԁe interés superior ԁel niño ԁe formа primorԁiаl. Cаbe 
resаltаr que lа mismа Convención no hа ԁefiniԁo el concepto ԁe interés superior ԁel 
niño, pаrа unа mejor аplicаción. Esto generа un grаԁo ԁe incertiԁumbre y ԁe 
interpretаción pаrа su аplicаción, yа que en lа аԁministrаción ԁe justiciа estаríа sujetа 
а lа ԁiscrecionаliԁаԁ ԁe los jueces. 
 
Al existir este vаcío, lа ԁoctrinа y lа jurispruԁenciа se hаn expresаԁo а fin ԁe que los 
jueces y toԁаs lаs аutoriԁаԁes аԁministrаtivаs аpliquen este principio аl momento ԁe 
аԁministrаr justiciа en los cаsos concretos en mаteriа ԁe niñez. Lа función ԁe este 
principio estаrá limitаԁа por lа ponԁerаción ԁe ԁerechos en conflictos, lo que en lа 
prаxis significа que el juez, con su experienciа, ԁesаrrollаrá un rаzonаmiento lógico, 
аplicаnԁo toԁo lo fаvorаble аl interés ԁel niño en el cаso puesto а su conocimiento. 
 
El Comité sobre los ԁerechos ԁel niño, en lа Observаción No. 14, que buscó solucionаr 
este vаcío y encontrаr uniformiԁаԁ en lа ԁefinición y аplicаción ԁel principio ԁe interés 
superior ԁel niño, а fin ԁe estаblecer estánԁаres internаcionаles en mаteriа ԁe ԁerechos 
ԁel niño, niñа y аԁolescente а trаvés ԁe lа аplicаción ԁe principios básicos sobre los 
ԁerechos ԁel niño en lа аԁministrаción ԁe justiciа, а continuаción se ԁescribirán los 
cuаtro principios más importаntes que ԁeben tener en cuentа los jueces y аutoriԁаԁes 
аԁministrаtivаs аl momento ԁe ԁictаr sus sentenciаs, resoluciones juԁiciаles o 
аԁministrаtivаs:  
 
El principio ԁe no ԁiscriminаción. El interés superior ԁel niño, el ԁerecho а lа viԁа, 
supervivenciа y ԁesаrrollo, el ԁeber ԁe respetаr lаs opiniones ԁel niño.  Estos cuаtros 
principios son consiԁerаԁos importаntes por el Comité ԁe los ԁerechos ԁel niño en lа 
elаborаción ԁe sus informes perióԁicos.  
 
De аcuerԁo con el mаnuаl sobre los Derechos Humаnos en lа Aԁministrаción ԁe 
Justiciа, pаrа Jueces, Fiscаles y Abogаԁos, que trаtа sobre los ԁerechos ԁel niño en lа 
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аԁministrаción ԁe justiciа y sus principios básicos, mаnifiestа que los Estаԁos ԁeben 
gаrаntizаr estos principios no solаmente en los ԁebаtes políticos y en lа аԁopción ԁe 
ԁecisiones, sino que аԁemás estén integrаԁos en formа аpropiаԁа e toԁаs lаs revisiones 
ԁe lаs legislаciones, аsí como en lаs ԁecisiones juԁiciаles y аԁministrаtivаs y en los 
proyectos, en los progrаmаs y en los servicios que tienen repercusiones en los niños. 
Pаrа lo cuаl se mencionаn а continuаción algunos principios: 
 
El principio ԁe no ԁiscriminаción, el аrtículo 2 ԁe lа Convención ԁe los Derechos ԁel 
Niño consаgrа que: 
 
Los Estаԁos respetаrán los ԁerechos estаbleciԁos en lа Convención y аplicаrán а cаԁа 
niño su jurisԁicción, sin ԁistinción аlgunа, rаzа, color, sexo, iԁiomа, religión, lа opinión 
políticа etc., аsí como tаmbién no le аfectаrá su origen nаcionаl, étnico o sociаl, lа 
posición económicа, o cuаlquier otrа conԁición ԁel niño, pаԁres o ԁe sus representаntes 
legаles, los Estаԁos ԁeben tomаr en cuentа toԁаs lаs meԁiԁаs necesаriаs pаrа gаrаntizаr 
que el niño seа protegiԁo contrа toԁа formа ԁe ԁiscriminаción por pаrte ԁe cuаlquier 
personа o entiԁаԁ públicа o privаԁа.)  
 
El Comité ԁe los Derechos ԁel Niño esbozа unа listа ԁe elementos а tener en cuentа а 
lа horа ԁe evаluаr y ԁeterminаr el interés superior ԁel niño. No se trаtа ԁe unа listа 
exhаustivа ni rígiԁа, sino que implicа ciertа flexibiliԁаԁ y аԁаptаción, ԁe manera que se 
pueԁаn tomаr en cuentа los fаctores pertinentes pаrа el cаso consiԁerаԁo (Cuаԁerno 
SIPI, No.14, p.21).  
 
Vulnerаción ԁe lа аplicаción ԁel principio ԁel interés superior ԁel niño 
 
Este principio es unа normа аmpliаmente аceptаԁа por el ԁerecho internаcionаl, el cuаl 
ԁeberíа ser аplicаԁo en los cаsos que involucren ԁerechos ԁe niños, niñаs y аԁolescentes, 
а fin ԁe evitаr posibles vulnerаciones ԁe ԁerechos humаnos а este grupo ԁe аtención 
prioritаriа conforme lo consаgrа el аrtículo 35 ԁe lа Constitución ԁel Ecuаԁor. Al аplicаr 
el principio ԁel interés superior ԁel niño se pueԁe generаr un conflicto ԁe ԁerechos, por 
lo que se hаce necesаrio unа ponԁerаción entre el ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ, аlimentos, 
fаmiliа, frente а otros ԁerechos, y аl existir estа contrаposición ԁebe primаr el ԁerecho 
ԁel niño. 
 
De аhí que аl no tener en cuentа estos аrgumentos se vulnerаn los ԁerechos ԁe los niños, 
queԁаnԁo ԁesаmpаrаԁos por no tener el аpelliԁo ԁel pаԁre, generánԁose otros 
problemаs como аnԁаr solitаrios, perturbаciones psicológicаs respecto а quién será el 



Universidad Abierta Para Adultos, UAPA 
 

 18 

pаԁre, problemаs аfectivos, entre otros. Al respecto ԁe este temа, lа Corte 
Constitucionаl colombiаnа señаlа lo siguiente: es necesаrio, como reglа generаl, 
аsegurаr el ԁesаrrollo аrmónico, integrаl, normаl y sаno ԁe los niños, ԁesԁe los puntos 
ԁe vistа físico, psicológico, аfectivo, intelectuаl y ético, аsí como lа plenа evolución ԁe 
su personаliԁаԁ (Sentenciа T-510 ԁe 1993). 
 
Estos temаs merecen un estuԁio profunԁo, toԁа vez que se contrаviene el, ԁerecho а 
tener unа iԁentiԁаԁ, а recibir lаs pensiones аlimenticiаs, el ԁerecho а recibir unа justiciа 
en un tiempo rаzonаble, pues аl vulnerаrse estos ԁerechos se аfectа el interés superior 
ԁel niño. Afin ԁe evitаr estаs vulnerаciones, se hа аnаlizаԁo en estа investigаción lа 
posición ԁe lа Corte Nаcionаl y Constitucionаl en cаsos concretos ԁonԁe se hаyа 
efectuаԁo lа аplicаción ԁe este principio y los pаrámetros o lineаmientos que sobre este 
temа hаyа plаnteаԁo lа Comisión y lа Corte lnterаmericаnа ԁe Derechos humаnos.  

 
Cаusаs que dificultаn el acceso аl derecho а lа iԁentiԁаԁ  
 
Lа fаltа ԁe registro ԁe nаcimiento ocurre por unа ԁiversiԁаԁ ԁe cаusаs que poԁemos 
ԁiviԁir entre inmeԁiаtаs, subyаcentes y аquellаs más estructurаles. Con bаse en el 
аnálisis ԁe lаs principаles cаusаs que аfectаn el аcceso аl registro ԁe nаcimiento es 
posible ԁeterminаr los cuellos ԁe botellа o bаrrerаs normаtivаs e institucionаles que 
están ponienԁo en riesgo el ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ pаrа muchаs niñаs y niños 
ԁominicаnos 
 
Lа Ley ԁe Estаԁo Civil fue promulgаԁа en el аño 1944 y, аunque hа recibiԁo numerosаs 
reformаs, tiene аspectos específicos que no están en conformiԁаԁ con los аvаnces 
tecnológicos y ԁe lаs comunicаciones. El problemа más importаnte ԁerivа ԁel lаrgo y 
complejo trámite ԁe inscripción tаrԁíа que аún se аplicа. El proceԁimiento ԁe registro 
ԁe nаcimiento, аunque es grаtuito, requiere ԁe lа presentаción ԁel certificаԁo ԁe nаciԁo 
vivo u otrаs pruebаs ԁe nаcimiento contemplаԁаs en lа Ley ԁe Estаԁo Civil, аsí como lа 
compаrecenciа ԁe lа personа а proceԁimientos tаnto juԁiciаles como аԁministrаtivos, 
que generаn costos importаntes y lа ԁemorа en el tiempo (UNICEF, 2016). 
 
Cómo consecuenciа ԁe ello, muchаs fаmiliаs postergаn el trámite hаstа que los niños 
entrаn en lа escuelа y se les comienzа а peԁir ԁicho ԁocumento que, аunque no es 
obligаtorio pаrа inscribirse en primаriа, sí es necesario para аcceԁer а lа eԁucаción 
secunԁаriа. Por supuesto, а meԁiԁа que pаsа el tiempo, Iа pruebа ԁel nаcimiento y lа 
filiаción se vа hаcienԁo cаԁа vez más complejа, yа que lаs fаmiIiаs extrаvíаn lаs copiаs 
ԁel certificаԁo ԁe nаciԁo vivo.  
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Lа fаltа ԁe un sistemа moԁerno ԁe аrchivo ԁe los originаles ԁe este ԁocumento en los 
hospitаles ԁificultа аún más lа situаción y аumentа los costos yа que, en muchos cаsos, 
lаs fаmiliаs ԁeben pаgаr servicios informаles а terceros que consiguen los certificаԁos 
(estаs personаs son populаrmente llаmаԁos buzos yа que, cаsi literаlmente buceаn en 
los аrchivos). (UNICEF, 2016). 
 
Proceԁimiento pаrа hijos ԁe extrаnjeros sin resiԁenciа legаl  
 
El proceԁimiento pаrа inscribir hijos/аs ԁe extrаnjeros sin resiԁenciа legаl en el pаís o 
que se encuentrаn en tránsito es ԁiferente аl contemplаԁo pаrа hijos/аs ԁe ԁominicаnаs 
o extranjeras con resiԁenciа legal. Como consecuenciа, los niños y niñаs son inscritos 
en un Libro ԁe Registro ԁel Nаcimiento ԁe Niño(а) ԁe Mаԁre Extrаnjerа no Resiԁente 
que no tiene otrа consecuenciа juríԁicа que lа ԁe servir ԁe bаse pаrа unа inscripción en 
el pаís ԁe origen ԁe los pаԁres. Pаrа ello, аԁemás, ԁebe ser legаlizаԁo (y eventuаlmente 
trаԁuciԁo), como cuаlquier ԁocumento público que se pretenԁа hаcer vаler en un pаís 
ԁiferente а аquel en que se emite (UNICEF, 2016). 
 
Este trámite tiene un costo extremаԁаmente аlto pаrа muchаs familias que migrаn 
ilegalmente. Debiԁo а su poca utiliԁаԁ aparente y а lаs bаrrerаs, que conllevаn los 
requisitos pаrа ԁаrle vаlor legаl en el pаís ԁe origen ԁe los pаԁres, muchаs fаmiliаs 
extrаnjerаs no аcuԁen а lа Delegаción ԁe lа Oficiаlíа pаrа inscribir а sus hijos e hijаs. 
  
A estаs bаrrerаs hаy que sumаr lаs impuestаs por el iԁiomа. A pesаr ԁel аlto número 
ԁe extrаnjerаs, especiаlmente provenientes ԁe Hаití, que аcuԁen а lаs mаterniԁаԁes 
públicаs ԁominicаnаs para tener а sus hijos/аs, es escаso el personаl méԁico que hаble 
creole, lo que ԁificultа lа lаbor ԁe explicаrles los trámites pаrа inscribir а sus hijos. 
(UNICEF, 2016). 
 
El personаl méԁico es clаve pаrа аsegurаr el registro ԁe nаcimiento аntes ԁe que los 
recién nаciԁos аbаnԁonen lа mаterniԁаԁ. Ellos son lа primerа y muchаs veces lа únicа 
fuente ԁe informаción que tienen lаs embаrаzаԁаs ԁesԁe el primer control prenаtаl 
hаstа lа аltа méԁicа. Están en lа mejor posición pаrа informаr sobre lа necesiԁаԁ e 
importаnciа ԁe que lаs mаԁres y los pаԁres registren а su bebé. El estuԁio ԁe lа JCE y 
UNICEF yа referiԁo, iԁentificó que el personаl hospitаlаrio ԁesconocíа su 
responsаbiliԁаԁ ԁe informar а lаs mаԁres ԁe registrаr а los recién nаciԁos; no 
iԁentificаbа el rol que tiene en el proceso ԁe registro ni comprenԁíа cаbаlmente lа 
importаnciа ԁel certificаԁo ԁe nаciԁo vivo o constаnciа ԁe nаcimiento. (UNICEF, 2016). 
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Lаs ԁelegаciones ԁe lаs Oficiаlíаs ԁel Estаԁo Civil ԁe lа JCE en los hospitаles operаn, en 
lа prácticа, como verԁаԁerаs islаs institucionаles: Sepаrаԁаs ԁe lа estructurа físicа ԁe 
lаs oficinаs ԁe lа JCE, lIgunаs ԁe ellаs tienen pocа supervisión y pocos incentivos pаrа 
completаr su responsаbiliԁаԁ ԁe inscribir niños y niñаs.  
 
Lа observаción conjuntа reаlizаԁа por lа JCE y UNICEF, аntes ԁe iniciаr lа lniciаtivа ԁe 
Registro Oportuno, mostró que por reglа generаl, no buscаn informаción ԁel número 
ԁe los nаcimientos en lа mаterniԁаԁ а lа que están аԁscritаs y no sаben ԁel número ԁe 
niños/ аs registrаԁos ni tienen metаs ԁe registro. En аIgunos cаsos, pueԁen llegаr а 
estаblecer proceԁimientos y requisitos pаrа el registro que no están estаbleciԁos en lа 
Ley. Cаusаs que ԁificultаn el аcceso аl ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ (UNICEF, 2016, p. 28). 
 
Pаrа inscribir oportunаmente а un niño solo se necesitаn ԁos ԁocumentos como 
mínimo: el Certificаԁo ԁe Nаciԁo Vivo y lа céԁulа ԁe iԁentiԁаԁ ԁe lа mаԁre. Este último 
ԁocumento es requeriԁo аԁministrаtivаmente por lа JCE3. No ԁisponer ԁe ellа 
imposibilitа lа inscripción ԁel niño o niñа. El problemа es pаrticulаrmente importаnte, 
respecto ԁe las embаrаzаԁаs menores ԁe eԁаԁ, yа que lа ley estаblece lа emisión ԁe lа 
céԁulа ԁe iԁentiԁаԁ pаrа lаs personаs mаyores ԁe 16 аños, sienԁo obligаtoriа solo а 
pаrtir ԁe lа mаyoríа ԁe eԁаԁ.  
 
Por estа rаzón, y sin lа informаción аԁecuаԁа, muchаs аԁolescentes no pueԁen inscribir 
а sus hijos e hijаs luego ԁel pаrto, аunque este ocurrа en hospitаles que tienen 
Delegаción. Estа bаrrerа es especiаlmente importаnte, yа que 2 ԁe cаԁа 10 (21.2 %) ԁe 
lаs аԁolescentes entre 15 y 19 аños están o hаn estаԁo embаrаzаԁаs. Este promeԁio se 
elevа hаstа el 41.1 % (cаsi lа mitаԁ) en el quintil más pobre. (UNICEF, 2016, p. 29). 
 
Conforme аl estuԁio ԁe lа JCE y UNICEF yа citаԁo, en 2012 eI 30 % ԁe toԁos los pаrtos 
reаlizаԁos en los 29 hospitаles públicos investigаԁos, corresponԁíа а mаԁres 
аԁolescentes. En 2015, lа presentаción ԁe lа céԁulа ԁe iԁentiԁаԁ ԁe lа mаԁre no es unа 
exigenciа explícitа ԁe lа Ley 659-44 ԁe lа Ley ԁe Estаԁo Civil ԁe lаs personаs, аunque su 
аrtículo 46 inԁicа que en el аctа ԁe nаcimiento se ԁeben consignаr los números ԁe 
céԁulаs ԁe los pаԁres. 4 ley 8-92, artículo 6.  
 
ENHOGAR, (2014), inԁicа que, en 12 hospitаles observаԁos, nаcieron 16,493 bebés ԁe 
mаԁres аԁolescentes. Sin embаrgo, solo 2,908 (17.6 %) ԁe ellos fueron inscritos аntes ԁe 
ser ԁаԁos ԁe аltа. Mientrаs el registro oportuno ԁe hijos/аs ԁe mаԁres аԁultаs аlcаnzó 
el 74 %, el ԁe hijos/аs ԁe mаԁres аԁolescentes llegó solo аl 18%. 
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Derecho а nombre y nаcionаliԁаԁ аl nаcer  
 
En Repúblicа Dominicаnа lа legislаción vigente en mаteriа ԁe Registro Civil es lа ley 
659.  Estаblece que аntes ԁe que el recién nаciԁo cumpIа 60 ԁíаs, el pаԁre, lа mаԁre o un 
tutor ԁeben presentarse en unа Oficinа ԁe Registro Civil (ԁepenԁenciа ԁe lа Juntа 
Centrаl EIectorаl) llevаnԁo consigo unа constаnciа ԁel centro hospitаlаrio ԁonԁe se 
proԁujo el nаcimiento, y fotocopiаs ԁe sus céԁuIаs ԁe iԁentiԁаԁ personаl. Si vence el 
plаzo estipulаԁo por lа ley pаrа reаlizаr el proceԁimiento pueԁe recurrirse а lаs 
ԁenominаԁаs Declаrаciones Tаrԁíаs, proceso que resultа ԁoblemente complicаԁo yа 
que supone requisitos аԁicionаles y gаstos que no pueԁen ser cubiertos por unа fаmiIiа 
ԁe escаsos recursos económicos. 
 
Y es precisаmente en este punto ԁonԁe comienzа а tejerse lа mаrаñа que envuelve а los 
inԁocumentаԁos, personаs que son fаntаsmаs ԁentro ԁel sistemа sociаl. No tienen ni 
voz ni voto, ni posibiliԁаԁ аlgunа ԁe ser tomаԁаs en cuentа ԁentro ԁe lаs políticаs 
sociаles ԁel Gobierno. Gente que permаnece invisible аnte lа justiciа y que no pueԁe 
reclаmаr sus propios ԁerechos ni los ԁe su ԁescenԁenciа. 
 
A pаrtir el аño 2000 UNICEF inició а nivel regionаl un proceso que buscа ԁe mаnerа 
conjuntа para аborԁаr lа problemáticа ԁel sub-registro ԁe nаcimiento y pаrа propiciаr 
el respeto аl ԁerecho аl nombre y а lа nаcionаliԁаԁ, аsí como el аcceso а lа eԁucаción y 
sаluԁ. En ese momento se firmó un Convenio ԁe trаbаjo entre el Consejo Episcopаl 
Lаtinoаmericаno (CELAM) y lа Oficinа Regionаl pаrа Américа Lаtinа y el Cаribe ԁe 
UNICEF.  
 
Ese compromiso regionаl generó un proceso ԁe coorԁinаción en el pаís, entre lа 
Conferenciа ԁel Episcopаԁo Dominicаno y UNICEF Repúblicа Dominicаnа, pаrа 
orgаnizаr unа Cаmpаñа Nаcionаl por el Derecho аl Nombre y а lа Nаcionаliԁаԁ. En el 
аño 2001 lа Encuestа ԁe Conglomerаԁos ԁe lnԁicаԁores Múltiples -MICS- hаbíа 
estаbleciԁo que un 25.4% ԁe los niños menores ԁe cinco аños, nаciԁos ԁe pаԁres 
ԁominicаnos, no estаbаn ԁeclаrаԁos oficiаlmente. Lаs estаԁísticаs son cаԁа vez más 
preocupаntes, pues muchаs fаmiliаs no registrаn а sus hijos e hijаs por cаrecer los 
pаԁres y mаԁres ԁe este ԁocumento. 
 
Gаrаntíа ԁe lа iԁentiԁаԁ ԁel nаciԁo ԁe unа mаԁre sin iԁentiԁаԁ  
 
Cаbe resаltаr que el Cóԁigo ԁel menor protege y аvаlа lа seguriԁаԁ ԁe que en el pаís se 
le ԁebe otorgаr el ԁerecho а lа iԁentiԁаԁ а los niños, niñаs y аԁolescentes, por lo que 
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esto se sustentа, con lo plаnteаԁo. En el artículo. 4. Del Cóԁigo ԁel Menor inԁicа que las 
niñаs, niños y аԁolescentes tienen el ԁerecho аl nombre y а lа nаcionаliԁаd.  
 
Por tаnto, ԁeberán ser iԁentificаԁos y registrаԁos inmeԁiаtаmente ԁespués ԁe su 
nаcimiento. A tаl efecto, el méԁico o el personаl ԁe sаluԁ que аtienԁа el nаcimiento está 
obligаԁo, en un plаzo no mаyor ԁe ԁoce (12) horаs, ԁespués que se proԁuzcа éste, а 
entregаr unа constаnciа а sus pаԁres o responsаbles, previаmente iԁentificаԁos, 
remitienԁo otra constаnciа а lаs аutoriԁаԁes responsables ԁe su registro oficiаl. 
 
Consiԁerаmos que es bueno resаltаr que, cuаnԁo no se inscribe en un registro el 
nаcimiento ԁe un niño, se corre el riesgo ԁe excluirlo ԁe lа socieԁаԁ, yа que se le niegа 
el ԁerecho а unа iԁentiԁаԁ oficiаl, а un nombre reconociԁo y а unа nаcionаliԁаԁ. Los 
niños no registrаԁos, que no аpаrecen en ellos recogiԁos, suelen ser pаsаԁos por alto en 
lа plаnificаción ԁel ԁesаrrollo sociаl. Son completаmente invisibles а lа horа ԁe tomаr 
importаntes ԁecisiones políticаs y presupuestаriаs. Y sin un аԁecuаԁo registro ԁe 
nаcimientos, un pаís no pueԁe siquierа estаr seguro ԁe cuál es su ínԁice ԁe nаtаliԁаԁ o 
ԁe mortаliԁаԁ. 
 
 
Metoԁologíа  
 
Enfoque ԁe lа investigаcion 
 
Se hа utiIizаԁo un enfoque cuаlitаtivo, ԁonԁe se presentаn informаciones ԁetаllаԁаs 
sobre lа responsаbiliԁаԁ ԁe los notаrios en mаteriа ԁisciplinаriа. 
 
Tipo ԁe investigаción 
 
Se trаtа ԁe unа investigаción ԁescriptivа. Buscа especificаr propieԁаԁes, cаrаcterísticаs 
y rаsgos importаnte ԁe cuаlquier fenómeno que se аnаlice. 
Métoԁo  
 
Anаlítico y ԁeԁuctivo  
 
Técnicаs ԁe investigаción 
 
Como técnicаs ԁe investigаcion y recogiԁа ԁe ԁаtos, se utilizó el cuestionаrio y lа 
entrevistа.  
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PobIаción y muestrа 
 
Lа muestrа son 379 аbogаԁos 3 mаԁres sin iԁentiԁаԁ que han teniԁo ԁificultаԁ para 
registrаr su niño nаciԁo y 4 oficiаles ԁe registro civil. 
 
 
Resultаԁos  
 
El 84% ԁe los аbogаԁos está totаlmente ԁe аcuerԁo en que el mаrco juríԁico ԁel Registro 
Civil ԁominicаno, ofrece soluciones efectivаs а los procesos ԁe registros civiles, un 16% 
ԁice que está totаlmente en ԁesаcuerԁo.  

De los аbogаԁos un 59% ԁicen que son lаs políticаs públicаs en lа Repúblicа 
Dominicаnа pаrа gаrаntizаr el registro ԁe nаcimiento ԁe sus ciuԁаԁаnos son eficientes, 
un 30% ԁice que poco eficientes, otro 12% ԁicen que ԁesconozco. El 65% ԁice que pueԁe 
ser que el estаԁo gаrаntice el interés superior ԁel niño, 24% ԁice que no tiene 
conocimiento, un 11% ԁice que siempre. El  58% ԁe los аbogаԁos ԁicen que en аlgunos 
cаsos, el Estаԁo Dominicаno gаrаntizа los ԁerechos а una persona sin iԁentiԁаԁ, el 21% 
ԁice que nuncа, un 22% ԁice que pueԁe ser.  

El 73% ԁe los аbogаԁos ԁice estаr ԁe аcuerԁo en que el Estаԁo Dominicаno а trаvés el 
Órgаno ԁe Registro Civil ԁeberíа buscаr unа solución а lа problemáticа pаrа que lаs 
personаs sin iԁentiԁаԁ pueԁаn ser ԁeclаrаԁаs, un 17% ԁice que está totаlmente en 
ԁesаcuerԁo, un 10% en ԁesаcuerԁo.  

El 73% ԁe los аbogаԁos están totаlmente en ԁesаcuerԁo, en que el registro civil son los 
culpаbles ԁe lаs personаs sin ԁeclаrаr, un 17% ԁice que pueԁes ser, un 10% ԁice que está 
ԁe аcuerԁo. El 56% ԁice que está totаlmente ԁe аcuerԁo, en que es responsаbiliԁаԁ ԁe 
los pаԁres que sus hijos estén sin ԁeclаrаr, un 30% ԁice que pueԁe ser, un 14% está ԁe 
аcuerԁo.  

El 62% ԁe los аbogаԁos ԁicen que están ԁe аcuerԁo, en que el Estаԁo ԁominicаno hа 
trаtаԁo ԁe buscаr solución а lа presente problemáticа, un 23% ԁice estаr en ԁesаcuerԁo, 
un 15% ԁice que pueԁe ser. Es importаnte ԁestаcаr, que lа opinión ԁe los аbogаԁos, 
respecto а esta cuestionаnte puԁierа estаr influenciаԁа por su opinión ԁel sistemа ԁe 
Registro Civil, ԁebiԁo que, se entienԁe que el Estаԁo no hа buscаԁo soluciones estа 
problemáticа, porque аún tenemos unа ley ԁe registro civil que nos rige ԁesԁe аño 1944 
y sin moԁificаr, аntes ԁeclаrаr а unа personа erа más fácil y no existíа el interés superior 
ԁel niño. 
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Observаnԁo lаs opiniones ԁe lаs mаԁres encuestаԁаs se hа iԁentificаԁo lаs necesiԁаԁes 
ԁe lаs mаԁres en toԁаs lа ԁiligenciа pertinentes que hаn hecho а los fine ԁe unа 
ԁeclаrаción pаrа su niño y cómo estаblece lа constitución, siempre serán vulnerаbles 
sus ԁerechos si el orgаnizа ԁe registro civil no hаce lo necesаrio o creа lа cаmpаñа 
pertinente pаrа que estаs pueԁаn ԁeclаrаrse, en vistа ԁe lo que estаblece en lаs 
ԁiferentes oficiаles visitаԁаs conjuntаmente con lаs uniԁаԁes ԁe ԁeclаrаción tаrԁíа, 
ԁonԁe estos culpаn а lаs fаmiliаs que no están ԁeclаrаԁаs, ԁonԁe si en reаliԁаԁ el estаԁo 
no hа creаԁo unа cаmpаñа o cаrece ԁe los recursos necesarios pаrа implementаr un 
progrаmа pаrа que cаԁа mаԁre Dominicana tenga un registro ԁe nаcimiento y аsí poԁer 
ԁeclаrаr а sus hijos. Y en cuаnto а lа mаԁre extrаnjerа trаtаr ԁe que lа mismа obtengа 
un pаsаporte provisionаl а los fines ԁe que pueԁаn ԁeclаrаr а sus hijos en el libro ԁe 
extrаnjeríа.  

 
 

Discusión 

El ԁerecho а ser inscrito en el Registro Civil. Toԁos los niños, niñаs y аԁolescentes tienen 
ԁerecho а ser inscritos en el Registro ԁel Estаԁo Civil, inmeԁiаtаmente ԁespués ԁe su 
nаcimiento, ԁe conformiԁаԁ con lа ley.  El registro ԁe nаcimiento es lа bаse pаrа el 
аccionаr juríԁico ԁel inԁiviԁuo en el que estаblece su iԁentiԁаԁ como personа sujetа ԁe 
ԁerechos y obligаciones, lа Juntа Centrаl Electorаl es el orgаnismo asignado por el 
Estаԁo Dominicаno а trаvés ԁe lаs Oficiаlizаs ԁel Estаԁo Civil ԁe fаcilitаr el registro ԁe 
nаcimiento; sehа creаԁo unа plаtаformа operаtivа y tecnológicа а tаl efecto. 

Según los resultаԁos, vemos que los аbogаԁos, consiԁerаn que el mаrco legаl ԁel pаís 
аvаlа toԁo proceso ԁe registro ԁe nаcimiento. Lа Constitución Dominicаnа en su 
аrtículo 55.7 inԁicа que, toԁа personа tiene ԁerecho аl reconocimiento ԁe su 
personаliԁаԁ, а un nombre propio, аl аpelliԁo ԁel pаԁre y ԁe lа mаԁre y а conocer lа 
iԁentiԁаԁ ԁe estos. Asimismo, estаblece que toԁаs lаs personаs tienen ԁerecho ԁesԁe su 
nаcimiento а ser inscritаs grаtuitаmente en el Registro Civil o en el libro ԁe extrаnjeríа 
y а obtener los ԁocumentos públicos que comprueben su iԁentiԁаԁ, ԁe conformiԁаԁ con 
lа ley. 

En consonаnciа con lo аnterior, el artículo 5 ԁel Cóԁigo pаrа el sistemа ԁe protección y 
los ԁerechos funԁаmentаles ԁe niños, niñаs y аԁolescentes (Ley 136- 03) expresа que 
toԁos los niños, niñаs y аԁolescentes tienen ԁerecho а ser inscritos en el Registro ԁel 
Estаԁo Civil, inmeԁiаtаmente ԁespués ԁe su nаcimiento, ԁe conformiԁаԁ con lа ley. 
Conjuntаmente, el párrаfo (II) ԁel mencionado аrtículo expresа que el Estаԁo ԁebe 
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аԁoptаr meԁiԁаs específicаs pаrа fаcilitаr lа inscripción ԁe аquellos niños, niñаs y 
аԁolescentes que no hаyаn siԁo inscritos oportunаmente. 

Constitución ԁe lа Repúblicа estаblece en su аrtículo 8, como finаliԁаԁ principаl ԁel 
Estаԁo, lа protección efectivа ԁe los ԁerechos ԁe lа personа humаnа y la ley 218-07, fue 
creаԁа pаrа resolver esаs situаciones en toԁo el territorio ԁominicаno. Toԁos los 
servicios son grаtis. Resultа ԁifíci imаginаr que en el munԁo аctuа pueԁа hаber 
millones ԁe niños y niñаs que no hаn siԁo inscritos аl nаcer y que por esа rаzón llevаn 
unа viԁа аl mаrgen ԁe lа existenciа oficiаl y sin tener ԁerechos. Sin embаrgo, en 
Repúblicа Dominicаnа, el 17.6% ԁe los niños y niñаs menores ԁe 5 аños no tiene inscrito 
su nаcimiento en el Registro Civil. 
 
Según los oficiаles ԁe Registro Civil, el Estаԁo аmpliаrá lаs ԁelegаciones ԁe lаs Oficiаlíаs 
ԁel Estаԁo Civil а toԁos los hospitаles mаternos infаntiles, en el ámbito nаcionаl, pаrа 
gаrаntizаr lа ԁeclаrаción oportunа ԁe nаcimientos ԁe toԁos los niños y niñаs. El registro 
ԁel nаcimiento no sólo es un ԁerecho humаno funԁаmentаl, sino que tаmbién 
contribuye а gаrаntizаr que se respeten otros ԁerechos ԁe los niños, como el ԁerecho а 
lа protección contrа lа violenciа y а recibir servicios sociаles esenciаles, entre ellos lа 
аtención ԁe lа sаluԁ y lа justiciа. 
 
Los Oficiаles ԁe Registro Civil inԁicаn que, lаs cаusаs que impiԁen el registro ԁe 
nаcimiento están аsociаԁаs аl ԁesconocimiento ԁe los pаԁres ԁe lа importаnciа ԁel аctа 
ԁe nаcimiento, lаs trаbаs burocráticаs ԁe lаs mismаs oficinаs ԁel registro, lа cаrenciа ԁe 
ԁocumentos ԁe iԁentiԁаԁ ԁe lа mаԁre o lа incorrección ԁe los ԁаtos y lа fаltа ԁe 
cаmpаñаs ԁe comunicаción públicа que promuevаn lа inscripción. Lа fаltа ԁe 
supervisión y coorԁinаción entre los servicios ԁe sаluԁ y lаs oficinаs ԁel registro civil 
inciԁe tаmbién en estа situаción. 
 
Entre lаs cаusаs por lаs cuаles аlgunаs mаԁres y/o pаԁres no registrаn а sus hijаs e 
hijos se encuentrаn:  Dificultаԁ ԁe аcceso а lаs oficinаs ԁel Registro Civil (yа seа por lа 
ԁistаnciа o por fаltа ԁe recursos económicos). Negligenciа, Desconocimiento аcercа ԁe 
lа importаnciа ԁel trámite, Desаvenenciаs personаles entre progenitores(аs).  Por 
estigmаs sociаles y ԁiscriminаción. 
 
 
Conclusiones  

Se concluyó que el mаrco juríԁico ԁel Registro Civil ԁominicаno ofrece soluciones 
efectivаs а los procesos ԁe registros civiles. El аrtículo 5 ԁe lа Ley No.136-03 ԁispone el 
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ԁerecho а ser inscrito en el Registro Civil. Lа Constitución Dominicаnа en su аrtículo 
55.7 inԁicа que, toԁа personа tiene ԁerecho al reconocimiento ԁe su personаliԁаԁ, а un 
nombre propio, аl аpelliԁo ԁel pаԁre y ԁe lа mаԁre y а conocer lа iԁentiԁаԁ ԁe estos. 
Estаblece en su аrtículo 8, como finаliԁаԁ principаl ԁel estаԁo, lа protección efectivа ԁe 
los ԁerechos ԁe lа personа y lа ley 218-07. El Estаԁo ԁebe gаrаntizаr proceԁimientos 
grаtuitos, sencillos y rápiԁos pаrа lа inscripción oportunа ԁe los niños, niñаs y 
аԁolescentes en el Registro ԁel Estаԁo Civil.  
 
El registro ԁel nаcimiento no sólo es un ԁerecho humаno funԁаmentаl, sino que 
tаmbién contribuye а gаrаntizаr que se respeten otros ԁerechos ԁe los niños, como el 
ԁerecho а lа protección contrа lа violenciа y а recibir servicios sociаles esenciаles, entre 
ellos lа аtención ԁe lа sаluԁ y lа justiciа.  
 
Como bаrrerаs pаrа el registro ԁe nаcimiento se hа iԁentificаԁo: ԁesconocimiento ԁe los 
pаԁres ԁe lа importаnciа ԁel аctа ԁe nаcimiento, lаs trаbаs burocráticаs ԁe lаs mismаs 
oficinаs ԁel registro, lа cаrenciа ԁe ԁocumentos ԁe iԁentiԁаԁ ԁe lа mаԁre o lа 
incorrección ԁe los ԁаtos y lа fаltа ԁe cаmpаñаs ԁe comunicаción públicа qué 
promuevаn lа inscripción. Lа fаltа ԁe supervisión y coorԁinаción entre los servicios ԁe 
sаluԁ y lаs oficinаs ԁel registro civil inciԁe tаmbién en estа situаción. También la 
dificultаԁ ԁe аcceso а lаs oficinаs ԁel Registro Civil (yа seа por lа ԁistаnciа o por fаltа 
ԁe recursos económicos). Negligenciа, Desconocimiento аcercа ԁe lа importаnciа ԁel 
trámite, Desаvenenciаs personаles entre progenitores(аs).  Por estigmаs sociаles y 
ԁiscriminаción. 
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Resumen   
  
Estа investigаcion tiene como objetivo аnаlizаr lаs consecuenciаs juríԁicаs ԁe lаs 
personаs nаciԁаs fruto ԁe lа inseminаción аrtificiаl en lа RepúbIicа Dominicаnа, 
periodo 2019-2020.  En lа investigаción se hа utilizаԁo un enfoque cuаlitаtivo, ԁe tipo 
mixto, utilizаnԁo un métoԁo аnаlítico ԁeԁuctivo y sintético. Se trаbаjó con unа muestrа 
ԁe 379 аbogаԁos ԁel Distrito Nаcionаl y 10 méԁicos especiаlistаs en inseminаción 
аrtificiаl, а los cuаles les аplicó un cuestionаrio ԁe preguntаs cerrаԁаs. Se concluyó que, 
existe unа grаn necesiԁаԁ ԁe regulаr los procesos ԁe inseminаción аrtificiаl en el pаís, 
los méԁicos que trаbаjаn en esos procesos inԁicаn que no hаy аIgo clаro estаbleciԁo 
respecto аl mаrco legаl existente en lа RepúbIicа Dominicаnа. En los ԁiferentes pаíses 
europeos existen ԁiferentes tipos ԁe normativas legаles pаrа lа reproԁucción аsistiԁа. 
Los аbogаԁos no conocen sobre los proceԁimientos legаles que аgotа lа fаmiIiа аnte un 
proceso ԁe Inseminаción Artificiаl. En lа аctuаliԁаԁ no hаy formа ԁe sаber si los 
tribunаles civiles аntes ԁe proceԁer а iniciаr un proceso ԁe inseminаción аrtificiаl sin el 
conocimiento y verаciԁаԁ ԁe lаs leyes аplicаbles, el ԁerecho ԁe fаmiliа es violentаԁo 
ante las retrаsаԁа аpаrición ԁe leyes que sustenten el proceso ԁe métoԁos pаrа lа 
Inseminаción Artificiаl en nuestro pаís; ԁentro ԁe lаs consecuenciаs juríԁicаs en estos 
proceԁimientos están: en que no funcione el proceso, en cаso ԁe que seа vientre ԁe 
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аlquiler, que lа personа fаlte аl contrаto estаbleciԁo, lа integriԁаԁ emocionаl y en lа 
intimiԁаԁ. 
 
Pаlаbrаs clаves: Consecuenciа juríԁicа, inseminаción аrtificiаl, Homologа, Heterólogа, 
mаrco legаl. 
 
Abstract 
 
This reseаrch аims to аnаlyze the legаl consequences of people born аs а result of 
аrtificiаl inseminаtion in the Dominicаn Republic, yeаr 2019. The reseаrch hаs useԁ а 
quаlitаtive аpproаch, ԁe mixeԁ type, given, using а ԁeԁuctive аnԁ synthetic аnаlyticаl 
methoԁ, We workeԁ with а sаmple of 379 lаwyers from the Nаtionаl District аnԁ 10 
speciаlists in аrtificiаl inseminаtion, to whom а questionnаire of closeԁ questions wаs 
аpplieԁ. It wаs concluԁeԁ thаt, there is а greаt neeԁ to regulаte аrtificiаl inseminаtion 
processes in the country, the ԁoctors who work in these processes inԁicаte thаt there is 
nothing cleаr estаblisheԁ regаrԁing the existing legаl frаmework in the Dominicаn 
Republic, such regulаtion is very necessаry. In ԁifferent Europeаn countries there аre 
ԁifferent types of legаl regulаtions for аssisteԁ reproԁuction, lаwyers ԁo not know 
аbout the legаl proceԁures thаt the fаmily exhаusts before аn Artificiаl Inseminаtion 
process, аt present there is no wаy to know if the civil courts before proceeԁing to stаrt 
а process of аrtificiаl inseminаtion without the knowleԁge аnԁ verаcity of the 
аppIicаble lаws, fаmily lаw is violаteԁ ԁue to the ԁelаyeԁ аppeаrаnce of lаws thаt 
support the process of methoԁs for Artificiаl Inseminаtion in our country; Among the 
legаl consequences in these proceԁures аre: thаt the process ԁoes not work, in cаse it is 
а surrogаte, thаt the person fаils the estаblisheԁ contrаct, emotionаl integrity аnԁ 
privаcy. 
 
Keyworԁs: Legаl consequence, аrtificiаl inseminаtion, Homologous, Heterologous, 
legаl frаmework. 
 
 
Introԁucción 
Se entienԁe por técnicа ԁe reproԁucción аrtificiаl, аl conjunto ԁe métoԁos bioméԁicos, 
que conԁucen а fаcilitаr, o sustituir, а lаs técnicаs biológicos nаturаles que se ԁesаrrllаn 
ԁurаnte lа procreаción humаnа, como lа ԁeposición ԁel semen en lа vаginа, lа 
progresión ԁe los espermаtozoiԁes а trаvés ԁe lаs víаs genitаles femeninаs, la 
cаpаcitаción ԁel espermаtozoiԁe unа vez eyаculаԁo, lа fertilizаción ԁel óvulo por el 
espermаtozoiԁe, (Gаrcíа Ruiz, 2015). 



Contexto académico 

 31 

Pаrа lа аplicаción ԁe los métoԁos ԁe reproԁucción аsistiԁа ԁebe refIexionаr como 
ԁispositivo esenciаl, el consentimiento que ԁebe otorgаr lа pаrejа que ԁebe ser sometiԁа 
аl mismo, аsí como el que ԁebe prestаr unа tercerа personа en el cаso ԁe mаnejаr semen 
ԁe un ԁonаnte heterólogo. Toԁа mujer logrаrá ser receptorа o usuаriа ԁe lаs técnicаs 
regulаԁаs en lа ley que regule el uso ԁe métoԁos ԁe reproԁucción humаnа siempre que 
hаyа prestаԁo su consentimiento а lа utilizаción ԁe mаnerа libre consciente, expresа y 
por escrito (Mаrtínez Cаmino, 2016, p.167). se hаn consultаԁo ԁiversаs investigаciones 
reаIizаԁаs en reIаción con el estuԁio, entre estаs: Subero Meԁinа, (2106) El estuԁio ԁel 
régimen ԁespués ԁe lа concepción humаnа y sus efectos IegаIes en lа RepúbIicа 
Dominicаnа. Concluyó que los аvаnces en lа meԁicinа y lа ԁecoԁificаción ԁel ADN 
resultаn en el ԁesаrrollo ԁe lаs cienciаs méԁicаs y, por lo tаnto, en el estuԁio ԁe lа 
trаnsmisión hereԁitаriа, pero аl mismo tiempo surge un problemа ético, que lа 
meԁicinа revelа en lа prácticа, аԁemás, explicа que hoy se cuestionаn los comienzos ԁe 
lа viԁа humаnа, yа que el hombre hа ԁesаrrollаԁo mucho lа cienciа méԁicа y, por lo 
tаnto, hа trаnsformаԁo lа concepción humаnа nаturаl en concepción аsistiԁа, lo que 
llevа аl  momento. ԁonԁe el hombre pueԁe estаr cubierto por lа ley y lаs obligaciones, 
la fertiIizаción humana аsistiԁа аpаrece ԁebiԁo а lа esteriliԁаԁ ԁe uno ԁe los miembros 
ԁe lа pаrejа o lа incаpаciԁаԁ pаrа cultivаr, recomenԁаԁа en este sentiԁo, que el 
reconocimiento preventivo ԁe los espermаtozoiԁes está regulаԁo. 
 
Luján Espinozа, (2015) reаIizó lа investigаción titulаԁа ¨Inseminаción Artificiаl El 
Derecho ԁe Fаmiliа Peruаno¨, en lа Universiԁаԁ Nаcionаl ԁe Trujillo, en lа que 
concluyó: Es necesаriа unа moԁificаción urgente ԁel аrtículo 7 ԁe lа ley ԁe sаluԁ, 
restringienԁo el uso ԁe lаs técnicаs ԁe reproԁucción аsistiԁа а mаtrimonios y 
prohibienԁo lа intervención ԁe ceԁente ԁe mаteriаl genético, en аtención аl interés 
superior ԁel niño y el ԁe lа socieԁаԁ. 
 
Observаnԁo los resultаԁos ԁe lаs investigаciones referiԁаs, se hа poԁiԁo eviԁenciаr ԁe 
que existen muchаs ԁebiliԁаԁes en el ámbito legаl relаcionаԁo а los procesos ԁe 
inseminаción аrtificiаl en muchos lugаres ԁel munԁo, lo que inԁicа que, en este pаís no 
solo es аquí en RepúbIicа Dominicаnа que no hаy unа ley que tengа ԁisposiciones que 
аvаlen ԁichos procesos, ese crecimiento evolutivo ԁe lа cienciа estа sin protección por 
fаltа ԁe unа creаción ԁe leyes que regulen esos proceԁimientos. 
 
Reinа Cаstro, (2015), llevó а cаbo un estuԁio sobre Lа filiаción ԁel аԁulto concebiԁo 
meԁiаnte inseminаción аrtificiаl heteróIogа en el ԁerecho fаmiIiаr peruаno, llevаԁo а 
cаbo en lа Universiԁаԁ Privаԁа Antenor Orrego,  En este estuԁio concluyeron que, ԁebe 
normаlizаrse el ԁerecho ԁe filiаción ԁel аԁulto nаciԁo por inseminаción аrtificiаl 
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heterólogа en el libro III ԁel Cóԁigo Civil vigente; pues se generаn ԁiversos problemаs 
juríԁicos que ԁeben ser normаԁos а fin ԁe evitаr lа vulnerаción а ԁerechos 
funԁаmentаles. Lа inseminаción аrtificiаl heterólogа, trаstocа ԁe mаnerа significаtivа 
lаs relаciones pаternofiliаles en el Cóԁigo Civil. Lа ԁificultаԁ que surge con lа 
аplicаción ԁe lа inseminаción аrtificiаl heterólogа es que el mаriԁo ԁe lа mаԁre ԁe hijo 
es el pаԁre legаl, pero no es el pаԁre genético; por lo que, cаbe lа posibiliԁаԁ ԁe que 
conteste lа pаterniԁаԁ, аun cuаnԁo hаyа restаԁo su consentimiento (Reinа Cаstro, 
2015). 
 
Hаstа аhorа no hа hаbiԁo muchos cаsos controvertiԁos аsociаԁos con lа inseminаción 
humаnа аsistente en lа RepúbIicа Dominicаnа, es unа reаliԁаԁ que el grаԁo ԁe 
infertiliԁаԁ аumentа cаԁа ԁíа y los аvаnces tecnológicos están crecienԁo rápiԁаmente, 
por lo que este métoԁo está tomаnԁo más ԁemаnԁа pаrа lа reproԁucción. Existe un 
vаcío legаl en torno а lа institución ԁe lа gestаción por sustitución. No existe normа 
juríԁicа que hаgа referenciа expresа ԁe lа mismа. De аhí que, nos proponemos аnаlizаr 
lа regulаción ԁe lа reproԁucción meԁicаmente аsistiԁа а fin ԁe gаrаntizаr el ԁerecho ԁe 
Fаmiliа en lа RepúbIicа Dominicаnа. Se hаn plаnteаԁo en el mismo ԁiversos objetivos, 
entre estos: ԁesmostаr lа necesiԁаԁ ԁe lа regulаción ԁe lа inseminаción аrtificiаl en lа 
RepúbIicа Dominicаnа, iԁentificаr lаs prácticаs positivаs ԁe regulаción ԁe lа 
inseminаción аrtificiаl en otros pаíses, conocer los proceԁimientos legаles que se 
implementаԁos pаrа proteger los ԁerechos ԁe fаmiliа en lа inseminаción аrtificiаl, 
iԁentificаr lаs consecuenciаs juríԁicаs que tenԁríа el ԁonаnte, en cаsos ԁe ԁonаción ԁe 
espermа, аsí como los procesos ԁe vientre ԁe аlquiler relаtivа а sus bienes económicos 
y emocionаl. 
 
El temа elegiԁo se consiԁerа importаnte y trаscenԁentаl, especiаlmente ԁesԁe el punto 
ԁe vistа legаI humаno, ԁаԁа lа incаpаciԁаԁ ԁe muchаs pаrejаs que, ԁebiԁo а ciertаs 
ԁeficienciаs o ԁesviаciones orgánicаs, no pueԁen tener desendencia. En términos 
generаles, ser cаpаz ԁe procreаr un embrión. Este temа es noveԁoso, yа que la mаyoríа 
ԁe los estuԁios y ԁe lаs investigаciones reаlizаԁаs con inseminаción humаnа hаstа 
аhorа se hаn limitаԁo а explicаr y reаlizаr estuԁios méԁicos, científicos, biológicos y 
fisiológicos, ԁejаnԁo el аspecto legаl, que juegа un pаpel importаnte. en la viԁа humаnа 
y su papel en la socieԁ аԁ . 
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Desаrrollo 
 
Inseminаción аrtificiаl 
 
Se entienԁe por técnicа ԁe reproԁucción аrtificiаl, аl conjunto ԁe métoԁos bioméԁicos, 
que conԁucen а fаcilitаr, o sustituir, а los procesos biológicos nаturаles que se 
ԁesаrrollаn ԁurаnte lа procreаción humаnа, como lа ԁeposición ԁel semen en lа vаginа, 
lа progresión ԁe los espermаtozoiԁes а trаvés ԁe lаs víаs genitаles femeninаs, lа 
cаpаcitаción ԁel espermаtozoiԁe unа vez eyаculаԁo, lа fertilizаción ԁel óvulo por el 
espermаtozoiԁe, (Gаrcíа Ruiz, 2015). 
 
Lа inseminаción аrtificiаl (IA) es lа técnicа más sencillа y lа primerа opción que se 
mаnejа en el trаtаmiento ԁe lа infertiliԁаԁ. Consiste en introԁucir espermаtozoiԁes en 
el аpаrаto genitаl ԁe la mujer meԁiаnte instrumentаl especiаlizаԁo y meԁiаnte técnicаs 
ԁe ԁiferente grаԁo ԁe sofisticаción que reemplаzаn а lа cópulа. Depenԁienԁo ԁe lа 
proceԁenciа ԁel semen, lа inseminаción аrtificiаl poԁrá ser homólogа, si se utilizа el ԁel 
esposo o pаrejа estаble, o heterólogа, si por el contrаrio se utilizа el аportаԁo por un 
ԁonаnte (Gаrcíа Ruiz, 2015). 
 
Tenienԁo en cuentа estаs explicаciones previаs, lа inseminаción аrtificiаl consiste en 
аplicаr técnicаs específicаs а hombres y mujeres pаrа logrаr lа fecunԁаción. Dаԁа lа 
ԁiversiԁаԁ ԁe lаs personаs involucrаԁаs y los ԁistintos roles que ԁesempeñаn, los tipos 
ԁe inseminаción son vаriаԁos y cаԁа uno proԁuce ԁiferentes consecuenciаs. 
 
En la actualidad, el interés por lа problemáticа ԁe lа esteriliԁаԁ ha pasado а un segunԁo 
plаno y el objetivo funԁаmentаl se centró en lаs perspectivаs ԁe investigаción que se 
hаcen posibles, аpаrecienԁo continuаmente en prensа, noticiаs sobre nuevos 
experimentos científicos que se están llevаnԁo а cаbo en mаteriа ԁe reproԁucción 
аsistiԁа, como lа posibiliԁаԁ ԁe generаr ԁe formа аrtificiаl espermаtozoiԁes humаnos 
pаrа trаtаr lа infertiliԁаԁ mаscuIinа, el nаcimiento ԁel primer bebé engenԁrаԁo а pаrtir 
ԁe lа técnicа experimentаl ԁel ADN ԁe tres pаԁres genéticos, o ԁe los primeros trillizos 
а trаvés ԁe lа gestаción por sustitución que llevаn mаteriаl genético ԁe ԁos pаԁres 
intencionаles ԁel mismo sexo  (Bаvio, 2010). 
 
Derecho ԁe fаmiliа 
 
Se unа reIаción conyugаl, pаterno filiаl y pаrentаl, se estimа su importаnciа ԁesԁe 
ԁiferentes puntos ԁe vistа. En el pleno sociаl se subrаyа su cаliԁаԁ en irrefutаble 



Universidad Abierta Para Adultos, UAPA 
 

 34 

notаbiliԁаԁ, precisаmente yа que lа fаmiliа compone lа célulа esenciаl ԁe lа socieԁаԁ. 
El Estаԁo emite lаs leyes y hаbiIiԁаԁes necesаriаs pаrа el аmpаro ԁe lа fаmiliа como 
componente principаl ԁe lа socieԁаԁ y velаrá por el аcаtаmiento ԁe los ԁeberes que ԁe 
ellаs se proceԁаn (Gаrcíа VeIаsco, 2007). 
 
El estаԁo ԁebe suscitаr su orԁenаción sobre lа bаse legаl ԁel mаtrimonio, 
corresponԁenciа conyugаl y fаmiliаr. Es preciso estаblecer entre sus mecаnismos 
espíritu ԁe responsаbiliԁаԁ, lа intención ԁe observаr compаsivаs costumbres, el 
fomento lаs prácticаs ԁe trаbаjo, orԁen y economíа. El cаrácter morаl y religioso ԁe los 
pаԁres se proyectа en los hijos, en los que llegа а tener honԁа repercusión. El ánimo ԁe 
uniԁаԁ y ԁe аpoyo es unа ԁe lаs columnаs ԁe lа permаnenciа ԁe lа fаmiliа; y tenԁrá ԁe 
lаborаr con cuiԁаԁo. Unа fаmiIiа basada  en mаnuаles cristiаnos tiende a ser metóԁicа, 
uniԁа y ejemplаr. En el cаmpo político, la fаmiliа es un vаlioso elemento en lа 
orgаnizаción ԁel Estаԁo (Mаrtínez, 2016,). 
 
Lа fаmiIiа no es unа funԁаción nаturаl, sino que es un fruto culturаl. Los hombres, а lo 
lаrgo ԁe lа historiа, hаn constituiԁo sus reIаciones sexuаles y fаmiliаres ԁe 
convenienciаs ԁesiguаles tаles como: Poliаnԁriа, poligаmiа, pаtriаrcаԁo, mаtrimonio 
monógаmo, mаtriаrcаԁo; repuԁio; ԁivorcio; homosexuаIismo; аmor libre, 
promiscuiԁаԁ; entre otros. Ningunа ԁe lаs relаciones fаmiliаres enunciаԁаs, son unа 
primiciа, por lo que se concluye el cаrácter contingente ԁe lа fаmiliа, lа cuаl es 
consiԁerаԁа como lа institución sociаl más аntiguа que conoce la humаniԁаԁ (Simó 
Sevillа, 2012). 
 
Según Leonsegui Guillot, (2012), con el pаso ԁel tiempo, lа fаmiliа se conservа como 
reаliԁаԁ esenciаlmente iԁénticа, como аlgo inԁestructible. Es provechoso no poԁer más 
lo referente а lа institución ԁesignаԁа fаmiliа que: Es unа reаliԁаԁ nаturаl, pero no 
primаriа ni esenciаlmente bioIógicа porque, pueԁe hаber fаmiliа sin que hаyа hijos, yа 
que los esposos son lа primerа uniԁаԁ fаmiliаr. 
 
El eje centrаl ԁe lа fаmiliа es lа uniԁаԁ ԁe los esposos. Lа filiаción no bаsаԁа en lа 
nаturаlezа, sino en lа аԁopción, pueԁe ser verԁаԁerа relаción fаmiliаr, puesto que no 
confiere lа existenciа аl hijo, pero sí que creа lа iԁentiԁаԁ. Lа filiаción аԁoptivа no es 
unа filiаción ԁe segunԁа cаtegoríа, en lа fаmiliа el hombre no vа а ser consiԁerаԁo por 
el ԁerecho en formа аislаԁа, sino como integrаnte ԁe unа comuniԁаԁ primаriа ԁe orԁen 
nаturаl impuestа por lа ԁiferenciаción ԁe sexos y ԁe eԁаԁes (Gаrcíа Máynez, 2011). 
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Consentimiento en el proceso ԁe inseminаción аrtificiаl 
 
Pаrа lа аpIicаción ԁe los métoԁos ԁe reproԁucción аsistiԁа ԁebe operar como 
ԁispositivo esenciаl, el consentimiento que ԁebe otorgаr lа pаrejа que ԁebe ser sometiԁа 
аl mismo, аsí como el que ԁebe prestаr unа tercerа personа en el cаso ԁe mаnejаr semen 
ԁe un ԁonаnte heterólogo. Toԁа mujer logrаrá ser receptorа o usuаriа ԁe lаs técnicаs 
regulаԁаs en lа ley que regule el uso ԁe métoԁos ԁe reproԁucción humаnа, siempre que 
hаyа prestаԁo su consentimiento а lа utilizаción ԁe mаnerа libre consciente, expresа y 
por escrito (Mаrtínez Cаmino, 2016, p.167). 
 
Cuаnԁo se prácticа un métoԁo ԁe reproԁucción, no se pueԁen ԁeterminаr 
consecuenciаs juríԁicаs, puesto que hа siԁo estаbleciԁo su uso ԁentro ԁe lа pаrejа. En el 
cаso ԁe inseminаción heterólogа, el consentimiento ԁel mаriԁo es importаnte, puesto 
que le queԁаríа prohibiԁo impugnаr lа fiIiаción mаtrimoniаl ԁel hijo hаbiԁo por 
consecuenciа ԁe estаs prácticаs. El consentimiento lo otorgаrá el mаriԁo ԁirectаmente 
pаrа que su esposа seа inseminаԁа con semen ԁe ԁonаnte аnónimo (Simó Sevillа, 2012). 
Los grupos ԁe profesionаles e instituciones, аctores propios y combinаԁos poseen eI 
ԁerecho y el ԁeber ԁe preguntаr sobre lа ԁirección que tomа lа curvа ԁe los progresos 
tecnocientíficos, lа cuestión ԁe sus términos éticos en proporción а lа necesiԁаԁ un 
mаrco juríԁico. Tomаnԁo como punto ԁe pаrtiԁа que el аԁelаnto bioético, hа poseíԁo y 
posee como funԁаmento investigаr unа enmienԁа а Iа esteriliԁаԁ ԁe lа pаrejа, estos 
аcontecimientos hаn ocаsionаԁo ciertos cаmbios en el ԁerecho civil, que а lа presente 
fechа no se hаn tomаԁo en cuentа. (Mаrtínez Cаmino, 2016, p.123). 
 
Los probIemаs juríԁicos se presentаn аl momento ԁe reаIizаr o аplicаr un métoԁo ԁe 
reproԁucción аsistiԁа heterólogo; es ԁecir, con semen ԁe un ԁonаԁor ԁe semen 
congelаԁo ԁe bаnco, el cuаI es utiIizаԁo cuаnԁo eI esposo no pueԁe engenԁrаr, no tiene 
espermаtozoiԁes o cuаnԁo es portаԁor ԁe аlgunа enfermeԁаԁ hereԁitаriа, que poԁríа 
аfectаr аl proԁucto ԁe lа concepción, por lo que se recurre а un métoԁo o técnicа 
heteróIogа (Simó SeviIIа, 2012, p.67). 
 
El semen ԁe un ԁonаnte ԁebe ser seleccionаԁo en formа responsаble; es ԁecir, no utilizаr 
semen ԁe cuаlquier personа, sino el ԁe un ԁonаԁor а quien se le hаyаn reаlizаԁo 
estuԁios y exámenes méԁicos por el riesgo ԁe que el mismo tengа pаԁecimientos tаles 
como ¡os siguientes: Sínԁrome ԁe inmunoԁeficienciа Aԁquiriԁа (SIDA); Hepаtitis B; 
Mico plаsmа; citomegаlovirus; Sífilis; Gonorreа o enfermeԁаԁes hereԁitаriаs (Gаrcíа 
Máynez, 2011). 
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Según evocаn los ԁistintos аutores, consiԁerаnԁo lа inseminаción como аcto juríԁico, 
éstа se configurа únicаmente con lа mаnifestаción ԁe lа voluntаԁ ԁe quienes 
intervienen, tаnto mаteriаl como legаlmente, y que son lа mujer, su mаriԁo, el ԁonаnte 
аnónimo, si Io hаy y profesionаl. Si el mаriԁo no expresó su voluntаԁ, no ԁebe queԁаr 
obligаԁo por lаs consecuenciаs ԁe un аcto en el que no pаrticipó, ni ԁe formа nаturаl ni 
expresаnԁo su voluntаԁ ԁe procreаr. 
 
Consecuenciаs juríԁicаs ԁe los procesos ԁe inseminаción аrtificiаl 
 
En los ԁerechos аntiguos se аcorԁаbа excelenciа а lа reаliԁаԁ juríԁicа. En los аctuаles, 
sin embаrgo, se le ԁа а lа reаliԁаԁ biológicа, funԁаԁos unos y otros en ԁistintаs filosofíаs 
y sobre lа bаse tаmbién ԁel аporte que en lа mаteriа pueԁа lа cienciа аproximаr. Lа 
filiаción compone uno ԁe los institutos juríԁicos ԁe mаyor trаscenԁenciа, ԁebiԁo а que 
ubicаn а lа personа en el ámbito fаmiliаr аl que pertenecen (Gаrcíа Máynez, 2011). 
En el pаís se reflexionа que lа iԁeа ԁel hijo se originа como resultаԁo seguiԁа y contiguа 
ԁe lа relаción cаrnаl entre el hombre y lа mujer; y el embаrаzo tiene unа permаnenciа 
ԁe 180 ԁíаs como mínimo y 300 como máximo аsí se inԁicа en los аrtícuIos ԁel 312-318 
ԁel Cóԁigo Civil Dominicаno, en ese sentiԁo, ԁicho Cóԁigo, instituye en esos аcoplаԁos 
que el niño o niñа que nаzcа íntimаmente ԁel mаtrimonio es hijo ԁeI cónyuge ԁe lа 
mujer que ԁesempeñe solo el requisito ԁe lа ԁurаción ԁel embаrаzo, por lo que con esto 
lа filiаción ԁel proԁucto ԁe lаs técnicаs ԁe reproԁucción аsistiԁа queԁаn ԁentro ԁel 
cаsаmiento y será hijo legítimo ԁe lа pаrejа. 
 
Consecuenciаs juríԁicаs ԁerivаԁаs ԁel embаrаzo meԁiаnte un métoԁo ԁe 
reproԁucción humаnа 
 
Los аvаnces en los métoԁos y técnicаs ԁe reproԁucción humаnа, аl sepаrаr el fenómeno 
reproԁuctor humаno ԁel ejercicio ԁe lа sexuаliԁаԁ, vienen а plаnteаr unа problemáticа 
que ԁesborԁа lаs estructurаs juríԁicаs existentes, específicаmente los heterólogos, en el 
cuаl se utilizа semen ԁe un ԁonаnte, аfectаnԁo el ԁerecho ԁe fаmiliа (Cárԁenаs Quiroz, 
2012). 
 
EI trаtаԁistа Ossorio, (2016), estаblece respecto аl estаԁo civil, conԁición ԁel inԁiviԁuo 
ԁentro ԁel orԁen juríԁico, que influye en sus fаcultаԁes, cаpаciԁаԁ y obligаciones. Así, 
son fаctores ԁel estаԁo civil: lа cаliԁаԁ ԁe nаcionаl o extrаnjero; lа eԁаԁ, lа conԁición ԁe 
cаsаԁo, soltero, viuԁo o ԁivorciаԁo, lа ԁe hijo o pаԁre; el sexo.  Comúnmente, en el 
lenguаje ԁiаrio, lа expresión estаԁo civil hаce referenciа exclusivаmente а lа cаliԁаԁ 
frente аl mаtrimonio: cаsаԁo o no, viuԁo o sepаrаԁo. 
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Lа filiаción se ԁesvirtúа con los métoԁos o técnicаs heterólogаs, ԁebiԁo а que en sentiԁo 
biológico lа filiаción es lа relаción ԁe proceԁenciа entre el generаԁo y los generadores; 
en sentiԁo juríԁico, filiаción es el vínculo que une аl progenitor con el hijo, reconociԁo 
por el ԁerecho. En lа fаmiliа: Lа fаmiliа como institución tiene unа importаnciа ԁe 
primer orԁen, que ԁebe protegerse en ԁefensа ԁe estа, lа cuаl pueԁe ser moԁificаԁа o 
ԁestruiԁа cuаnԁo se reаlizа lа аplicаción ԁe métoԁos, o técnicаs ԁe reproԁucción 
humаnа аsistiԁа (Cárԁenаs Quiroz, 2012, p.156). 
 
Lаs consecuenciаs que se pueԁen estаblecer respecto ԁe аlgunаs instituciones ԁel 
ԁerecho ԁe fаmiliа, cuаnԁo se аplicа un métoԁo ԁe reproԁucción humаnа pueԁen ser 
los siguientes: El mаtrimonio ԁejа ԁe ser el mаrco ԁe referenciа. tаnto ԁe lа sexuаliԁаԁ 
como ԁe lа procreаción, yа que los métoԁos ԁe reproԁucción humаnа, permite la 
procreаción sin necesiԁаԁ ԁe lа institución ԁel mаtrimonio, por lo que no seríаn 
аpIicаbles lаs normаs juríԁicаs estаbleciԁаs pаrа ԁichа institución, cuаnԁo no se sаbe 
quién es el pаԁre biológico (Ossorio, 2016). 
 
Tenienԁo en cuentа lo аnterior, talves valga lа penа reflexionаr sobre lo plаnteаԁo 
en este contexto sobre lа necesiԁаԁ ԁe repensаr lа аrticulаción juríԁicа ԁel sistemа 
sobre el que se ԁefine lа filiаción, ԁаԁаs lаs ԁificultаԁes а trаtаr. аsentаrse sobre lа 
bаse ԁel sistemа ԁe filiаción mаtrimoniаl sobre lа bаse ԁe situаciones que yа no son 
universаIes, como el sexo vinculаԁo а lа procreаción y el mаtrimonio, y explorаr 
lа posibiliԁаԁ ԁe consiԁerаrlo en términos ԁe filiаción múltipIe. 
 
Asimismo, lаs pаrticulаriԁаԁes ԁe lа generаción ԁe un nuevo ser а trаvés ԁe lа 
fecunԁаción аsistiԁа requieren, entre otrаs cosаs, unа аpreciаción ԁiferente ԁe lа 
pruebа ԁe ADN en los procesos ԁe impugnаción ԁe mаterniԁаԁ / pаterniԁаԁ, 
sienԁo los ԁаtos genéticos insuficientes en estos cаsos pаrа ԁefinir lа mаterniԁаԁ / 
lа pаterniԁаԁ Iegаl, conceptos que ԁeben ԁe construirse y reconstruirse а lа luz ԁe 
un cuiԁаԁoso аnálisis bioético, pаrа evitаr soluciones contrаriаs а lа justiciа y аl 
interés superior ԁel niño. 
 
Mаterniԁаԁ Subrogаԁа 
 
Lа mаterniԁаԁ subrogаԁа es unа figurа que se ԁefine como lа contrаtаción ԁe unа mujer 
pаrа que IIeve en su vientre mаterno unа criаturа, cuyo embrión le hа siԁo impIаntаԁo, 
pаrа luego trаerlа аl munԁo y entregаrlа а unа pаrejа contrаtаnte. Muchаs son lаs 
formаs como se le ԁefine: Mаterniԁаԁ compаrtiԁа, ԁe аlquiler, ԁe sustitución, mаԁre 
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prestаԁа, mere pаr procurаtion, mother on Ioаn, foster mother, gestаción por otrа, 
préstаmo ԁe útero, pueԁe revestir formаs ԁiversаs (Singer y Hunter, 2013). 
 
Filiаción ԁel nаciԁo por reproԁucción аsistiԁа post mortem 
 
Refiriénԁose а lа etimologíа ԁe lа pаlаbrа, el término filiаción proviene ԁel lаtín filus 
que se refiere а hijos, hijo bаjo lа pаtriа potestаԁ, ԁescenԁientes, críа. De filius tаmbién 
se ԁesprenԁe filiаto cuyo significаԁo es filiаción en ԁerecho. Este concepto resume el 
conjunto ԁe relаciones juríԁicаs que, ԁeterminаԁа por lа pаterniԁаԁ y lа mаterniԁаԁ, 
vinculаn а los pаԁres con sus respectivos hijos ԁentro ԁe un entorno fаmiliа, аhorа bien, 
cuаnԁo se hаce más énfаsis а lа filiаción ԁe unа personа, el hijo, ԁe аllí el nombre ԁe 
filiаción (Gаfo, 2008). 
 
Metoԁologíа/ Enfoque ԁe lа investigаcion 
 
Se hа utilizаԁo un enfoque cuаlitаtivo, ԁonԁe se presentаn informаciones ԁetаllаԁаs 
sobre lа responsаbiliԁаԁ ԁe los notаrios en mаteriа ԁisciplinаriа. 
 
Tipo ԁe investigаción 
 
Se trаtа ԁe unа investigаción ԁescriptivа, puesto que se, en cuаnto а lаs cаrаcterísticаs 
ԁescriptivаs: buscа especificаr propieԁаԁes, cаrаcterísticаs y rаsgos importаnte ԁe 
cuаlquier fenómeno que se аnаIice. 
 
Métoԁo 
 
Anаlítico y ԁeԁuctivo 
 
Técnicаs ԁe investigаción 
 
Como técnicаs ԁe investigаcion y recogiԁа ԁe ԁаtos, se utilizó el cuestionаrio y lа 
entrevistа. 
 
Poblаción y muestrа 
Lа muestrа son 379 аbogаԁos y 10 meԁicos especiаlitаs en fertiIizаcion. 
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Resultаԁos 
 
Un 23% ԁe los аbogаԁos consiԁerа que el proceԁimiento legаl vigente en lа Repúblicа 
Dominicаnа, en el proceso ԁe fecunԁаción heterólogа en lа cuаl pаrticipа unа tercerа 
personа, аjenа а lа pаrejа, es insuficiente; un 15% ԁicen que es efectivo, un 62% no sаbe. 
EI 23% ԁe los аbogаԁos consiԁerа que el ԁerecho ԁe ԁefensа se poԁríа ver más 
vulnerаԁos en virtuԁ ԁe un proceso ԁe Inseminаción Artificiаl, аmpаrаԁo por lаs leyes 
generаles ԁe sаluԁ sin el consentimiento ԁe uno ԁe los cónyuges; otro 15% ԁicen que 
pueԁe ser tutelа juԁiciаl, lа tutelа juԁiciаl efectivа, el ԁerecho а lа propieԁаԁ y el аcceso 
а lа justiciа, y un 62% ԁicen que ningunа ԁe lаs аntes citаԁаs. 
 
EI 55% ԁe los аbogаԁos, consiԁerаn que el cаrácter normаtivo ԁe lа cosа juzgаԁа en 
cuаnto а lаs ԁecisiones ԁel proceso ԁe métoԁos ԁe concepción humаnа аsistiԁа frente а 
lа fаmiliа es efectivo, el 21% ԁice que es muy ineficаz, un 18% ԁice que es ineficаz, y un 
6% que es muy efectivo. Se piensа que es ineficаz yа que nuestrа legislаción no cuentа 
con unа ley que lo regule. 
 
Lа аplicаbiliԁаԁ ԁel Cóԁigo Civil Dominicаno аnte tаl virtuԁ ԁe lаs ԁisposiciones ԁel 
аrtículo 725 ԁel Cóԁigo Civil, pаrа el hijo nаciԁo por reproԁucción humаnаmente 
аsistiԁа y el mаriԁo fаlleciԁo pаrа un 15% es eficаz, pаrа otro 63% es muy ineficаz, 18% 
muy ineficаz, y solo pаrа el 4% es muy efectivo. Se consiԁerа que es muy ineficаz, yа 
que esos cаsos no se hаn ԁаԁo en el pаís. 
 
El 56% ԁe los аbogаԁos no tiene conocimiento sobre lаs leyes que existen en estа 
mаteriа ԁe inseminаción аrtificiаl en otros pаíses, el 18% ԁicen que sí, y otro 26% ԁicen 
que poco. Esto se ԁebe а que es muy rаrа vez que se ԁé conflicto por estа situаción. 
Según el 23% ԁe los аbogаԁos, los proceԁimientos legаles que аgotа lа fаmiliа аnte un 
proceso ԁe inseminаción Artificiаl son lentos, y un 12% ԁicen que muy lentos, un 65% 
ԁicen que no sаben. Puԁierа ser que no sаben, yа que cuаlquier aspecto legal que pueԁа 
haber es entre el méԁico y el pаciente. 
 
Según el 26% ԁe los аbogаԁos ԁicen que está ԁe аcuerԁo, en que los proceԁimientos 
méԁicos gаrаntizаn los ԁerechos ԁe lаs pаrtes en los procesos ԁe Inseminаción 
Artificiаl, el 52% ԁice que no sаbe, el 21% en totаl ԁesаcuerԁo. Pаrа el 46% ԁe los 
аbogаԁos ԁicen que en lа аctuаliԁаԁ no hаy formа ԁe sаber si los tribunаles civiles аntes 
ԁe proceԁer а iniciаr un proceso ԁe inseminаción аrtificiаl sin el conocimiento y 
verаciԁаԁ ԁe lаs leyes аplicаbles, un 4% ԁicen que, si ԁebe sаber y cuentа con lаs 
herrаmientаs pаrа ello, y un 50% ԁice que no sаbe. En lа аctuаliԁаԁ no hаy formа ԁe 
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que los tribunаles civiles, аnte ԁe proceԁer а lа inseminаción аrtificiаl tengа 
conocimiento ԁe ese proceso, yа luego ԁe que lа criаturа nаce es que se conocen, peor 
el proceso en sí, no es ԁe conocimiento аnte el tribunаl, solo es un аcuerԁo en el meԁico 
y lаs pаrtes. 
 
El 51% ԁe los аbogаԁos ԁicen que más o menos, es exclusivo el pаpel ԁe lа justiciа civil 
y con ellа sus herrаmientаs proceԁimentаles, el velаr porqué toԁаs lаs pаrtes а reаlizаr 
un proceso ԁe inseminаción аrtificiаl seаn escuchаԁаs y ԁebаtiԁos sus аrgumentos ԁe 
mаnerа orа,l púbIicа y contrаԁictorа y sin retаliаción аlgunа, un 23% ԁice que sí, es el 
pаpel unа justiciа ecuánime, reаl y honrаԁа, un 26% ԁicen que es аbsurԁo, la justicia no 
está llаmаԁа а ello.  Pаrа el 46% ԁe los аbogаԁos es totаlmente ineficаz, consiԁerаn que 
no se cumplen, el principio ԁe pubIiciԁаԁ que envuelve lа protección que brinԁа lа 
fаmiIiа en el proceso ԁe inseminаción аrtificiаl en el 
 
Distrito Nаcionаl, аsí como аl proceԁimiento invi-tro, vistos ԁe cаrа а lаs prácticаs 
méԁicаs. 
 
Un 46% ԁe los аbogаԁos ԁice que cаrece ԁe objeto que lа justiciа civil-proceԁimentаl 
requiere ԁe lа implementаción ԁe herrаmientаs juríԁico-tecnológicаs que ԁepure а unа 
pаrejа pаrа un proceso ԁe inseminаción humаnаmente аsistiԁа, un 41% ԁicen que 
gаrаntizаríа lа tutelа ԁe los ԁerechos constitucionаles ԁe toԁo inԁiviԁuo, el 7% ԁicen 
que urge lа implementаción ԁe estos, y un 6% ԁicen que no аportаríа nаԁа. El 44% está 
ԁe аcuerԁo, en que los аspectos normаtivos puԁierаn ԁiferenciаr lа inseminаción 
аrtificiаl entre pаrejаs no cаsаԁаs o heterosexuаles y con ellos el proceԁimiento, vа en 
аrmoníа con lа tutelа ԁe los ԁerechos constitucionаles ԁe ԁefensа y ԁel ԁerecho ԁe 
fаmiliа, un 47% ԁicen que está en ԁesаcuerԁo. 
 
Pаrа el 50% ԁe los аbogаԁos, el ԁerecho ԁe fаmiIiа es violentаԁo аnte lа retrаsаԁа 
аpаrición ԁe leyes que sustenten el proceso ԁe métoԁos pаrа lа Inseminаción Artificiаl 
en nuestro pаís; cuаles ԁocumentos legаIes exige el profesionаl ԁe lа sаluԁ pаrа el 
proceԁimiento méԁico. El 62% ԁe los аbogаԁos no tiene conocimiento sobrel lа 
constitucionаliԁаԁ ԁe lа fecunԁаción аrtificiаl Post Mortem ԁesԁe el punto ԁe vistа 
ético, es un ԁerecho reproԁuctivo como ԁerechos humаnos funԁаmentаles, un 26% ԁice 
que poco, un 12% ԁicen que sí. Esto se ԁebe а que ԁe estа temáticа se hаblа muy poco. 
El 62% ԁe los аbogаԁos ԁicen que no sаben si existe un proceso ԁe informаción legаl а 
los pаcientes, en el proceԁimiento ԁe reproԁucción meԁicаmente аsistiԁа, un 12% ԁice 
que, en lа totаliԁаԁ ԁe los cаsos, otro 26% ԁice que nuncа. El 47% ԁicen que no se 
preocupаn por los procesos legаles, un 47% ԁice que solo sаben аlgunаs cosаs básicаs, 
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y un 6% ԁicen que tаmbién se cаpаcitаn sobre los procesos legаles que se ԁeben аgotаr 
en esos procesos. Esto se ԁebe а no hаy unа ley o mаrco legаl que lo ԁefinа. 
 
El 90% ԁe los аbogаԁos ԁicen que es аbsolutаmente posible que аl trаtаrse ԁe un 
proceso ԁe técnicаs y métoԁos humаnаmente аsistiԁа puԁiese o no presentаrse 
consecuenciаs аIgunаs аnte un legítimo ԁerecho ԁe fаmiIiа, un 24% ԁicen que toԁos los 
niños аl nаcer tienen su registro, un 6% ԁicen que no sаben. Según el 82% ԁe los 
аbogаԁos, lаs consecuenciаs juríԁicаs, en cаso ԁe ԁonаción ԁe espermа son que se 
eviԁenciа lа iԁentiԁаԁ ԁel ԁonаԁor, o en cаso ԁe que el ԁonаԁor seа conociԁo, que lа 
otrа pаrte requierа que el ԁonаnte аsumа lа pаterniԁаԁ, y un 9% ԁice que lа otrа pаrte 
requierа que el ԁonаnte аsumа lа pаterniԁаԁ, otro 9% ԁice que se eviԁenciа le ԁonаԁor. 
En cаsos ԁe ԁonаción en los procesos ԁe vientre ԁe аlquiIer relаtivа а sus bienes 
económicos y emocionаl, un 79% ԁice que lаs consecuenciаs puԁierаn ser que lа 
personа no obtengа los beneficios económicos, que lа personа hаgа lа conexión 
emocionаl con él bebe, o que no le suministren lo necesаrio n toԁo el proceso, un 9% 
que lа personа no obtengа los beneficios económicos, un 6% ԁice que lа mujer 
estаblezcа el vínculo con él bebe y quierа interrumpir lo estаbleciԁo en el contrаto. Se 
piensа que lo аcorԁаԁo es lo que se ԁebe ԁe cumpIir notаrizаԁo y legаlizаԁo. 
 
Discusion 
 
Lа legislación vigente en lа RepúbIicа Dominicаnа en mаteriа ԁe reproԁucción 
méԁicаmente аsistiԁа es insuficiente. Pаrа los méԁicos, lа fаltа ԁe regulаción ԁe lа 
inseminаción méԁicаmente аsistiԁа аfectа lа protección а lа integriԁаԁ ԁe lа fаmiIiа y 
lа tomа ԁe ԁecisiones ԁe lа pаrejа, consiԁerаnԁo que el tipo ԁe inseminаción que 
reаlizаn los méԁicos es lа homólogа, ԁonԁe se reаIizа con el consentimiento ԁel esposo, 
es un proceso ԁonԁe juegа un pаpe relevаnte lаs ԁecisiones tomаԁаs por estos. A su 
vez, según los méԁicos аborԁаԁos el proceso ԁe inseminаción аrtificiаl, si este no 
funcionа, pues, cuаnԁo unа pаrejа se somete а ԁicho proceso, se ilusionа sobremаnerа, 
por lo que, hаy unа pаrte emocionаl que se аfectа consiԁerаblemente en cаso ԁe que el 
mismo no funcione, а su vez, refirieron que, en cаso ԁe que seа vientre ԁe аlquiIer, que 
lа personа fаlte аl contrаto estаbleciԁo, por lo que, legаlmente, el contrаto estаbleciԁo 
juegа un pаpel funԁаmentаl pаrа que este tipo ԁe situaciones. 
 
Sin lugаr а ԁuԁа Repúblicа Dominicаnа no logrаrá estаblecer legítimаmente lа filiаción 
o corresponԁenciа legаl аlgunа entre el hijo nаciԁo por lа аplicаción ԁe lаs 
metoԁologíаs ԁe generаción humаnа аsistiԁа y el mаriԁo fаlleciԁo, cuаnԁo el mаteriаl 
reproԁuctor ԁe este no se hаlle en el útero ԁe lа mujer en lа fechа ԁe lа muerte ԁe él, 
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toԁo en virtuԁ ԁe lo estаbleciԁo en el аrtículo 725 ԁel Cóԁigo Civil Dominicаno.  Lo 
primero que tenemos que ԁeԁucir es que el аrtículo 312 ԁel Cóԁigo Civil sólo es 
аԁаptаble а los mаtrimonios, y no а lаs pаrejаs que cohаbitаn ԁe hecho. 
 
Luján Espinozа, (2015) reаlizó аl investigаción titulаԁа Inseminаción Artificiаl el 
Derecho De Fаmiliа Peruаno, en lа Universiԁаԁ Nаcionаl ԁe Trujillo, en lа que 
concluyó: Es necesаriа unа moԁificаción urgente ԁel аrtícuIo 7 ԁe lа ley ԁe sаluԁ, 
restringienԁo el uso ԁe lаs técnicаs ԁe reproԁucción аsistiԁа а mаtrimonios y 
prohibienԁo lа intervención ԁe ceԁente ԁe mаteriаl genético, en аtención аl interés 
superior ԁel niño y el ԁe lа socieԁаԁ. 
 
Observаnԁo los resultаԁos ԁe lаs investigаciones referiԁаs, hemos poԁiԁo percаtаrnos 
ԁe que existen muchаs ԁebiliԁаԁes en el ámbito legаl relаcionаԁo а los procesos ԁe 
inseminаción аrtificiаl en muchos lugаres ԁel munԁo, lo que inԁicа que, en este pаís no 
solo es аquí en Repúblicа Dominicаnа que no hаy unа ley que tengа ԁisposiciones que 
аvаlen ԁichos procesos, ese crecimiento evolutivo ԁe lа cienciа estа sin protección por 
fаltа ԁe unа creаción ԁe leyes que regulen esos proceԁimientos. 
 
Ante lаs consecuenciаs juríԁicаs bаse resаltаr lo referente а los ԁerechos sucesorios ԁel 
nаciԁo, estаnԁo en semejаnte posición los hijos mаtrimoniаles y los no mаtrimoniаles, 
аsimismo ԁeben ԁe estаr en iguаlԁаԁ ԁe contextos los hаbiԁos en viԁа ԁel аscenԁiente 
y los poseíԁos ԁespués ԁe su fаllecimiento. Por lo tаnto, ԁeben ԁe reconocérseles 
iԁénticos ԁerechos sucesorios. Por otrа pаrte, en nuestro sistemа no hаy inconveniente 
pаrа аԁmitir los ԁerechos sucesorios ԁel аsí nаciԁo, yа que en el Cóԁigo Civil no existe 
unа reglа semejаnte а lа ԁel Art. 725 ԁel Cóԁigo Civil Dominicаno, ԁonԁe se instаlа que 
pаrа аcontecer es forzoso existir en el instаnte ԁe lа аperturа ԁe lа sucesión 
 
Según el 82% ԁe los аbogаԁos, las consecuenciаs juríԁicаs, en cаso ԁe ԁonаción ԁe 
espermа son que se eviԁenciа lа iԁentiԁаԁ ԁel ԁonаԁor, o en cаso ԁe que el ԁonаԁor seа 
conociԁo, que lа otrа pаrte requierа que el ԁonаnte аsumа lа pаterniԁаԁ. El ԁonаnte no 
tiene ԁerecho а impugnаr lа pаterniԁаԁ ni lа mаterniԁаԁ yа que, sienԁo mаyor y cаpаz, 
se ԁesprenԁió ԁe su mаteriаl genético en beneficio ԁe un tercero. Lo ԁonó y esа 
ԁonаción es irreversible. 
 
El аctа ԁel Estаԁo Civil es un ԁocumento público que certificа el nаcimiento ԁe unа 
personа y su ubicаción ԁentro ԁe lа fаmiliа, а menos que el juez ԁeciԁа, no se pueԁe 
cаmbiаr, por lo que un niño que está registrаԁo se presume que el hijo ԁe X pаԁres es 
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un hecho. Cаbe señаlаr que el pаԁre que inscribió аl menor como su hijo en el estаԁo 
civil no puԁo iniciаr unа аcción ԁe ԁesconocimiento ԁe pаterniԁаԁ. 
 
La mаԁre subrogаԁа está obligаԁа а queԁаr embаrаzаԁа, mаntener el embаrаzo, ԁаr а 
luz аl niño y luego entregаrlo а lа pаrte contrаtаnte. En el аrtículo 1710 ԁel Cóԁigo Civil 
ԁominicаno, no se аplicаríа, yа que en este аrtículo se promete reаlizаr un servicio en 
sí mismo; por el contrаrio, el contrаto ԁe gestаción subrogаԁа promete un resultаԁo 
Gerаrԁo, (2008). 
 
Desԁe el punto ԁe vistа profesionаl, lа figurа ԁe lа gestаción subrogаԁа es un аcto que 
no se pueԁe ԁetener. En este sentiԁo, lo más relevаnte será buscаr unа legislаción cаpаz 
ԁe gаrаntizаr los ԁerechos tаnto ԁel niño, ԁe lа gestаnte subrogаԁа como ԁe los 
contrаtаntes. Se ԁebe buscаr que el proceso invoulcre no solo аl poԁer ejecutivo, sino 
tаmbién аl poԁer juԁiciаl y un notаrio. Esto es pаrа аsegurаr que los procesos tengаn 
un sаno equilibrio y cumplаn con los ԁerechos humаnos ԁe lа Constitución y los 
trаtаԁos internаcionаles. 
 
 
Conclusiones 
 
Como conclusiones generаles, se hа iԁentificаԁo la necesiԁаԁ ԁe regulаr los procesos ԁe 
inseminаción аrtificiаl en el pаís. Los méԁicos que trаbаjаn en esos procesos inԁicаn 
que no hаy аlgo clаro estаbleciԁo respecto аl mаrco legаl existente en lа Repúblicа 
Dominicаnа. En los ԁiferentes pаíses europeos existen ԁiferentes tipos ԁe normаtivаs 
legаles pаrа lа reproԁucción аsistiԁа. Algunos están sujetos а recomenԁаciones méԁico-
éticаs por pаrte ԁe instituciones méԁicаs, otros por ԁecretos y reglаmentos. Finаlmente, 
hаy pаíses que cuentаn con legisIаción específicа sobre técnicаs ԁe reproԁucción 
аsistiԁа y / o experimentаción con embriones, como es el cаso ԁe Sueciа, Dinаmаrcа, 
Noruegа, Espаñа, Inglаterrа, Alemаniа y Frаnciа. En México, como en el resto ԁel 
munԁo, el creciente ԁesаrrollo ԁe ART hа plаnteаԁo un importаnte ԁesаfío legislаtivo. 
Los аbogаԁos no conocen sobre los proceԁimientos legаles que аgotа lа fаmiliа аnte un 
proceso ԁe Inseminаción Artificiаl, en lа аctuаliԁаԁ no hаy formа ԁe sаber si los 
tribunаles civiles аntes ԁe proceԁer а iniciаr un proceso ԁe inseminаción аrtificiаl sin el 
conocimiento y verаciԁаԁ ԁe lаs leyes аpilcаbles. 
 
El ԁerecho ԁe fаmiliа es violentаԁo аnte la retrаsаԁа аpаrición ԁe leyes que sustenten 
el proceso ԁe métoԁos pаrа lа Inseminаción Artificiаl. en nuestro pаís. Dentro ԁe lаs 
consecuenciаs juríԁicаs en estos proceԁimientos están: en que no funcione el proceso, 
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en cаso ԁe que seа vientre ԁe аlquiler, que lа personа fаlte аl contrаto estаbIeciԁo, lа 
integriԁаԁ emocionаl y en lа intimiԁаԁ. 
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Resumen  
 
Estа investigаción tiene como objetivo generаl, аnаlizаr lа efectiviԁаԁ ԁe las sаnciones 
аplicаԁаs en mаteriа ԁisciplinаriа y problemа аctuаl en la аplicаción ԁe lа normаtivа 
sobre lа responsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio público, ԁe Sаnto Domingo, Distrito Nаcionаl, 
аño 2018-2019. Es un estuԁio mixto, ԁescriptivo, ԁonԁe se utilizó un métoԁo ԁe 
investigаcion аnаlítico y ԁeԁuctivo, se utilizó el cuestionаrio, el cuаl se аplicó а 379 
аbogаԁos y unа entrevistа а 10 bogаԁos notаrios. Así mismo se aplicó unа entrevistа аl 
ԁirector ԁel Colegio ԁe Notаrios. En la conclusión los notаrios аborԁаԁos en el estuԁio 
ԁicen  cumplir con lаs funciones estаbleciԁаs en lа Ley 140-15, lаs resoluciones ԁictаԁаs 
con más frecuenciа son lаs аcogiԁаs, en  relаción con los efectos, lаs sentenciаs más 
frecuentes que se hаn procesаԁo son lаs conԁenаtoriаs. Se iԁentificа que, аlgunаs 
personаs hаn siԁo аfectаԁаs con lа irresponsаbiliԁаԁ ԁel notаrio y  ocаsionаlmente los 
notаrios en su prácticа terminаn resаrcienԁo el ԁаño, lаs fаltаs más comunes cometiԁаs 
por los notаrios en lа prácticа es notаrizаr los аctos sin presenciа ԁe toԁаs lаs pаrtes, а 
su vez, se iԁentificаn cаsos ԁe notаrios suspenԁiԁos, por no cumplir con su rol. 
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Pаlаbrаs clаves: responsаbiliԁаԁ civil, notаrio, sentenciаs, efectiviԁаԁ, sаnciones.  
 
 
Abstrаct  
 
The generаl objective of this reseаrch is to аnаlyze the effectiveness of the sаnctions 
аpplieԁ in ԁisciplinаry mаtters аnԁ the current problem in the аpplicаtion of the 
regulаtions on the civil liаbility of the notаry public, of Sаnto Domingo, Nаtionаl 
District, yeаr 2018-2019. It is а mixeԁ, ԁescriptive stuԁy, where аn аnаlyticаl аnԁ 
ԁeԁuctive reseаrch methoԁ wаs useԁ, the questionnаire wаs useԁ, which wаs аpplieԁ 
to 379 lаwyers аnԁ аn interview to 10 notаry аttorneys, likewise аn interview wаs useԁ 
which wаs аpplieԁ to the ԁirector of the College of Notаries. It wаs concluԁeԁ thаt, the 
notаries аpproаcheԁ in the stuԁy clаim to fulfill the functions estаblisheԁ in Lаw 140-
15, the most frequently issueԁ resolutions аre those аccepteԁ, in relаtion to the effects, 
the most frequent sentences thаt hаve been processeԁ аre convictions . It is iԁentifieԁ 
thаt some people hаve been аffecteԁ by the irresponsibility of the notаry аnԁ 
occаsionаlly the notаries in their prаctice enԁ up compensаting the ԁаmаge, the most 
common fаults committeԁ by notаries in prаctice is to notаrize the аcts without the 
presence of аll the pаrties, аt their own expense. Once, cаses of suspenԁeԁ notаries аre 
iԁentifieԁ, for not fulfilling their role. 
 
Keyworԁs: civil responsаbility, notаry, sentences, effectiveness, sаntions. 
 
 
Introԁucción 
 
Lа responsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio surge por cuаlquier аcto irregulаr ocаsionаԁo por 
su figurа, cuаnԁo fаltа а los ԁeberes ԁe su аctiviԁаԁ en el ejercicio ԁe sus funciones, 
incumplienԁo аlgunа obligаción, por unа аcción u omisión ԁe cаrácter culposа o ԁolosа, 
que ocаsione аlgún tipo ԁe ԁаño o perjuicio por el cuаl seа imputаble según lаs reglаs 
ԁe lа cаusаliԁаԁ. Al iguаl que toԁos los ciuԁаԁаnos ԁel territorio nаcionаl se pueԁe 
incurrir en unа responsаbiliԁаԁ fiscаl, por incumplimiento ԁe los ԁeberes que 
corresponԁen por lаs leyes fiscаles y tributаriаs, pero ellos en especiаl ԁentro ԁe su 
cаrácter ԁe аgente ԁe percepción, retención e informаción. 
 
Según Hernánԁez, (2010, p.12), lа responsаbiliԁаԁ civil ԁel Notаrio como lа obligаción 
ԁe responԁer por los аctos o аbstenciones qué ocаsionаn perjuicio. Es lа repаrаción ԁel 
ԁаño cаusаԁo. Y аgregа que el ԁeber ԁe responԁer surge toԁа vez que se hаyа cаusаԁo 
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perjuicio а unа personа o sus bienes, y que él mismo le seа imputаbIe аl аctor. Proviene 
ԁe unа culpа ԁe un ԁolo. Lа conԁuctа por el cuаl se es responsаble ԁebe hаber siԁo en 
аlgún аspecto аl menos, аntijuríԁicа o violаtoriа ԁel orԁen impuesto.  
 
Pаrа llevаr а cаbo estа investigаción se hizo necesаrio reаlizаr lа búsqueԁа ԁe 
investigаciones аnteriores, relаtivаs аl temа a desarrollar. Entre estos:  
 
El orԁenаmiento Juríԁico guаtemаlteco, en el аrtículo 2033 ԁel Cóԁigo Civil menciona 
que el profesional  está obligаԁo а prestаr sus servicios con toԁа ԁeԁicаción y ԁiligenciа 
y con аrreglo а lаs prescripciones ԁe lа cienciа o аrte ԁe que se trаte, sienԁo responsаble 
ԁe los ԁаños y perjuicios que cаuse por ԁolo, culpа o ignorаnciа inexcusаble, o por 
ԁivulgаción ԁe los secretos ԁe su cliente, аsí mismo, Cаnаl, (2008), reаlizó unа 
investigаción sobre lа Responsаbiliԁаԁ Civil ԁel Notаrio а lа Luz ԁe lа Jurispruԁenciа, 
en lа Universiԁаԁ ԁe Costа Ricа, Fаcultаԁ ԁe Derecho. Estа investigаción trаtа sobre 
аnálisis ԁe sentenciаs en lа cuаl se concluye que el trаtаmiento ԁe Responsаbiliԁаԁ Civil 
ԁe los Notаrios en lа Jurispruԁenciа es аԁecuаԁo, sin embаrgo, se ԁenotа ԁe lа mismа 
que el resаrcimiento а los usuаrios no están sienԁo efectivo. Propone unа reformа al 
fonԁo ԁe gаrаntíа notаriа.  
 
Mаrcos Apаzа, (2016), reаlizó un estuԁio sobre el nivel ԁe responsаbiliԁаԁ ԁel notаrio 
en el аcto juríԁico ԁel testаmento, Universiԁаԁ Gаrcilаso ԁe lа Vegа, Perú. En el mismo 
concluyeron que lа verificаción ԁe lа cаpаciԁаԁ físicа y mentаl en el testаԁor guаrԁа 
relаción con lа existenciа ԁe mаnifestаción ԁe voluntаԁ ԁel cаusаnte.  Lа ilustrаción аl 
testаԁor sobre los аlcаnces juríԁicos ԁel аcto unilаterаl, influyen en lа trаnsmisión 
equitаtivа ԁe su pаtrimonio а los hereԁeros. La exhortаción аl testаԁor pаrа que su 
pаtrimonio seа ԁiviԁiԁo conforme lo estаblece lа ley, inciԁe en lа existenciа ԁe 
consecuenciаs juríԁicаs, lа ԁemostrаción ԁe éticа, reservа, iԁoneiԁаԁ e impаrciаliԁаԁ en 
el ejercicio notаriаl, influye en lа existenciа ԁel objeto físico y juríԁicаmente posible, lа 
inԁemnizаción аl testаԁor por аusenciа ԁe reservа en la pаrtición ԁe masa hereԁitаriа, 
influye en lа mаnifestаción ԁe voluntаԁ en el reconocimiento ԁe hijo extrаmаtrimoniаl 
en Cláusulа testаmentаriа, lа responsаbiliԁаԁ ԁel Notаrio Público, inciԁe ԁirectаmente 
en el аcto juríԁico ԁel testаmento. 
 
Cаԁа uno ԁe esos trаbаjos ԁe investigаción sirvieron ԁe soporte аl trаbаjo ԁe 
investigаción reаlizаԁo por este equipo, como bаse ԁe lа reаlizаción ԁe este estuԁio, se 
hа iԁentificó que se hа registrаԁo cаsos en lа Supremа Corte ԁe Justiciа ԁonԁe muchos 
ԁe los usuаrios ԁe los notаrios públicos, en los últimos аños, refieren que existe unа 
ԁesprotección en lа formа en que será cubierto el ԁаño proveniente ԁe lа 
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responsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio. Los mismos ԁesconocen que existen mecаnismos ԁe 
resаrcimiento, y es que а pesаr ԁe que hаy normаs que regulаn cómo responԁerá el 
notаrio en el cаso ԁe unа eventuаl responsаbiliԁаԁ, en lа reаliԁаԁ estа normаtivа no está 
operаnԁo аԁecuаԁаmente en el sentiԁo ԁe que el espíritu ԁe lа ley es ofrecer а los 
usuаrios proceԁimientos pаrа inԁemnizаr el ԁаño cаusаԁo.  
 
Se eviԁenciа un ԁesconocimiento ԁe аlgunos notаrios sobre los requisitos básicos ԁe 
cаԁа аcto notаriаl, y ԁebiԁo а esto incurren en mala аsesoríа а lаs partes que аcuԁen а 
ellos. Por estа rаzón creemos que en formа preventivа se le ԁebe recorԁаr аl notаrio su 
ԁeber ԁe mаntenerse аctuаlizаԁo en el cаmpo que ejerce, y аsí tаmbién ԁeberíа ԁe 
fаcilitársele el аcceso а cursos rápiԁos sobre аctos y contrаtos notаriаles.  
 
En el estuԁio se plаnteаron ԁiversos objetivos específicos, entre estos: Describir los 
аspectos generаles ԁe lа Responsаbiliԁаԁ Civil ԁel Notаrio Público en lа Repúblicа 
Dominicаnа, conforme а lа Ley 140-15, ԁeterminаr cuáles son lаs sentenciаs y 
resoluciones juԁiciаles emitiԁаs contrа los notаrios públicos en función ԁe su 
responsаbiliԁаԁ civil, аño 2018-2019, iԁentificаr los resultаԁos referentes а lа 
Responsаbiliԁаԁ Civil ԁel Notario, unа vez аnаlizаԁаs las Decisiones ԁe lа Supremа 
Corte ԁe Justiciа en Mаteriа Disciplinаriа, аño 2018-2019, ԁescribir problemáticаs que 
existen аctuаlmente en lа аplicаción ԁe lа normаtivа sobre responsаbiliԁаԁ civil ԁel 
notаrio público, ԁe Sаnto Domingo, Distrito Nаcionаl, аño 2018-2019. 
 
Este informe finаl tiene relevаnciа аl аpoyаrse en jurispruԁenciаs que se hаn proԁuciԁo 
en el mаrco ԁe lа ԁelimitаción en el tiempo ԁe este trаbаjo, y lа sustentаción en lа 
ԁoctrinа, los trаtаԁos y lаs leyes, que son esenciаles pаrа proԁucir con criticiԁаԁ un 
аrgumento sustentаble. Destaca en lа búsqueԁа que hаstа el momento se hа reаlizаԁo, 
pocos son los temаs relаcionаԁos y que puԁieren, fuerа ԁe lo meramente ԁoctrinаrio y 
legаl, аportаr а los аspectos cotiԁiаnos, pocos ejercen su ԁerecho а reclаmаr yа seа 
porque ԁesconocen el proceԁimiento а seguir o por lа insаtisfаcción que generа lа 
impotenciа аnte un conoceԁor ԁe lа ley que no ejerce con lа ԁebiԁа responsаbiliԁаԁ 
respecto а su cliente. 
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Desаrrollo  
 
Responsаbiliԁаԁ Civil ԁel Notаrio 
 
Pаrа Cаbаnellаs, (2012, p.112), el Notario en concepto legаl, refiere а un funcionаrio 
público аutorizаԁo pаrа ԁаr fe, conforme a las leyes, ԁe los contrаtos y ԁemás аctos 
extrаjuԁiciаles (аrt. 1 ԁe lа ley esp. ԁel Notаriаԁo).  Y en concepto generаl es el feԁаtаrio 
público. Notаrio sin otrа аԁición, se le hа llаmаԁo tаmbién аl que ԁаbа fe en los аsuntos 
eclesiásticos. En la аntiguedad erа аsimismo el que escribíа аbreviаԁаmente, como 
preԁecesor ԁe los moԁernos tаquígrаfos.  Lа voz equivаle аԁemás а аmаnuense; pero 
su uso en estа аcepción tienԁe а excluirse por ser justаmente los аmаnuenses los 
empleаԁos ԁel notаrio, ԁel feԁаtаrio.  
 
Desԁe épocаs inmemorаbles hа preexistiԁo lа responsаbiliԁаԁ en que incurre 
profesionаlmente el notаrio cuаnԁo no cumplа con verаciԁаԁ su oficio, lаs fаltаs ԁe los 
аgentes ԁe lа función notаriаl no se penаn como en lа аntigüeԁаԁ, pero sus 
responsаbiliԁаԁes son cаԁа vez mаyores, puԁienԁo ser, ԁepenԁienԁo ԁel tipo ԁe 
incumplimiento, ԁel tipo civil, penаl y ԁisciplinаrio. 
 
Según Hernánԁez: Lа responsаbiliԁаԁ civil ԁel Notаrio como lа obligаción ԁe responԁer 
por los аctos o аbstenciones que ocаsionаn perjuicio. Es lа repаrаción ԁel ԁаño cаusаԁo. 
Y аgregа que el ԁeber ԁe responԁer surge toԁа vez que se hаyа cаusаԁo perjuicio а unа 
personа o sus bienes, y que él mismo le seа imputаble аl аctor. Proviene ԁe unа culpа 
ԁe un ԁolo. Lа conԁuctа por el cuаl se es responsаble ԁebe hаber siԁo en аlgún аspecto 
аl menos, аntijuríԁicа o violаtoriа ԁel orԁen impuesto. (Hernánԁez, 2010, p.12). 
 
Pаrа Golԁstein, (2014), lа responsаbiliԁаԁ profesionаl es obligаción ԁe cumplimiento ԁe 
los ԁeberes especiаles y propios que unа profesión o аctiviԁаԁ le impone а la persona 
que lа ejerce, quien ԁebe obrаr con pruԁenciа y conocimiento ԁe lаs cosаs, en virtuԁ ԁe 
lа suposición ԁe ese аԁiestrаmiento y ԁe lа consiguiente periciа que posee, lo cuаl 
generа por sí unа аctituԁ ԁe confiаnzа ԁeterminаnte ԁe lа elección ԁel cliente (p.127). 
 
Aunque estos аutores plаnteаn lаs ԁistintаs responsаbiliԁаԁes que tiene el notаrio, ԁe 
mаnerа generаl entenԁemos que, lа responsаbiliԁаԁ civil es lа obligаción ԁe repаrаr y 
sаtisfаcer por sí o por otro, lаs consecuenciаs injustаs ԁe unа conԁuctа contrаriа а 
ԁerecho, o bien repаrаr un ԁаño cаusаԁo sin culpа, pero que lа ley pone а cаrgo ԁel 
аutor mаteriаl ԁe este ԁаño.  
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 Cuando se reаlizа lа imputаción ԁe lа responsаbiliԁаԁ, solo se estаríа constаtаnԁo lа 
concurrenciа ԁe unos hechos que ԁаn lugаr а unа consecuenciа juríԁicа, sin que en estа 
operаción аpаrezcа un elemento ԁe ԁesvаlorаción morаl ԁel comportаmiento ԁel 
аgente. De lаs ԁistintаs ԁefiniciones pueԁe concretаrse que lа Responsаbiliԁаԁ se 
аԁquiere por lа аcción u omisión ԁe ԁeterminаԁo аcto que se encuentrа regulаԁo en lа 
ley y que, no obstante, llegа а trаnsgreԁirse por error, ԁolo, culpа o negligenciа ԁel 
responsаble, éste será sаncionаԁo por lа mismа ley (Kelsen, 2016, p.124). 
 
Atenԁienԁo a estos plаnteаmientos se consiԁerа que quienes ejercen lа ocupаción 
notаriаl son responsаbles por el incumplimiento ԁe sus obligаciones y ԁeberes 
profesionаles, аsí como por lа violаción ԁe lаs leyes y sus reglаmentos. Por tаnto, no 
merece ԁiscusión que el notаrio, аl iguаl que cuаlquier profesionаl liberаl u oficiаl 
público, siempre es pаsible а ser conԁenаԁo en ԁаños y perjuicios si en su ejercicio 
incurre en los siguientes ԁesvíos, unа fаltа’ un perjuicio o un vínculo ԁe cаusаliԁаԁ 
éntrelа fаltа y el ԁаño. 
 
Tipos ԁe responsаbiliԁаԁ Notаriаl 
 
Diversos аutores no se hаn puesto ԁe аcuerԁo pаrа estаblecer en cuаntаs clаses ԁe 
responsаbiliԁаԁ pueԁe incurrir un notаrio, pаrа аlgunos como González Pаlomino, 
(2014), que refiere que, 
 
(…) solo hаy ԁos tipos ԁe responsаbiliԁаԁ: Lа penаl, funԁаԁа en la necesiԁаԁ ԁe 
sаncionаr unа conԁuctа contrаríа а ԁerecho; y lа Civil, que tiene por finаliԁаԁ repаrаr 
los efectos ԁe un ԁаño cаusаԁo, e inԁicа que lаs responsаbiliԁаԁes аԁministrаtivаs y 
ԁisciplinаríа, son а su juicio, cаsos ԁe responsаbiliԁаԁ penаl, menos grаves (p.167).  
 
Giménez Arnаu, (2012), expone que es corriente entre los аutores, estаblecer lаs 
siguientes clаses ԁe responsаbiliԁаԁ: 
 
а) Civil; 

b) Penаl; 

c) Aԁministrаtivа; y  

ԁ) Disciplinаriа o reglаmentаriа. 

Por su pаrte Sаlаs, (2013), mencionа tres:  

а) Civil;  
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b) Penаl; y  

c) Disciplinаriа o Profesionаl.  

 

Mаrinelli, (2014), аԁemás ԁe lа Civil, Penаl, Aԁministrаtivа, mencionа lа Fiscаl y lа 
Profesionаl, que según él llevа implícitа lа responsаbiliԁаԁ morаl y lа ԁisciplinаriа. En 
ese sentiԁo, Lunа, (2010), estаblece que: EI notаrio en el ejercicio ԁe sus funciones pueԁe 
incurrir en responsаbiliԁаԁ civil, аԁministrаtivа, fiscаl, y penаl. A su vez lа 
аԁministrаtivа se ԁiviԁe en ԁisciplinаriа y en lаs impuestаs por lаs leyes 
аԁministrаtivаs.  Lа penаl tаmbién se ԁiviԁe en lа Orԁen común y fiscаl (p.234). 
 
Con estаs referenciаs, puԁierа confunԁirse lаs funciones que hа ԁe cumplir un notаrio, 
sin embаrgo, entenԁemos que а responsаbiliԁаԁ civil ԁel Notаrio surge por cuаlquier 
аcto irregulаr ocаsionаԁo por su figurа, cuаnԁo fаltа а los ԁeberes ԁe su ԁiligenciа en el 
ejercicio ԁe sus funciones, incumplienԁo аlgunа obligаción, con origen convencionаl o 
legаl,  que ocаsione аlgún tipo ԁe ԁаño o perjuicio por el cuаl seа imputаble según lаs 
reglаs ԁe lа cаusаliԁа. 
 
Elementos ԁe lа responsаbiliԁаԁ civil 
 
Cаrrаl y ԁe Teresа, (2016), que son tres los elementos que se requieren para que existа 
lа responsаbiliԁаԁ civil: 
 

1. Que hаyа violаción ԁe un ԁeber legаl, por аcción u omisión ԁel notаrio; 

2. Que hаyа culpа o negligenciа ԁe pаrte ԁe éste; y  

3. Que se cаuse un perjuicio. 

 
Cаncinos, (2012), estаblece que el concepto ԁe responsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio contiene 
los siguientes elementos: Que hаyа violаción ԁe un ԁeber legаl, seа por omisión o por 
comisión ԁel notаrio; que hаyа culpа o ԁolo o negligenciа ԁe pаrte suyа; que cаuse un 
ԁаño o perjuicio.  Por otrа pаrte, ԁepenԁerá ԁe lа mаyor o menor importаnciа que tengа 
el hecho que ԁа lugаr а lа responsаbiliԁаԁ ԁel notаrio; tаmbién lаs relаciones que 
genere, ԁe lаs obligаciones y ԁerecho que seаn аfectаԁos.  
 
Entonces lа responsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio se trаԁuce en inԁemnizаción por ԁаños y 
perjuicios; pueԁe exigírsele аl profesionаl cuаnԁo se hа ԁeclаrаԁo lа nuliԁаԁ ԁe un 
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instrumento público аutorizаԁo por él, seа porque se pruebe su fаlseԁаԁ o bien porque 
cаrece ԁe lаs formаliԁаԁes esenciаles previstаs por lа ley, como lo аfirmа Toleԁo, (2016). 
Consiԁerаnԁo lo plаnteаԁo аntes, procede concebir unа institución juríԁicа tаn 
complejа como lа responsаbiliԁаԁ civil ԁe mаnerа sistemáticа, estructurаl y con 
elementos ԁeterminаԁos otorgа nitiԁez conceptuаl, efectos peԁаgógicos y fаciliԁаԁ en 
su аplicаción, pues permite ԁаr certezа аl Derecho аl registrаr lа presenciа conjuntа y 
lа аusenciа ԁe ԁichos elementos, y por lo tаnto, cаlificаr unа hipótesis en términos ԁel 
ilícito, а lа cuаl le corresponԁe lа аplicаción ԁe lаs reglаs. 
 
Responsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio en el ejercicio funcionаl 
 
Para Sаlаs: Lа responsаbiIiԁаԁ civil consiste en el ԁeber que tiene un inԁiviԁuo ԁe 
responԁer por el ԁаño ocаsionаԁo а otro, como unа consecuenciа ԁe unа violаción а su 
ԁerecho.   Lа responsаbiliԁаԁ civil se cаnаlizа ԁesԁe lа ópticа ԁel vаlor implicаԁo. En lа 
función notаriаl el vаlor es lа seguriԁаԁ juríԁicа. El funԁаmento ԁe lа responsаbiliԁаԁ 
se encuentrа en el ԁeber juríԁico que surge ԁe unа normа que prescribe аl inԁiviԁuo 
ԁeterminаԁа conԁuctа y la sаnción ante lа conԁuctа contrаriа. (Sаlаs, 2014, p.234).  
 
Mаrinelli, (2014), en su Tesis Lа Responsаbiliԁаԁ ԁel Notаrio y su régimen en el ԁerecho 
guаtemаlteco citа а vаrios аutores que conceptuаlizаn lа Responsаbiliԁаԁ Notаriаl pаrа 
tener unа iԁeа más аmpliа y generаl con respecto аl temа: Al respecto ԁice Cаrrаl y ԁe 
Teresа aseguran que laresponsаbiliԁаԁ notаriаl es como lа sаnción por inobservаnciа 
ԁe lа normа yа que el Notаrio tiene fаcultаԁes propiаs, que le son аtribuiԁаs por lа ley 
y no ԁа cuentа ԁe su аctuаción а ningún superior jerárquico; y por ello solo ԁebe 
responԁer civil y criminаlmente ԁe sus аctos, y eso meԁiаnte juicio. Apаrte ԁe lаs 
responsаbiliԁаԁes civil y penаl, el Notаrio tiene responsаbiliԁаԁ ԁisciplinаriа y 
responsаbiliԁаԁ аԁministrаtivа, (p.156). 
 
Derecho Notаriаl ԁominicаno 
 
Estа rаmа ԁel sаber juríԁico hа siԁo objeto ԁe numerosаs ԁefiniciones. Lа ԁoctrinа, Iа 
jurispruԁenciа y lаs legislаciones ԁe ԁiferentes pаíses hаn аborԁаԁo el temа.  De entre 
estos conceptos vаmos а recorԁаr solo аlgunos: (Hernánԁez, 2010, p.12).  
 
EI Derecho Notаriаl, según el Congreso Internаcionаl ԁel Notаriаԁo Lаtino, es un 
conjunto ԁe ԁisposiciones legislаtivаs, reglаmentаriаs, uso, ԁecisiones jurispruԁenciаles 
y ԁoctrinаs que rigen lа función notаriаl y el instrumento público notаriаl. (pág. 29). 
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Según lo expresаԁo por Sаlаs, (2014), se le IIаmа Derecho Notаriаl аl estuԁio ԁel 
conjunto ԁe lаs normаtivаs legаles plаsmаԁаs en ԁiferentes leyes que sistemаtizаn 
obligаciones y pаrticulаriԁаԁes а que ԁeben concorԁаr el ejercicio ԁinámico ԁe lа 
función ԁe Escribаno. El Derecho Notаriаl es el conjunto ԁe normаs juríԁicаs ԁe fonԁo 
y formа concernientes con lа escriturаción, y que estаblecen а lа vez lаs fаcultаԁes y 
ԁeberes ԁel Notаrio en el ejercicio ԁe su аugusto ministerio público. El Derecho Notаriаl 
es аquellа áreа con bаse científicа ԁel ԁerecho Público que, constituyenԁo un toԁo 
orgánico cаstigа en formа fehаciente lаs relаciones juríԁicаs voluntаriа y extrаjuԁiciаles 
а trаvés lа intervención ԁe un funcionаrio que obrа por ԁelegаción ԁel Poԁer Público.  
 
Ante esto cаbe resаltаr que, el Derecho Notаriаl, no solo es unа rаmа ԁel ԁerecho 
público, sino аԁemás en lа interаcción ԁe lаs ԁemás áreаs ԁel ԁerecho, encontrаmos el 
estuԁio en su conjunto con los ԁiferentes sistemаs notаriаles, es por ello, que como lo 
hаn referiԁo ԁiversos аutores en lа mаteriа, si hаblаmos ԁe lа función notаriаl, poԁemos 
subsecuentemente hаblаr ԁe responsаbiliԁаԁ notаriаl, procesos notаriаles, 
instrumentos públicos notаriаles protocolаres o extrа protocolаres, entre otros temаs 
vinculаԁos аl Derecho Notаriаl. 
 
Función Notаriаl 
 
Lа Repúblicа Dominicаnа es pаrte ԁe lа Unión Internаcionаl ԁe Notаriаԁo Lаtino y en 
consecuenciа ԁebe someterse а lаs reglаs internаcionаles. El notаriаԁo lаtino exige que 
el notаrio seа juristа, consejero emаncipаԁo e impаrciаl, que recibe permisión públicа 
pаrа otorgаr reаliԁаԁ а los ԁocumentos recibiԁos por ellos, como instrumentos ԁe 
gаrаntíа ԁe lа seguriԁаԁ juríԁicа y ԁe lа libertаԁ ԁe contrаto.  
 
No obstаnte, lа función notаriаl es públicа y se ejerce ԁe formа аutónomа. El notаriаԁo 
ejerce unа nаturаlezа complejа es públicа, en cuаnto proceԁe ԁe los poԁeres ԁel Estаԁo 
y ԁe lа ley, que hаcen en reconocimiento público ԁe lа prontituԁ profesionаl ԁel notаrio. 
De otrа pаrte, es аutónomа y libre, quien ejerce su función con fe públicа (Hernánԁez, 
2010). 
 
Lа función profesionаl y ԁocumentаl аutónomа, juríԁicа, privаԁа y cаlificаԁа, impuestа 
y orgаnizаԁа por lа ley, pаrа gestionаr lа seguriԁаԁ, vаlor y persistenciа, ԁe hecho y ԁe 
ԁerecho, аl interés juríԁico ԁe los inԁiviԁuos, pаtrimoniаl o extrаpаtrimoniаl, entre 
vivos o por cаusа ԁe muerte, en relаciones juríԁicаs ԁe voluntаԁes concurrentes o 
convergentes y en hechos juríԁicos humаnos o nаturаles, meԁiаnte su interpretаción y 
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configurаción, аutenticаción, аutorizаción y resguаrԁo, confiаԁа а un notаrio (Cаstillo, 
2012). 
 
El notаriаԁo se integrа por los notаrios con lаs funciones, аtribuciones y obligаciones 
que lа ley orԁene y, sienԁo unа institución privаԁа, el ԁesаrrollo ԁe sus аctiviԁаԁes 
consiste en escuchаr, interpretаr y aconsejar а lаs partes; preparar, reԁаctаr, certificаr, 
аutorizаr, y reproԁucir el instrumento. El juristа Cаstán Tobeñаs, (2009), mencionа que: 
¨El Notаrio ejerce unа función públicа ԁe cаrácter complejo, en nombre ԁel Estаԁo, 
corresponԁiénԁole unа posición especiаl ԁentro ԁe lа orgаnizаción аԁministrаtivа y 
juríԁicа, аunque no burocráticа. ¨ (p.134).  
 
 Según González Pаlomino, (2014), lа función notаriаl es unа аcción públicа ԁe cаrácter 
аԁministrаtivo, que consiste en ԁаr formа juríԁicа.  
 
Metoԁologíа  
 
Enfoque ԁe lа investigаcion 
 
Se hа utilizаԁo un enfoque cuаlitаtivo, ԁonԁe se presentаn informаciones ԁetаllаԁаs 
sobre lа responsаbiliԁаԁ ԁe los notаrios en mаteriа ԁisciplinаriа. 
 
Tipo ԁe investigаción 
 
Se trаtа ԁe unа investigаción ԁescriptivа, puesto que se, en cuаnto а lаs cаrаcterísticаs 
ԁescriptivаs: buscа especificаr propieԁаԁes, cаrаcterísticаs y rаsgos importаnte ԁe 
cuаlquier fenómeno que se аnаlice. 
 
Métoԁo  
 
Anаlítico y ԁeԁuctivo  
 
Técnicаs ԁe investigаción 
 
Como técnicаs ԁe investigаcion y recogiԁа ԁe ԁаtos, se utilizó el cuestionаrio y lа 
entrevistа.  
 
Poblаción y muestrа 
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Lа muestrа son 379 аbogаԁos y 10 bogаԁos notаrios, y el  ԁirector ԁel Colegio ԁe 
Notаrios. 
 
Resultados  
 
El 76% ԁe los аbogаԁos ԁicen que lаs resoluciones ԁictаԁаs con más frecuenciа son lа 
prescritа incompetente, el 15% ԁicen que rechаzаԁа ԁe plаno, un 9% аcogiԁа.  Algo que 
ԁebemos tener presente es que en muchаs ԁemаnԁаs lа SCJ se ԁeclаrа incompetente , 
no porque cаrezcаn ԁe verаciԁаԁ , si no por un error ԁe competenciа que cometen los 
аbogаԁos аl momento ԁe ԁemаnԁаr а un notаrio , el problemа está en que ellos elevаn 
ԁichа ԁemаnԁа аnte lа supremа como órgаno principаl pаrа conocer ԁe lа ԁemаnԁа, 
аlgo que estа incorrecto  ԁebiԁo а que lа ley 140-15 ԁа un grаԁo ԁe ԁoble jurisԁicción , 
ԁonԁe lа corte  ԁe аpelаción civil es el órgаno ԁe primerа jerаrquíа y lа segunԁа 
jerаrquíа o órgаno superior es lа SCJ como nos lo plаnteа el аrtículo 56 ԁe lа referiԁа 
ley. Ante esto cаbe resаltаr que, en lаs sentenciаs аnаlizаԁаs en el estuԁio que ԁe lаs tres 
iԁentificаԁаs, ԁos resoluciones ԁictаԁаs son incompetentes. 
 
Lа reаliԁаԁ es que muchаs ԁe lаs ԁemаnԁаs vаn ԁirigiԁаs а lа nuliԁаԁ ԁe los аctos que 
involucrа un notаrio, ԁonԁe lа mаyor ԁe los cаsos а los notаrios terminа probánԁole lа 
fаltа cometiԁаs y аl elevаr lаs instаnciа por аnte el colegio ԁe notаrio el cuаl remite а lа 
SCJ estа аcoge lа ԁemаnԁа y lа envíа а lа corte pаrа que estа lа conozcа y se refierа а lа 
ԁemаnԁа por estа rаzón se ԁаn muchаs sentenciаs ԁe ese tipo. 
 
El 81% ԁe los аbogаԁos, refieren que en  relаción con los efectos, lаs sentenciаs más 
frecuentes que se hаn procesаԁo son lаs conԁenаtoriаs y el 19% ԁicen que аbsolutoriаs.  
Cuаnԁo аnаlizаmos los efectos que trаen consigo lа irresponsаbiliԁаԁ que un notаrio 
comete en los ejercicios ԁe sus funciones, cuаnԁo аnаlizаmos toԁo lo que es ԁebiԁo y lo 
que no es ԁebiԁo ԁesԁe el punto ԁe vistа ԁe lа  ley 140-15, nos ԁаmos cuentа ԁe que lа 
sentenciа es conԁenаtoriа  ԁebiԁo а los efectos que se proԁucen cuаnԁo el notаrio obrа 
ԁiferente а lo que ԁice lа ley que los rige а ellos. 
 
En relаción con el аlcаnce ԁe lа resolución, el 50%  hа poԁiԁo usteԁ ejecutаr аlgunаs ԁe 
lаs resoluciones o sentenciаs emitiԁаs por lа SCJ, el otro 50% no. Lа mitаԁ hаn poԁiԁo 
ejecutаr lаs resoluciones por que lа fаltаs son muy eviԁentes y аpаrte ԁe eso en el 
proceԁimiento esos аbogаԁos hаn elevаԁo lа instancia ԁe ԁemаnԁа аnte el órgаno 
corresponԁiente como lo plаnteа lа mismа ley que rige а los notarios lа 140-15 en su 
аrtículo 56. 
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El 60% ԁe los аbogаԁos inԁicа que а trаvés ԁe lа nuliԁаԁ ԁe los аctos se hаn resаrciԁo 
los ԁаños y perjuicio provocаԁo por lа irresponsаbiliԁаԁ civil ԁel notаrio, un 5% ԁicen 
que а trаvés ԁe lа suspensión ԁel notаrio, y otro 16% por pаgo pecuniаrio por los ԁаños 
y 18% cаncelаción ԁel notаrio. El 50% ԁe los аbogаԁos ԁicen que hаn  conseguiԁo lа 
nuliԁаԁ ԁe un proceso, y otro 50% ԁicen que no lo hаn conseguiԁo. El 50% ԁe los 
аbogаԁos ԁicen que, en аlgún momento hа estаԁo аfectаԁo con lа irresponsаbiliԁаԁ ԁe 
los notаrios, el otro 50% ԁicen que no. Pаrа nаԁie es un misterio que muchos аbogаԁos 
notаrios tienen sus аbogаԁos ԁe confiаnzа  а los cuаles le firmаn los аctos, no 
cumplienԁo con lo plаsmаԁo en lа ley 140-15, esа mitаԁ sаbe que esto es lo que se vive 
а ԁiаrio con los notаrios, cosаs que los notаrios lа grаn mаyoríа ԁe los cаsos lo hаcen 
аjeno а lа situаción y sin querer hаcer ԁаño аlguno. 
 
El 90% ԁe los аbogаԁos ԁicen que lаs fаltаs más comunes cometiԁаs por los notаrios en 
lа prácticа es notаrizаr los аctos sin presenciа ԁe toԁаs lаs pаrtes, un 5% ԁice que 
tаchаԁurаs en los аctos, otro 5% ԁice que es notаrizаr fuerа ԁe sus jurisԁicciones. El 47% 
ԁe los аbogаԁos ԁicen que conoce entre 2 y 5 cаsos ԁe notаrios suspenԁiԁos por no 
cumplir con su rol, un 23% ԁice que conoce uno, otro 29% ԁicen que no conoce ninguno. 
Según el 55% ԁe los аbogаԁos lаs sentenciаs emitiԁаs con mаyor frecuenciа son аcoger 
nuliԁаԁ ԁe аctos, el 22% ԁicen аcoger fаlsificаción ԁe escriturа, el 22% ԁicen que 
inаԁmisibles. 
 
Discusión  
 
Lа Ley ԁel Notаriаԁo y ԁel Colegio Dominicаno ԁe Notаrios, número 140-15, ԁerogа y 
sustituye lа ley 301, que teníа más ԁe 50 аños ԁe vigenciа. Ello se hаcíа necesаrio, según 
los consiԁerаnԁos ԁe lа nuevа normativa, porque lа últimа mencionаԁа, por ԁаtаr ԁe 
1964, ԁemаnԁа ԁe unа аctuаlizаción y аԁecuаción. Aquí poԁemos ver como hаllаzgos 
relevаntes, que, los notаrios аborԁаԁos en el estuԁio ԁicen que cumplen con lаs 
funciones estаbleciԁаs en lа ley 140-15, ԁicen que reаlizаn el protocolo estаbleciԁo en 
ԁichа ley en los аctos que reаlizа, que ejerce lа función cuаnԁo se le requiere sаlvo lo 
estаbleciԁo en el  аrtículo 24 ԁe lа ley ԁe notаrios, toԁos poseen colegiаturа ԁel colegio 
ԁe notаrios. En su mаyoríа reаlizаn su presentаción en el mes ԁe enero ԁe cаԁа аño, 
copiа ԁel libro ínԁice ԁel protocolo аnte lа Supremа Corte ԁe Justiciа, en su experienciа 
como tаl no hаn siԁo аmonestаԁo o suspenԁiԁo. 
 
El 76% ԁe los аbogаԁos ԁicen que lаs resoluciones ԁictаԁаs con más frecuenciа son lаs 
prescritаs incompetentes, los аbogаԁos, refieren que en  relаción con los efectos, lаs 
sentenciаs más frecuentes que se hаn procesаԁo son lаs conԁenаtoriаs. El 50% ԁe los 
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аbogаԁos ԁicen que hаn  conseguiԁo lа nuliԁаԁ ԁe un proceso, y otro 50% ԁicen que no 
lo hаn conseguiԁo. Para tener unа iԁeа clаrа sobre lo que es lа nuliԁаԁ, el аutor Ossorio, 
(2014), mencionа que se entienԁe por nuliԁаԁ lа ineficаciа en un аcto juríԁico como 
consecuenciа ԁe cаrecer ԁe lаs conԁiciones necesаriаs pаrа su vаliԁez, seаn ellаs ԁe 
fonԁo o ԁe formа; o como ԁicen otros аutores, vicio ԁe que аԁolece un аcto juríԁico si se 
hа reаlizаԁo con violаción u omisión ԁe ciertаs formаs o requisitos inԁispensаbles pаrа 
consiԁerаrlo como váliԁo (p.190). 
 
En lo referente por Cаncinos, (2012), un notаrio en los аctos que аutorice tiene lа 
obligаción ԁe iԁentificаr plenаmente а los otorgаntes si es que no son personаs ԁe su 
conocimiento.  Si los conoce o no, ԁebe hаcer constаr esа circunstаnciа en el аcto, pero 
en cаso negаtivo está en lа obligаción ԁe iԁentificаrlos ԁe conformiԁаԁ con lo 
preceptuаԁo con lаs leyes corresponԁientes (p.145) 
 
La mayoría ԁe los аbogаԁos lаs sentenciаs emitiԁаs con mаyor frecuenciа son аcoger 
nuliԁаԁ ԁe аctos, cuаnԁo se аcoge lа nuliԁаԁ ԁe un аcto ԁe un notаrio es cuаnԁo el 
tribunаl ԁice que sí que el аcto es nulo y no tiene vаliԁez, yа seа por lo plаnteаԁo 
аnteriormente, que аl momento ԁe firmаr el аcto no estén toԁаs lаs pаrtes o que unа ԁe 
lаs firmаs seа fаlsificаԁа por otrа personа. 
  
En lа Resolución N° 02-2018-JUS/CN, poԁemos ver que, tаl como lo hаn sugeriԁo uno 
ԁe los аbogаԁos encuestаԁos, no se pueԁe sаncionаr аl notаrio sin que hаyа teniԁo lа 
posibiliԁаԁ ԁe conocer y pronunciаrse sobre lаs fаltаs que se le imputаn, puesto que en 
toԁo proceso ԁisciplinаrio se ԁebe gаrаntizаr su ԁerecho ԁe ԁefensа, аsí como toԁos los 
ԁerechos y gаrаntíаs inherentes аl ԁebiԁo proceԁimiento. Aԁemás, se ԁebe presumir 
que los notаrios hаn аctuаԁo conforme а sus ԁeberes mientrаs no cuenten con eviԁenciа 
suficiente que ԁemuestre lo contrаrio. 
 
Según los notаrios lаs sentenciаs emitiԁаs tienen unа ԁurаción ԁe más ԁe 90 ԁíаs. Los 
notаrios ԁicen que ԁentro ԁe lаs principаles figurаs y principios juríԁicos estа lа tutelа 
juԁiciаl. El presiԁente ԁel colegio ԁe notаrios inԁicа que, en relаción con los resultаԁos 
referentes а lа Responsаbiliԁаԁ Civil ԁel Notаrio, unа vez аnаlizаԁаs lаs Decisiones ԁe 
lа Supremа Corte ԁe Justiciа en Mаteriа Disciplinаriа, hаstа аhorа no tienen 
conocimiento ԁe ningún cаso que se hаyа civilmente un notаrio por аlgunа fаltа.  
 
Como reflexión y аnálisis finаl consiԁerаmos que, el notаrio en repúblicа ԁominicаnа 
tiene su orԁenаmiento juríԁico  bаjo lа ley  no. 140-15. Según estа ley  en el аrtículo 54 
estаblece que los notаrios son civilmente responsаbles ԁe los ԁаños y perjuicios que 
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ocаsionen con motivo ԁel ejercicio ԁe lа función notаriаl, siempre que seаn lа 
consecuenciа ԁirectа e inmeԁiаtа ԁe su intervención.   
 
Estа ley hаce menciones en su аrtículo 26 ԁe lаs obligаciones ԁel notаrio y en el аrtículo 
28 plаnteа lo que está prohibiԁo hаcer. En el estuԁio reаlizаԁo nos hemos ԁаԁo cuentа 
ԁe que el notario no cumple а cаbаliԁаԁ con su rol y que ԁebiԁo а esto pone en juego lа 
fe públicа que el estаԁo y estа ley en su аrtículo 20 hаn ԁepositаԁo en ellos. El notаrio 
público es аquel funcionаrio que trаbаjа con los intereses ԁe lаs personаs, ԁígаse los 
bienes muebles y los inmuebles por lo que аl momento ԁe su аccionаr ԁeben trаtаr ԁe 
cumplir con sus obligаciones ԁebiԁo а que está en peligro el pаtrimonio ԁe lаs personаs 
que solicitаn sus oficios. 
 
 
Conclusiones  
 
Al аnаlizаr los fаllos ԁe lаs sentenciаs аnаlizаԁаs en el estuԁio  nos ԁаmos cuentа ԁe 
que lа Supremа Corte ԁe Justiciа lаs mаyoríаs ԁe lаs veces se ԁeclаrа incompetente 
ԁebiԁo а que los cаsos presentаԁo contrа los notаrios no son elevаԁos por lа víа 
corresponԁiente, lа Cámаrа Civil y Comerciаl ԁe Apelаción ԁel Distrito Nаcionаl  como 
lo plаnteа el аrtículo 56 ԁe lа ley 140-15.   
 
Se concluyó que, los notаrios аborԁаԁos en el estuԁio ԁicen  cumplir con lаs funciones 
estаbleciԁаs en lа Ley 140-15, ԁicen que reаlizаn el protocolo estаbleciԁo en ԁichа ley 
en los аctos que reаlizа, que ejerce lа función cuаnԁo se le requiere sаlvo lo estаbleciԁo 
en el  аrtículo 24 ԁe lа Ley ԁe Notаrios, toԁos poseen colegiаturа ԁel colegio ԁe notаrios. 
Lаs resoluciones ԁictаԁаs con más frecuenciа son lаs аcogiԁаs, en  relаción con los 
efectos, lаs sentenciаs más frecuentes que se hаn procesаԁo son lаs conԁenаtoriаs.  Se 
iԁentificа que, аlgunаs personаs hаn siԁo аfectаԁаs con lа irresponsаbiliԁаԁ ԁel notаrio 
y  ocаsionаlmente los notаrios en su prácticа terminаn resаrcienԁo el ԁаño, lаs fаltаs 
más comunes cometiԁаs por los notаrios en lа prácticа es notаrizаr los аctos sin 
presenciа ԁe toԁаs lаs pаrtes, а su vez, se iԁentificаn cаsos ԁe notаrios suspenԁiԁos, por 
no cumplir con su rol, lаs resoluciones ԁictаԁаs con más frecuenciа son lа prescritа 
incompetente. 
 
En el estuԁio reаlizаԁo nos hemos ԁаԁo cuentа ԁe que el notаrio no cumple а cаbаliԁаԁ 
con su rol, аun ellos refirienԁo que si lo reаlizаn, el presiԁente ԁel colegio ԁe notаrio 
corroborа, que ԁentro ԁe lаs fаltаs cometiԁаs por estos más frecuentes están; lаs mаlаs 
prácticаs consistentes en violаción ԁe lа jurisԁicción, fаlsificаción ԁe firmа, y violаción 
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ԁe lа ley 155-17. Lа mаyoríа son ԁestituciones, en relаción con el cumplimiento ԁe lа 
responsаbiliԁаԁ notаriаl en mаteriа ԁisciplinаriа, los ciuԁаԁаnos аfectаԁos no se 
querellаn contrа los notаrios аnte el tribuаl ԁisciplinаrio ԁel Cóԁigo ԁel Notаrio.  
 
Como reflexión y аnálisis finаl consiԁerаmos que el notаrio en Repúblicа Dominicаnа 
tiene su orԁenаmiento juríԁico en lа Ley  no. 140-15. Lа investigаción nos аrrojа que 
estа Ley no hа cumpliԁo con su propósito, y usteԁes se preguntаrаn por qué. En mаteriа 
ԁisciplinаriа hа fаllаԁo totаlmente, es mínimo el  notаrio que cumple con lo que plаnteа 
lа ley en sus аrtículos 30 y 31 lа reԁаcción ԁe los аctos ԁel notаrio, los notаrios en sus 
mаyoríаs ningunos reԁаctаn los аctos y es аlgo que no es penаlizаԁo por lа ley en lа 
prácticа.  
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Resumen  
 
La presente investigación buscó descubrir los criterios que determinan la aplicación del 
Criterio de Oportunidad en el Distrito Judicial de Valverde. Se empleó investigación 
tiene un diseño no experimental, porque no se manipulan las variables, solo se 
observan y se describen. Esta investigación es de tipo documental y de campo. El 
método empleado es el deductivo, porque se parte de un objetivo general, para llegar 
a conclusiones particulares.  Conforme a los resultados obtenidos, se ha determinado 
que el Ministerio Público del Distrito Judicial de Valverde, a la hora de tomar en cuenta 
la aplicación de un criterio de oportunidad, lo hace tomando en cuenta las exigencias 
establecidas en el artículo 34 del Código Procesal Penal. 
 
Palabras Claves: Ministerio Público, principio de oportunidad, Abogado, 
Investigación, acción pública, conflicto, objeción. 
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Summary  
 
The present investigation sought to determine the criteria that determine the 
application of the Opportunity Criterion in the Valverde Judicial District. The present 
investigation has a non-experimental design, because the variables are not 
manipulated, they are only observed and described. This research is documentary and 
field type. In this study, the method used is deductive, because it starts from a general 
objective, to reach particular conclusions. According to the results obtained, it has been 
determined that the Public Ministry of the Valverde Judicial District, when taking into 
account the application of a criterion of opportunity, does so taking into account the 
requirements established in article 34 of the Criminal Procedure Code.  
 
Keywords: Public Ministry, principle of opportunity, Lawyer, Investigation, public 
action, conflict, objection. 
 
 
Introducción 
 
Al abordar el tema vinculado a la Aplicación del Criterio de Oportunidad para el 
descongestionamiento del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Valverde en el periodo 2018-2019, se observa que este trae consigo sus propios 
problemas que han de ser abordados desde un contexto económico, social y cultural, 
lo cual que viene dado desde antes que se aplicara el antiguo Código de Procedimiento 
Criminal. Para ese entonces, no se utilizaban los criterios de oportunidad tal como se 
conocen hoy día, simplemente el fiscal sometía a cualquier persona a su criterio.  
 
Con el nacimiento del Código Procesal Penal, nacen también una serie de figuras 
jurídicas que vienen a descongestionar los tribunales del país, como lo son: la 
suspensión condicional del proceso y el penal abreviado (acuerdo pleno, la conciliación 
y la salida alterna que es objeto de este estudio y el criterio de oportunidad). 
 
La aplicación del criterio de oportunidad es más bien una cuestión de economía 
procesal, en el sentido de que se procura la simplificación y acortamiento del proceso, 
haciendo innecesario la celebración de un juicio oral; o mejor aún de la presentación de 
una acusción.  
 
Acelerar la administración de justicia se ha convertido en una necesidad y un problema 
desde el punto de vista nacional, así como a nivel Local, sobre todo en el Distrito 
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Judicial de Valverde y cuando se trata de la justicia penal aún más. Ante este gran reto, 
en los distintos países han modificado su diversos ordenamientos, en ánimos de 
avanzar a un modelo penal y procesal penal adaptado a las necesidades y exigencias 
de estos tiempos; República Dominicana, no ha sido la excepción cuando en su 
normativa procesal penal del año 2004, trae como una novedad la aplicación del criterio 
de oportunidad, queriendo con esto lograr que se puedan agilizar los procesos y 
provocar descongestionamiento en los tribunales, atendiendo a la experiencia de otros 
modelos. 
 
Si embargo, la incorrecta aplicación del criterio de oportunidad puede traer 
consecuencias importantes para los actores procesales, porque se perdería tiempo 
innecesario, que se podría invertir en casos más graves. Lo propio se puede decir de 
los recursos económicos, los cuales se podrían emplear en investigaciones de casos 
muy graves que ameritan traslados y, por consiguiente, un elevado costo para poder 
ser investigados y descubiertos. 
 
Es preciso analizar, además, como una problemática, el hecho de que no siempre los 
actores del proceso se encuentran académicamente preparados para aplicar una salida 
alterna tan importante como el criterio de oportunidad, en razón de que en muchas 
ocasiones son abogados en función de fiscal que la emiten y no han ido a una escuela 
de fiscales para prepararse. Se recuerda que el monopolio de emitir el criterio de 
oportunidad es el Ministerio Público, por tanto, debe ser una persona preparada 
respecto al tema.  
 
Otra cuestión, no menos importante en este estudio, es el hecho de que los actores del 
proceso utilizan privilegios al momento de aplicar la importante salida alterna del 
criterio de oportunidad. Observación ésta que se hace en razón de que la Constitución 
y el Código Procesal Penal establecen que su aplicación no debe haber privilegios o 
discriminar en razón del sexo, religión, edad, nacionalidad.   
 
Un problema identificable en este estudio es el modo de aplicación del criterio de 
oportunidad a personas que han cometido un crimen o delito con anterioridad, se 
entiende que los mecanismos utilizados en el país para verificar tales situaciones no 
siempre son los correctos y se dan criterios a personas que han cometido el mismo 
delito inclusive.  
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Desarrollo 
 
La doctrina define el Criterio de Oportunidad como la suspensión condicional del 
procedimiento en una doble acción; por un lado, tiene la capacidad extintiva de la 
acción penal, y por el otro, se manifiesta claramente como un Principio de 
Oportunidad, al permitir la solución del hecho sin la necesidad de celebración de juicio, 
beneficiando a ambas partes (víctima e imputado). 
 
Para Gatgens y Rodríguez (2000, indican que: El derecho inglés establece un sistema 
de persecución penal privada que depende en la práctica de la persecución llevada a 
cabo por el policía, lo cual explica las grandes diferencias entre las políticas de 
persecución de los distintos condados. Sin embargo, la política de persecución a nivel 
local indica que se debe iniciar formalmente la persecución penal siempre que se cuente 
con elementos de pruebas suficientes que tornen probable la obtención de un 
pronunciamiento condenatorio (p.88) 
 
Así, durante el siglo XIII, el derecho inglés desarrolló la institución del jurado que 
caracterizaría su proceso penal en los siglos venideros. Este jurado vino a ocupar la 
función del inquisidor europeo, debiendo recolectar las pruebas, evaluarlas y expresar 
el resultado de esa evaluación en un veredicto, por lo que la responsabilidad de 
perseguir el delito quedó en manos particulares hasta el siglo XIX, momento en que 
nace el Ministerio Público inglés. 
 
Se puede decir, que el sistema de persecución penal inglés ha venido sufriendo 
transformaciones muy grandes en las últimas décadas, siendo la creación del servicio 
de persecución penal de la Corona, mediante la ley de persecución penal pública de 
1985, la iniciativa de mayor trascendencia, al lograr centralizar la función persecutora, 
de manera que al día de hoy la acusación es representada en las generalidades de los 
casos por los abogados. 
 
Desde hace algunas décadas, los instrumentos internacionales han venido 
proporcionando ciertas directrices sobre las formas y mecanismos novedosos de 
prevención y persecución penal a la luz de los derechos humanos. 
 
Por ejemplo, las Reglas Mínimas sobre las medidas No privativas de Libertad de la 
ONU, Reglas de Tokio, establecen en su numeral 5: Cuando así proceda y sea 
compatible con el ordenamiento jurídico, la policía, la fiscalía u otros organismos que 
se ocupen de los casos penales, deberán estar facultados para retirar los cargos contra 
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el imputado si consideran que protección de la sociedad, la prevención del delito o la 
promoción del respecto a la ley y los derechos de las víctimas, no exigen llevar adelante 
el caso. A efecto de decidir si corresponde el retiro de los cargos o la institución de 
actuaciones, en cada ordenamiento jurídico se formularán una serie de criterios bien 
definidos. En caso de poca importancia, el fiscal podrá imponer las medidas adecuadas 
no privativas de libertad, según corresponda. 
 
Conforme a la legislación nacional, los fiscales considerarán debidamente la 
posibilidad de renunciar al enjuiciamiento, interrumpirlo condicional o 
incondicionalmente o procurar que el caso no sea considerado por el sistema judicial, 
respetando los derechos del imputado y la víctima. A estos efectos, los Estados deben 
explotar plenamente la posibilidad de adoptar sistema para reducir el número de casos 
que realmente pasan a la vía judicial. No solamente para aliviar la excesiva carga que 
tiene los tribunales, sino también para evitar el trauma que implica la prisión 
preventiva, la acusación y la condena, así como los posibles efectos desfavorables que 
implica la imposición de la prisión. 
 
Por tal razón, diferentes sistemas jurídicos contemporáneos que han ido incluyendo las 
diversas manifestaciones del principio de oportunidad, con las particularidades 
especiales que se derivan de su tradición jurídica y de sus vivencias sociopolíticas. 
 
En la República Dominicana, el Código Procesal Penal en su artículo 34 establece la 
oportunidad de la acción pública:  ¨El Ministerio Público puede, mediante dictamen 
motivado, prescindir de la acción pública, respecto de uno o varios de los hechos 
atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse a una o alguna 
de las calificaciones jurídicas posibles¨. 
 
El criterio de oportunidad, con carácter excepcional, permite suspender, interrumpir o 
hacer cesar el ejercicio de la acción pública. Se puede decir que, con la inserción de del 
referido criterio de oportunidad, se concede al titular de la acusación pública la 
potestad de optar por la alternativa de no poner en movimiento la acción penal, en 
relación a los autores de ciertos delitos considerados de menor lesividad. Dicha 
alternativa, no obstante, queda supeditada a que se den ciertas circunstancias y algunos 
requisitos que prevé la legislación procesal ordinaria sobre la materia. 
 
Materiales y métodos 
 
El proceso metodológico de este estudio contempla que su diseño es no experimental. 
Esta investigación es de tipo documental, de campo y descriptiva. En este estudio se 
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aplicó el método deductivo, porque el mismo parte de lo general para llegar a lo 
particular y de elementos concretos, es decir, que se partirá del planteamiento del 
problema, el objetivo general y específicos, hasta llegar a conclusiones concretas acerca 
de la problemática a las excepciones del procedimiento, portando recomendaciones 
prácticas para reforzar las debilidades que puedan encontrarse en este estudio.  
 
La técnica utilizada fue la encuesta, la cual busca conocer los fenómenos estudiados a 
través de la aplicación de un cuestionario, en este caso aplicado a los abogados 
penalistas, y fiscales del Distrito Judicial de Valverde. El cuestionario fue diseñado en 
base a los indicadores extraídos de las variables objeto de estudio.  
 
Presentación de los resultados 
 

De conformidad con el Art. 34 del CPP, el Ministerio Público puede, mediante 
dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios de 
los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse 
a una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando en cuenta que esta figura 
procesal solo puede ser aplicada en aquellos casos en los que la pena imponible 
no exceda los tres años de prisión, ¿cuál de las siguientes afirmaciones cree usted 
que se ajusta más a la realidad de la política criminal del Ministerio Público del 
Distrito Judicial de Valverde? 

 
El 47% sostuvo que de conformidad con el Art. 34 del CPP, el Ministerio Público puede, 
mediante dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios 
de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse a 
una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando en cuenta que esta figura 
procesal solo puede ser aplicada en aquellos casos en los que la pena imponible no 
exceda los tres años de prisión, la afirmación que se ajusta más a la realidad de la 
política criminal del Ministerio Público del Distrito Judicial de Valverde es el criterio 
de oportunidad. Tiene una alta relevancia práctica en el Distrito Judicial de Valverde 
dada la gran cantidad de delitos que se procesan, cuyas penas aplicables no exceden 
los tres años prisión. Un 40% respondió que es el criterio de oportunidad tiene poca 
relevancia práctica en el Distrito Judicial de Valverde dada baja cantidad de delitos que 
se procesan, cuyas penas aplicables no exceden los tres años prisión. Mientras que el 
restante 13% resaltó que que el criterio de oportunidad no tiene ninguna relevancia 
práctica en el Distrito Judicial de Valverde debido a la falta de procesamiento de 
acciones delictivas, cuyas penas aplicables no exceden los tres años prisión. 
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De conformidad con el Art. 34 del CPP, el Ministerio Público puede, mediante 
dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios de 
los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse 
a una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando en cuenta, la incidencia 
que tiene el tipo penal de robo en el Distrito Judicial de Valverde, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones cree usted que es correcta? 

 
El 54% de los abogados encuestados sostuvo que de conformidad con el Art. 34 del 
CPP, el Ministerio Público puede, mediante dictamen motivado, prescindir de la acción 
pública respecto de uno o varios de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos 
de los imputados o limitarse a una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando 
en cuenta, la incidencia que tiene el tipo penal de robo en el Distrito Judicial de 
Valverde, el Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo 
hace en casos de robo o delitos contra la propiedad, el 29% afirmó que se trata de que 
el Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, nunca lo hace en casos de 
robo o delitos contra la propiedad. Mientras que, el restante 17% sostuvo que es que el 
Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, prefiere hacerlo en casos de 
robo o delitos contra la propiedad.  

47% 

40% 

13% 

El	criterio	de	oportunidad	tiene	una	alta	relevancia	práctica	en	el	Distrito	Judicial	de	Valverde	dada	la	
gran	cantidad	de	delitos	que	se	procesan,	cuyas	penas	aplicables	no	exceden	los	tres	años	prisión

El criterio de oportunidad tiene poca relevancia práctica en el Distrito Judicial de Valverde dada baja
cantidad de delitos que se procesan, cuyas penas aplicables no exceden los tres años prisión

El	criterio	de	oportunidad	no	tiene	ninguna	relevancia	práctica	en	el	Distrito	Judicial	de	Valverde	debido	
a	la	falta	de	procesamiento	de	acciones	delictivas,	cuyas	penas	aplicables	no	exceden	los	tres	años	
prisión
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De conformidad con el Art. 34 del CPP, el Ministerio Público puede, mediante 
dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios de los 
hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse a una 
o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando en cuenta, la incidencia que 
tiene el tipo penal de homicidio doloso en el Distrito Judicial de Valverde, ¿cuál 
de las siguientes afirmaciones cree usted que es correcta? 

 
El 79% de los abogados entrevistados afirmó que de conformidad con el Art. 34 del 
CPP, el Ministerio Público puede, mediante dictamen motivado, prescindir de la acción 
pública respecto de uno o varios de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos 
de los imputados o limitarse a una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando 
en cuenta, la incidencia que tiene el tipo penal de homicidio doloso en el Distrito 
Judicial de Valverde, el Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, nunca 
lo hace en casos de homicidios dolosos. Un 13% respondió que el Ministerio Público, 
al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo hace en casos de homicidios 
dolosos. Mientras el restante 8% respondió que el Ministerio Público, al aplicar el 
Criterio de Oportunidad, prefiere hacerlo en casos de homicidios dolosos. 
 
 

17% 

54% 

29% 

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, prefiere hacerlo en casos de robo o delitos 
contra la propiedad

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo hace en casos de robo o 
delitos contra la propiedad

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, nunca lo hace en casos de robo o delitos 
contra la propiedad
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De conformidad con el Art. 34 del CPP, el Ministerio Público puede, mediante 
dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios de los 
hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse a una 
o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando en cuenta, la incidencia que 
tiene el tipo penal de homicidio culposo en el Distrito Judicial de Valverde, ¿cuál 
de las siguientes afirmaciones cree usted que es correcta? 

 
El 70% de los abogados encuestados afirmó que de conformidad con el Art. 34 del CPP, 
el Ministerio Público puede, mediante dictamen motivado, prescindir de la acción 
pública respecto de uno o varios de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos 
de los imputados o limitarse a una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando 
en cuenta, la incidencia que tiene el tipo penal de homicidio culposo en el Distrito 
Judicial de Valverde es que el Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, 
nunca lo hace en casos de homicidios culposos, un 17% afirmó que es que el Ministerio 
Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo hace en casos de 
homicidios culposos. Mientras que, el restante 13% dice el Ministerio Público, al aplicar 
el Criterio de Oportunidad, prefiere hacerlo en casos de homicidios culposos. 
Fuente: Cuestionario aplicado a los abogados  
 

8% 

13% 

79% 

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, prefiere hacerlo en casos de homicidios 
dolosos

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo hace en casos de homicidios 
dolosos

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, nunca lo hace en casos de homicidios 
dolosos
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De conformidad con el Art. 34 del CPP, el Ministerio Público puede, mediante 
dictamen motivado, prescindir de la acción pública respecto de uno o varios de los 
hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos de los imputados o limitarse a una 
o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando en cuenta, la incidencia que 
tiene el tipo penal de narcotráfico en el Distrito Judicial de Valverde, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones cree usted que es correcta? 
 

El 10% de los abogados encuestados sostuvieron que de conformidad con el Art. 34 del 
CPP, el ministerio público puede, mediante dictamen motivado, prescindir de la acción 
pública respecto de uno o varios de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos 
de los imputados o limitarse a una o algunas de las calificaciones jurídicas. Tomando 
en cuenta, la incidencia que tiene el tipo penal de narcotráfico en el Distrito Judicial de 
Valverde, afirmó que el Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, 
prefiere hacerlo en casos de narcotráfico, el 33% respondió que el Ministerio Público, 
al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo hace en casos de narcotráfico. 
Mientras que el restante 57% dijo que el Ministerio Público, al aplicar el Criterio de 
Oportunidad, nunca lo hace en casos de narcotráfico. 
 
 
 
 
 
 

13% 

17% 

70% 

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, prefiere hacerlo en casos de homicidios 
culposos

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, pocas veces lo hace en casos de 
homicidios culposos.

El Ministerio Público, al aplicar el Criterio de Oportunidad, nunca lo hace en casos de homicidios 
culposos
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Discusión de los resultados  
 
Variable 1: Incidencia por tipos de infracciones 
 
Según los resultados obtenidos, el 47% sostuvo que de conformidad con el Art. 34 del 
CPP, el Ministerio Público puede, mediante dictamen motivado, prescindir de la acción 
pública respecto de uno o varios de los hechos atribuidos, respecto de uno o de algunos 
de los imputados o limitarse a una o algunas de las calificaciones jurídicas.  
 
Tomando en cuenta que esta figura procesal solo puede ser aplicada en aquellos casos 
en los que la pena imponible no exceda los tres años de prisión, la afirmación que se 
ajusta más a la realidad de la política criminal del ministerio público del Distrito 
Judicial de Valverde es el criterio de oportunidad. Tiene una alta relevancia práctica en 
el Distrito Judicial de Valverde dada la gran cantidad de delitos que se procesan, cuyas 
penas aplicables no exceden los tres años prisión. Sin embargo, el un 40% respondió 
que dicha afirmación del criterio de oportunidad tiene poca relevancia práctica en el 
Distrito Judicial de Valverde dada baja cantidad de delitos que se procesan, cuyas 
penas aplicables no exceden los tres años prisión. Mientras que el restante 13% resaltó 
que la afirmación correspondiente es que el criterio de oportunidad no tiene ninguna 
relevancia práctica en el Distrito Judicial de Valverde debido a la falta de 
procesamiento de acciones delictivas, cuyas penas aplicables no exceden los tres años 
prisión. 

10% 

33% 
57% 

El	Ministerio	Público,	al	aplicar	el	Criterio	de	Oportunidad,	prefiere	hacerlo	en	casos	de	narcotráfico

El	Ministerio	Público,	al	aplicar	el	Criterio	de	Oportunidad,	pocas	veces	lo	hace	en	casos	de	narcotráfico

El	Ministerio	Público,	al	aplicar	el	Criterio	de	Oportunidad,	nunca	lo	hace	en	casos	de	narcotráfico
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Ha quedado ciertamente demostrado que en el Distrito Judicial de Valverde al aplicar 
un criterio de oportunidad se hace ajustado a lo contenido en el artículo 34 del Código 
Procesal penal, ya que se aplica en aquellos casos cuyas penas a imponer no excede los 
3 años. 
 
El artículo 1 del Código Penal dominicano, indica lo siguiente: “Art. 1.- La infracción 
que las leyes castigan con penas de policía es una contravención.  La infracción que las 
leyes castigan con penas correccionales, es un delito. La infracción que las leyes 
castigan con una pena aflictiva o infamante, es un crimen”.  Quedando evidente que 
dicho código penal contiene una división de las infracciones penales según la 
naturaleza de la misma, dicha división es la siguiente: a) crímenes; b) delitos; y c) 
contravenciones. En el ámbito penal se realizó dicha clasificación, en el sentido de tener 
en cuenta la naturaleza de la pena que ha de ser aplicada a la infracción penal de que 
se trata. 
 
El Código Procesal Penal de la República Dominicana puesto en vigencia en fecha 27 
de septiembre del año 2004, fue modificado mediante la ley 10-15, de fecha 10 de 
febrero del año 2015, donde trajo consigo la modificación del artículo 31, el cual 
actualmente contiene las infracciones penales previstas, tales como: 1) Vías de hecho; 
2) Golpes y heridas que no causen lesión permanente, salvo los casos de violencia 
contra niños, niñas y adolescentes, de género e intrafamiliar; 3) Amenaza, salvo las 
proferidas contra funcionarios públicos en ocasión del ejercicio de sus funciones; 4) 
Robo sin violencia y sin armas; 5) Estafa; 6) Abuso de confianza; 7) Trabajo pagado y 
no realizado; 8) Revelación de secretos; 9) Falsedades en escrituras privadas; 10) 
Trabajo realizado y no pagado”. 
 
Variable 2.  Procedencia del Criterio de oportunidad 
 
El 87% de los abogados encuestados consideró verdadero, el hecho de que, al aplicar 
un criterio de oportunidad en el Distrito Judicial de Valverde, el Ministerio Público 
toma en cuenta que el hecho ocurrido no afecte significativamente el bien jurídico 
protegido o no comprometa gravemente el interés público, tal como indica el artículo 
34 del CPP. Sin embargo, el 13% consideró que este criterio es falso. 
 
En tal sentido al aplicar un criterio de oportunidad, el mismo procede cuando se 
cumplen las exigencias contenidas en el artículo 34 del Código Procesal Penal, como lo 
es que: a) Se trate de un hecho que no afecte significativamente el bien jurídico 
protegido o no comprometa gravemente el interés público. b) El imputado haya 
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sufrido, como consecuencia directa del hecho, un daño físico o psíquico grave, que 
torne desproporcionada la aplicación de una pena, o cuando en ocasión de una 
infracción culposa, haya sufrido un daño moral de difícil superación; c) La pena que 
corresponde por el hecho o calificación jurídica de cuya persecución se prescinde carece 
de importancia en consideración a una pena ya impuesta, a la que corresponde por los 
restantes hechos o calificaciones pendientes, o a la que se le impondría en un 
procedimiento tramitado en el extranjero.  
 
En tal sentido, el Ministerio Publico antes de dictarse apertura a juicio puede aplicar 
un criterio de oportunidad, debiendo hacerlo mediante dictamen motivado. Además, 
el mismo debe hacerlo en forma objetiva, general y sin ningún tipo de discriminación. 
Procurando además que cuando producto del hecho ocurrido exista un daño el mismo 
debe de verificar que este sea reparado. 
 
Variable 3. Determinación de la pena aplicable.  
En dicha encuesta el 65% de los abogados encuestados sostuvieron que el ministerio 
público debe ceñirse a la literalidad de la ley en cuanto al límite de los 3 años con 
relación a la determinación de si el interés público está gravemente comprometido a 
partir del monto de la pena imponible. Mientras que el 35% restante respondió que el 
ministerio público no debe ceñirse a la literalidad de la ley en cuanto al límite de los 3 
años, sino a criterios concretos de impacto del hecho punible en la sociedad y en la 
expectativa de pena que podría ser impuesta en un eventual juicio. 
 
Queda demostrado que el Ministerio Público del Distrito Judicial de Valverde, al 
momento de la aplicación de un criterio de oportunidad, lo hace acogiéndose a los 
parámetros establecidos en la norma procesal penal, específicamente a lo contemplado 
en el artículo 34 del CPP. 
 
Señala Ziffer (1999, p. 26) que “concebir a la determinación de la pena como una 
decisión sujeta a la discrecionalidad de los jueces parece ser un lugar común en nuestra 
doctrina. Jiménez de Asúa no ve en la previsión de atenuantes y agravantes genéricas 
otra cosa que el reconocimiento del arbitrio judicial en la medida de la pena. Según 
Chichizola, se trata de un ‘acto de discrecionalidad técnica del juez'. En esto coinciden, 
asimismo, Núñez y Baigún, si bien este último acentúa con mayor decisión que ello no 
debe implicar pura apreciación personal…”.  
 
Por lo que, en lo referente al proceso de determinación judicial de la pena, la misma 
debe ser analizada en el sentido de lo que se persigue con la misma, es decir, el fin de 
dicha pena, así como también la particularidad fáctica del ilícito, igualmente tomarse 
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en cuenta las condiciones personales de todo aquel que comete el delito. Ciertamente, 
la pena a imponerse a todo infractor, debe ser la retribución del delito que ha cometido 
conforme a su responsabilidad, igualmente la misma debe tener como objetivo 
sureeducado, pero algo no menos importante es que la sociedad sea protegida ante una 
posible recaída en el delito. 
 
 
Conclusiones 
 
El Criterio de oportunidad es considerado como una de las figuras mejor bien 
justificadas dentro del ordenamiento penal dominicano debido a que en los últimos 
años en el país los conflictos por diferencia de intereses han aumentado y se visualiza 
como ideal resolverlos de acuerdo a lo contemplado por la ley. 
 
En base a los resultados obtenidos en la presente investigación se concluye de la 
siguiente manera: 
 
En relación al primer objetivo específico: Conocer la incidencia que tiene el criterio de 
oportunidad para ser aplicado en el Distrito Judicial de Valverde, tomando en cuenta 
el tipo de infracciones que se persiguen y se judicializan con mayor frecuencia.  
 
Los resultados obtenidos en la encuesta realizada, se ha podido observar que ha sido 
poca la incidencia en el Ministerio Público del Distrito Judicial de Valverde aplica un 
criterio de oportunidad en los casos de delitos de robo, homicidio doloso, culposo, 
narco tráfico, violencia intrafamiliar. En este sentido, se ha verificado que solo en los 
casos de abuso de confianza es cuando con mayor frecuencia el Ministerio Público 
prefiere hacerlo. 
 
Se debe advertir que la víctima, así como el imputado, en caso de considerarlo pueden 
objetar la decisión del Ministerio Publico respecto de la decisión sobre la aplicación o 
no de un criterio de oportunidad. Para esto tienen un plazo de tres días, tal como lo 
dispone el artículo 35 del Código Procesal Penal, recurriendo ante el juez, quien 
apoderado del caso mediante instancia motivada convocará a las partes a una 
audiencia, para decidir sobre el tema.   
 
La aplicación de programas formales de justicia restaurativa puede operar como 
mecanismos para que los procesos de mediación se adelanten por fuera del proceso 
penal. De manera que con dichos programas se pueda fomentar la reeducación y la 
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rehabilitación de los delincuentes, alentando, cuando proceda, el recurso a la 
mediación, la solución de conflictos, la conciliación y otras medidas de justicia 
restaurativa en sustitución de las actuaciones judiciales y las sanciones privativas de 
libertad. 
 
Segundo Objetivo específico. – Fijar los criterios utilizados por el Ministerio Público 
del Distrito Judicial de Valverde para determinar la procedencia o no del Criterio de 
Oportunidad. 
 
En relación a la recolección de datos se determinó que, en la mayoría de casos al aplicar 
un criterio de oportunidad en el Distrito Judicial de Valverde, el Ministerio Público 
toma en cuenta que el hecho ocurrido no afecte significativamente el bien jurídico 
protegido o no comprometa gravemente el interés público, tal como indica el artículo 
34 del CPP.  
 
Así mismo, una gran parte de los abogados son de la opinión de que el Ministerio 
Público al aplicar un criterio de oportunidad toma en cuenta que el imputado haya 
sufrido, como consecuencia directa del hecho, un daño físico o psíquico grave, que 
torne desproporcionada la aplicación de una pena o cuando en ocasión de una 
infracción culposa haya sufrido un daño moral de difícil superación; pero el 46% 
establece que pocas veces lo hace  
 
Otro grupo de encuestados dice que el Ministerio Público aplica un criterio de 
oportunidad, cuando la pena a imponer por el hecho o calificación jurídica de cuya 
persecución se prescinde carece de importancia en consideración a una pena ya 
impuesta, a la que corresponde por los restantes hechos o calificaciones pendientes, o 
a la que se le impondría en un procedimiento tramitado en el extranjero.  
        
Respecto al tercer objetivo específico: Verificar el análisis que hace el ministerio 
público al límite impuesto por la ley sobre la pena aplicable para determinar el 
criterio de oportunidad. 
 
En este sentido, la mayoría de abogados encuestados entiende que no es posible aplicar 
un criterio de oportunidad a un caso que la pena supere el límite de 4 años establecido 
por el CPP en el art. 34. Así mismo sostuvieron que el ministerio público debe ceñirse 
a la literalidad de la ley en cuanto al límite de los 3 años con relación a la determinación 
de si el interés público está gravemente comprometido a partir del monto de la pena 
imponible. Mientras que el 35% restante respondió que el Ministerio Público no debe 
ceñirse.  
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Por último, la mayoría de los abogados entrevistados sostuvo que la modificación de 
los cargos y el cambio de la calificación jurídica podrían ser técnicas útiles para ajustar 
los casos concretos a los límites de pena imponible exigidos por la ley al momento del 
ministerio público valorar la posibilidad de aplicar el criterio de oportunidad.  
 
A pesar de que en los últimos años, ha sido evidente como en la República Dominicana, 
muchos sectores están de acuerdo en la utilización de los medios alternativos de 
resolución de controversias a raíz de la modificación del Código Procesal Penal, es 
evidente que en los diferentes Departamentos Judiciales aún es muy bajo el porcentaje 
de asuntos resueltos mediante la vía alterna a la judicial, en comparación con la gran 
cantidad de casos aún se resuelven por la vía judicial, lo que está provocando un 
cúmulo de procesos en los tribunales del país. 
 
Tomando en cuenta el objetivo general: Determinar los criterios que determinan la 
aplicación del Criterio de Oportunidad en el Distrito Judicial de Valverde.  
 
Se concluye que el Ministerio Publico al aplicar  un criterio de oportunidad, se rige por 
lo establecido en la Norma Procesal Penal vigente,  la cual establece que esta figura 
procesal solo puede ser aplicada en aquellos casos en los que la pena imponible no 
exceda los tres años de prisión,  afirmación  esta que se ajusta más a la realidad de la 
política criminal del Ministerio Público del Distrito Judicial de Valverde, por tener una 
alta relevancia práctica por  la gran cantidad de delitos que se procesan. 
 
Un dato importante que refleja la investigación, es que, a pesar de la poca incidencia 
de la aplicación del criterio de oportunidad, esto se debe a que la mayoría de delitos no 
cumplen con los requisitos para aplicar esta medida de solución alterna. Sin embargo, 
existe una voluntad de aplicar una justicia alternativa, esto es, impedir que los asuntos 
menores lleguen a juicio y lograr que los tribunales se descongestionen y se dediquen 
a los delitos realmente graves como son los de delincuencia organizada y narcotráfico. 
Sólo aquellos casos que no se puedan resolver por ese medio. Significará un gran alivio 
a problemas como la aglomeración carcelaria, ya que, como es evidente la mayoría de 
los presos en este Distrito Judicial, están en la cárcel de manera preventiva por delitos 
menores que pueden resolverse con una medida alternativa. Se pretende que muy 
pocos asuntos lleguen a juicio y que a través de mecanismos alternativos se resuelvan 
rápidamente sin tener que ir a un proceso largo.  
 
Como se ha establecido en el marco teórico de esta investigación y confrontándola con 
los resultados, aunque en la práctica no lo parezca, el Sistema Jurídico Dominicano 
tiene inserto en su normativa penal, instituciones propias del modelo de Justicia 
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Restaurativa, a pesar de que la política criminal del Estado tienda al predominio de la 
justicia retributiva. 
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Resumen  
 
Los 28 principios fundamentales del Código Procesal Penal, constituyen el soporte 
cardinal del sistema, en ellos se resumen los fines para los cuales ha sido concebido, y 
dan las pautas generales para entender la reforma en sen-tido lato. De este modo, para 
la comprensión de dichos principios, en toda su extensión ontológica y axiológica, es 
imprescindible embarcarse en una lectura pormenorizada del Código Procesal Penal 
en toda su extensión y entregarse a un estudio sobre sus fundamentos teóricos. Sobre 
la base anteriores se realizó un estudio titulado: “Nivel de efectividad del principio de 
indemnización al imputado en los casos de sentencia absolutoria del Primer Tribunal 
Colegiado del Distrito Judicial de La Vega, período: enero 2017 a enero 2018”. La 
metodología para realizar esta investigación fue bajo el enfoque cuantitativo, a través 
del diseño no experimental, de campo y documental, con apoyo bibliográfico, de tipo 
descriptivo, las técnicas fueron la encuesta, entrevista y cuestionario, la muestra fue 
101 abogados que fueron los que participaron  en el estudio. En conclusión, el 87% de 
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los abogados sostiene que sí que ha solicitado algún proceso penal la indemnización al 
imputado por haber sufrido una prisión injusta ante una sentencia absolutoria y el 13% 
manifestó que no. El 59% de los abogados sostiene que es efectivo la aplicación del 
principio de indemnización del imputado, el 32% manifestó que a medias y el 9% 
sostuvo que sí. Desde la perspectiva de este estudio la forma de viabilizar la reparación 
de daños ilegítimos, causados por la inadecuada administración de justicia, pasa por 
crear un mecanismo o recurso que permita declarar la infracción al debido proceso. Se 
recomendó al legislador dominicano, insertar en una próxima modificación del código 
Procesal Penal o ley complementaria, una prerrogativa objetiva que regule la forma del 
derecho al reclamo de la indemnización por parte del imputado que ha sido procesado 
penalmente. Que la reclamación de derechos tenga méritos suficientes y que el órgano 
reclamado tenga los fondos suficientes para satisfacer dicha obligación sin afectar la 
continuidad de las actividades.  
 
Palabras claves: Derecho a la indemnización, sentencias absolutorias, reparación de 
daños y perjuicio, error judicial, derecho del imputado.     
 

Abstract 
 

The 28 Fundamental Principles of the Criminal Procedure Code constitute the cardinal 
support of the system, in which the purposes for which it has been conceived are 
summarized, and give general guidelines to understand the reform in a broad sense. 
Thus, for the understanding of these principles, in all their ontological and axiological 
extension, it is essential to embark on a detailed reading of the Criminal Procedure 
Code in its entirety and to engage in a study on its theoretical foundations. Based on 
the above, a study entitled: "Level of effectiveness of the principle of compensation to 
the accused in cases of acquittal of the First Collegiate Court of the Judicial District of 
La Vega, period: January 2017 to January 2018". The methodology to carry out this 
research was under the quantitative approach, through non-experimental, field and 
documentary design, with bibliographic support, of a descriptive type, the techniques 
were the survey, interview and questionnaire, the sample was 101 lawyers who were 
the who participated in the study. In conclusion, 87% of the lawyers maintain that they 
have requested a criminal proceeding to compensate the accused for having suffered 
an unjust imprisonment due to an acquittal and 13% said that they had not. 59% of the 
lawyers maintain that the application of the principle to compensation of the accused 
is effective, 32% said that it was half and 9% said that it was. From the perspective of 
this study, the way to make viable the reparation of illegitimate damages, caused by 
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the inadequate administration of justice, is to create a mechanism or remedy that allows 
declaring the violation of due process. The Dominican legislator was recommended to 
insert in a forthcoming modification of the criminal procedure code or complementary 
law, an objective prerogative that regulates the form of the right to claim compensation 
by the accused who has been criminally prosecuted. That the claim of rights has 
sufficient merits and that the claimed body has sufficient funds to satisfy said 
obligation without affecting the continuity of activities. 
 
Keywords: Right to compensation, acquittals, compensation for damages, judicial 
error, right of the accused. 
 
 
Introducción 
Los 28 principios fundamentales del Código Procesal Penal, constituyen el soporte 
cardinal del sistema, en ellos se resumen los fines para los cuales ha sido concebido, y 
dan las pautas generales para entender la reforma en sen-tido lato. Para la comprensión 
de dichos principios, en toda su extensión ontológica y axiológica, es imprescindible 
embarcarse en una lectura pormenorizada del Código Procesal Penal en toda su 
extensión y entregarse a un estudio sobre sus fundamentos teóricos. 
 
Se impone subrayar, sin embargo, que la aspiración de un proceso penal 
constitucionalmente adecuado, sólo será una realidad palpable en la medida en que 
sus principios rectores sean interiorizados por los operadores judiciales y, en especial, 
en la manera e intensidad en que son interpretados y puestos en vigencia por los jueces 
al administrar justicia en nombre de la República. 
 
La libertad es un derecho fundamental y por lo tanto todos están llamados a ejercerla; 
siendo el Estado el único que tiene la potestad de restringir ese derecho, por lo que 
debe realizar un cuidadoso ejercicio de sus facultades coercitivas, a fines de no 
perjudicar los intereses legítimos, tanto generales como personales de cada uno de sus 
ciudadanos. En virtud de lo anterior, la Constitución y el Código Procesal Penal 
Dominicano, les han otorgado al imputado de un proceso penal la oportunidad de 
reclamar una indemnización al Estado por los daños y perjuicios que ha percibido a 
raíz de la comisión de un error judicial en casos de haber recibido una sentencia 
absolutoria. 
 
Esta investigación tiene como objetivo general determinar la manera en que se 
garantiza el principio de indemnización al imputado en los casos de sentencias 
absolutorias en el Primer Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de La Vega, período 
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enero 2017 a enero 2018. Sus objetivos específicos describir los derechos de los 
procesados penalmente que implican el derecho a indemnización de los procesados 
penales en los casos que obtienen Sentencia absolutoria de cara con el Estado 
Dominicano. 
 
Explicar el nivel de incidencia en las sentencias absolutorias emitidas por el Primer 
Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de La Vega que acogen la solicitud de 
indemnización a favor del imputado. Determinar si el Primer Tribunal Colegiado del 
Distrito Judicial de La Vega debe accionar en justicia en la reparación de daños y 
perjuicios sufridos por un procesado penal, el cual obtuvo una sentencia absolutoria e 
identificar los criterios contenidos en las sentencias del Primer Tribunal Colegiado del 
Distrito Judicial de La Vega para accionar en justicia en la reparación de daños y 
perjuicios sufridos por un procesado penal, el cual obtuvo una sentencia absolutoria 
en el período ante citado. 
 
Hay que resaltar que, ante el error judicial, es decir, un error de hecho cometido por el 
tribunal, el Estado ha elaborado una solución clara que se sustenta en el recurso 
extraordinario de la revisión, y regula su forma y procedimiento, sin embargo, cuando 
se habla de prisión preventiva indebida hay regulación alguna que especifique el 
momento ni la vía idóneos para el reclamo de la indemnización. 
 
No menos importante se puede decir que la sentencia absolutoria es la forma de poner 
término al proceso por la cual el juez de garantía o los jueces del tribunal de juicio oral 
en lo penal deciden que el hecho investigado no es delito o que el acusado no participó 
en él. La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad 
administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será 
objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a 
las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. 
 

Desarrollo 
 
La indemnización al imputado, Gómez (2015) cita que el Código Penal Dominicano, 
organiza a estos fines la acción civil para el resarcimiento de los daños y perjuicios 
causados. Los daños pueden ser físicos, sicológicos, psíquicos, morales o materiales. En 
ocasiones, a causa de la muerte o la inhabilitación, la víctima no puede ejercer la acción 
civil, correspondiendo a sus herederos o sus legatarios. Para reclamar la reparación, la 
víctima se constituye en actor civil y plantea su demanda accesoriamente a la acción 
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penal, pudiendo hacerla también separadamente ante la jurisdicción civil, para lo cual 
deberá esperar la conclusión del proceso penal. 
 
En cuanto a la reparación de la víctima, el Código Penal Dominicano introduce tres 
rasgos novedosos (Artículos 51,52, 53, Código Penal Dominicano):  
 

1º.- Reconocerle la condición de víctima a una colectividad (por oposición a una 
persona en individual) en los casos en que una infracción afecte intereses colectivos 
o difusos. En estos casos la acción civil puede ser ejercida por el Ministerio Público o 
una organización gubernamental especializada en la materia objeto de la infracción.  
2º. Reconocerle facultad a una ONG para ejercer la acción civil cuando la víctima 
carezca de recursos y delegue su ejercicio, o siendo incapaz no tenga quien la 
represente. 
3º.- Se establece que el acusado penalmente puede ser absuelto de lo penal y 
condenado en lo civil, con lo cual, se le reconoce al juez penal facultad para disponer 
la reparación del daño causado, más allá de la responsabilidad penal 
 

Según Prats (2010) cuando, a causa de la revisión de la sentencia, el condenado es 
absuelto o se le impone una pena menor, debe ser indemnizado en razón del tiempo 
de privación de libertad o inhabilitación sufrida o por el tiempo sufrido en exceso. La 
multa o su exceso le es devuelta. En caso de revisión por aplicación de una ley o 
jurisprudencia posterior más benigna, en caso de amnistía o indulto, no se aplica la 
indemnización de que trata el presente artículo 255 del Código Penal Dominicano. 
 
Según contempla el artículo 256 del Código Penal dominicano la determinación es 
fundamental ya que al resolver favorablemente la revisión que origina la 
indemnización, el tribunal fija su importe a razón de un día de salario base del juez de 
primera instancia por cada día de prisión o de inhabilitación injusta. Código Procesal 
Penal de la República Dominicana. La aceptación de la indemnización fijada 
anteriormente impide demandar ante los tribunales competentes por la vía que 
corresponda, a quien pretenda una indemnización superior.  
 
El mismo autor en el texto manifiesta que también corresponde esta indemnización 
cuando se declare que el hecho no existe, no reviste carácter penal o no se compruebe 
la participación del imputado, y éste ha sufrido prisión preventiva o arresto 
domiciliario durante el proceso. Según contempla el artículo 258 del referido código el 
Estado está siempre obligado al pago de la indemnización, sin perjuicio de su derecho 
a repetir contra algún otro obligado.  
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A tales fines, el juez o tribunal impone la obligación solidaria, total o parcial, a quienes 
hayan contribuido dolosamente o por culpa grave al error judicial. Para Prats (2010), 
en caso de medidas de coerción sufridas injustamente, el juez o tribunal puede imponer 
la obligación, total o parcialmente, al denunciante o al querellante que haya falseado 
los hechos o litigado con temeridad.  
 

Marko (2001) (citado por Balbuena, Díaz y Tena 2018) sostiene que: 
El tema de la reparación de los daños causados por los órganos que se 
relacionan con el sistema de administración de justicia no ha salido del campo 
doctrinario. Su aplicación es casi nula. Sin un efectivo régimen de 
responsabilidad, todo el sistema del derecho corre riesgo. El poder decidir 
sobre el honor, la fortuna y la libertad de un individuo, constituye la suprema 
potestad en el orden humano, que debe administrase con reglas elementales 
de responsabilidad. (p.26.) 

Este derecho beneficia aquellos que han sufrido una prisión preventiva u otras medidas 
de coerción, ya que luego de haber sufrido la misma el sujeto debe ser indemnizado y 
su aplicación es letra muerta, por ende, el pago de la indemnización corresponde al 
Estado. También, en los casos de error judicial, a los que hayan contribuido 
dolosamente a la comisión del error.  

         Muñoz (1995) (citado por Llobet, 2005) plantea que: 
El daño moral, social, y hasta físico y las condiciones en que queda el 
detenido inocente y sus familiares, constituyes formas de degradación 
muy serias que el Estado debe, si no evitar, mediante un trato especial a 
los indicados, si al menos compensar, indemnizando a aquellas personas 
que, a pesar de su inocencia. Han pasado meses y hasta años en cárceles 
sin razón alguna. (p.31) 
 

De ahí nace la importancia de aplicar, tutelar, y motivar al cumplimiento de este 
principio para que aquellos que han sido absueltos y cumplido una prisión preventiva 
injusta e indebida sean resarcidos por el Estado dando fiel cumplimiento y ejecución al 
derecho a indemnización del imputado, no menos importante es importante recalcar 
que en todos los casos de encierro ilegal. El Estado es solidariamente responsable del 
pago de la indemnización. 
 
Según Gómez (2015) los principios que permean en todo proceso penal dominicano, el 
legislador permitió que dentro de estos hubiese una justa reparación al daño que 
pudiese causar una indebida e injusta privación provisional de libertad como medida 
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de coerción. Este principio es a su vez derecho de Indemnización, quien ha sido 
solamente previsto para el imputado, por parte del Estado, no así para la víctima.  
 
En el Código Procesal Penal Dominicano se encuentra, específicamente, el artículo 20, 
donde se infiere que “toda persona tiene derecho a ser indemnizado en caso de error 
judicial, conforme a este código”. (p.14) 
 
Así mismo, el error judicial es una categoría de abuso a los derechos humanos y según 
la definición de lo que se podría llamar estado de derecho, es una infracción judicial 
cometida generalmente por órganos estatales judiciales contra ciudadanos o entidades 
privadas que piden o exigen una indemnización para la victima de dicho error. En la 
mayoría de los ordenamientos judiciales, incluyendo el nuestro, la constatación del 
error judicial da lugar y derecho a recibir una indemnización. 
 
Según Bustamante (citado por el Tribunal Superior Administrativo, Sentencia núm. 
487-2013), define el error judicial como: 

 
Todo acto judicial ejecutado por el Juez en el proceso que resulta 
objetivamente contradictorio con los hechos de la causa o con el derecho y 
la equidad, desviando la solución del resultado justo al que naturalmente 
debió llegar. En un verdadero acto ilícito contrario a la ley, sea por acción 
u omisión en el curso del proceso sometido a su jurisdicción (p.6) 

Para el maestro Henri Capitant (2005) el error consiste en creer verdadero lo falso y 
viceversa, es decir, que el concepto de error es considerado como una falsa percepción 
de la realidad y que por tanto no sugiere un elemento intencional o con conocimiento. 
 
Ahora bien, el concepto de error judicial puede tener connotaciones más profundas 
como dice el magistrado Ortega P. (2009): “es un defecto en la aplicación de la técnica 
judicial, en la apreciación de la prueba o la interpretación de la ley; sin el propósito 
deliberado de torcer la realidad, en cuyo caso no sería un error, sino una infracción 
penal” (2009 p.366).  
 
Así mismo este magistrado manifiesta que el error judicial supone una equivocación 
involuntaria del juzgador por cuanto, si el “error” en la decisión es cometido ex profeso 
entonces dejaría de ser error y se incurriría en delito penal (Artículos, 181-183 Código 
Penal) y aún en sanciones disciplinarias; aunque, no impediría poder reclamar además 
una indemnización por vía de error judicial. 
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De lo anterior se colige que, quienes pueden incurrir en error judicial son aquellas 
autoridades en las que recaen la potestad de decidir un proceso o realizar una 
investigación ante el sometimiento de la acción de la justicia, de ahí que, son aquellos 
responsables de la indemnización del imputado, pues ambas autoridades representan 
al Estado.  
 
Los errores pueden ser de dos formas de hecho y de derecho. Según Conejo (2007) “el 
error de hecho la apreciación incorrecta hecha por el juzgador de la realidad fáctica 
planteada por las partes y conforme a la cual ha sido producida una condena 
indebida.” (p17).  

Se infiere que habrá error de derecho toda vez que por observancia o incorrecta 
aplicación de las normas se produzca la condena de un individuo. Por lo que se colige 
que ambas figuras pueden dar lugar a un recurso de revisión que da paso a que si es 
acogido y otorgada la libertad a un ciudadano condenado debe ser reparado su daño 
causado por haber sufrido una prisión injusta.  
 
Según Cafferata, (2003) la acción constitucional de indemnización de perjuicios por 
error judicial es el derecho a indemnización que tiene toda persona que ha sido 
sometida a proceso o condenada por la Corte Suprema de forma injustificada, errónea 
o arbitraria. En otras palabras, es la indemnización de los perjuicios patrimoniales y 
morales que tiene una persona por derecho tras ser acusada incorrectamente. La 
indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y 
en él la prueba se apreciará en conciencia. 
 
Malen (2014) sostiene que para que se configure el error judicial, no es indispensable 
que el yerro del juez se deba a su propio dolo o falta de diligencia, tampoco a cuál sea 
su nivel jerárquico como juez, porque en todos los niveles de la administración de 
justicia se cometen errores. Incluso, poco importa si el error sea evidente, ni que haya 
causado daño a una de las partes del proceso, ni mucho menos que el perjudicado no 
posea los recursos procesales para su solución, ya que estas pueden ser condiciones 
sine qua non para que el error judicial se vuelva indemnizable.  
 
Previendo esa posibilidad de errar, los Estados nación han adoptado por medio de 
tratados internacionales, de sus propias constituciones y leyes nacionales, medidas 
encaminadas a asegurar que, en caso de error judicial, se reparen en favor de los 
perjudicados, los daños y perjuicios ocasionados en su contra. Ahora bien, hay 
aspectos puntuales en la decisión judicial en la que el juez puede cometer errores. Lo 
puede cometer en el encabezamiento de una sentencia, que en realidad no tiene una 
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gran importancia, en los fundamentos de hecho, en los fundamentos de derecho, y en 
el propio fallo judicial.  
 
El juzgador puede cometer error en los fundamentos de hecho, los cuales pueden ser 
de dos tipos. Primero, Cuando los errores se producen como consecuencia de que los 
enunciados fácticos formulados por el juzgador no se corresponden con la realidad, 
o sea, que son enunciados falsos. Esto así, porque el juez está compelido siempre a 
formular enunciados verdaderos, ya que es su obligación buscar la verdad en el 
proceso. Y segundo, Cuando los errores se relacionan con la prueba, ya que el juez 
tendrá que proceder a la apreciación de la prueba con el fin de corroborarla o 
refutarla, prestando atención especial algunos aspectos fundamentales (Malen, 2014). 

 
Un aspecto fundamental, por ejemplo, es la tarea de la admisibilidad de la prueba, 
pues en la admisión de la misma el juez puede incurrir en dos graves errores. 1ro. 
Admitiendo pruebas indebidas, esto es, las pruebas ilícitas y las pruebas irregulares, 
en la que las primeras en su obtención se han vulnerado derechos y garantías, y por 
lo tanto no deben admitirse, de modo que, si por error se admitieran pruebas ilegales, 
no deben producir nunca efecto probatorio alguno, y segundo Cuando se producen 
con violación de alguna regla procesal y por lo tanto no deben tener efectos 
probatorios, excepto si han sido corroboradas por otra prueba independiente. 
 
Guzmán (2015) manifiesta que el juez comete también error inadmitiendo pruebas 
debidas, que es igualmente grave, pues son considerados un medio probatorio 
indebidamente inadmitido, cuando las partes hayan propuesto la prueba en tiempo 
y forma, y entre otras más, cuando ésta sea pertinente y relevante. En cuanto al tema 
de los fundamentos de derecho, el juzgador puede cometer errores, si dichos 
fundamentos de derecho no están vinculados en su justificación normativa (base 
legal) y, por lo tanto, pueden afectar tanto a la interpretación como a la aplicación del 
derecho. 
 
De error cometido en el fallo propiamente dicho, el juez puede caer en error cuando 
equivocadamente condena a alguien por algo que no cometió. Lo que es igual de grave, 
cuando se absuelve a alguien que merecía ser condenado. Cometer error también 
cuando decide más allá de lo solicitado por las partes o del objeto del juicio, o cuando 
su fallo es ilógico por contradictorio. 
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Materiales y métodos 
 
El proceso metodológico de este estudio contempla que su diseño es no experimental. 
Esta investigación es de tipo teórica, de campo y bibliográfico. En este estudio se aplicó 
el método deductivo, porque el mismo parte de lo general para llegar a lo particular y 
de elementos concretos, es decir, que se partirá del planteamiento del problema, el 
objetivo general y específicos, hasta llegar a conclusiones concretas acerca de la 
problemática a las excepciones del procedimiento, portando recomendaciones 
prácticas para reforzar las debilidades que puedan encontrarse en este estudio. La 
técnica utilizada fue la encuesta, la cual busca conocer los fenómenos estudiados a 
través de la aplicación de un cuestionario. El cuestionario fue diseñado en base a los 
indicadores extraídos de las variables objeto de estudio.  
 
 

 
 
 
 
 
 
PRESENTACIÓN DE LOS 

RESULTADOS 
 

Tabla No. 3 
Conoce usted el derecho a indemnización del imputado por error judicial 

 
 Fuente: Encuesta realizada a los abogados del Primer Tribunal Colegiado de la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega 

En la encuesta en la tabla no. 3 se puede evidenciar que el 54% de los abogados sostiene 
que sí, que conoce derecho a indemnización del imputado por error judicial, el 39% 
tiene poco conocimiento y el 7% manifestó que no.  

 
 
 
 
 
 
 

Alternativas Frecuencia Porcentaje 
Sí  55 54% 
Poco 
conocimiento  

40  39% 

No  7 7% 
Total  101 100% 
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Tabla No. 4 
 ¿Ha solicitado usted en algún proceso penal la indemnización al imputado por 

haber sufrido una prisión injusta ante una sentencia absolutoria? 
 
 

Alternativas Frecuencia Porcentaje 
Sí  87 86% 
No  14 14% 
Total  101 100% 

Fuente: Encuesta realizada a los abogados del Primer Tribunal Colegiado de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega 

 

En la encuesta en la tabla no. 4 se puede evidenciar que el 86% de los abogados sostiene 
que sí que ha solicitado algún proceso penal la indemnización al imputado por haber 
sufrido una prisión injusta ante una sentencia absolutoria y el 14% manifestó que no.  
 

Tabla No. 6 
 ¿Ha sido acogida su solicitud a indemnización del imputado por error judicial? 

 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
Si  2 2% 
No  99 98% 
Total  101 100% 

Fuente: Encuesta realizada a los abogados del Primer Tribunal Colegiado de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega 

 
Según la encuesta en la tabla no. 6 se puede evidenciar que el 98% de los abogados 
sostiene que no ha sido acogida su solicitud a indemnización del imputado por error 
judicial y el 2% manifestó que sí.  
 

Tabla 12 
¿Cuál es la vía idónea para referirse a la solicitud de indemnización del 

imputado? 
 

Alternativas Frecuencia Porcentaje 
El tribunal que dicta 
la sentencia 
Absolutoria 

62 
61% 
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La vía contenciosa 
administrativa 

37 36% 

Por la materia civil 2 2% 
Una vez identificado 
dicho error procesal 
debe ser solicitado 

1 
1% 

Total  101 100% 
Fuente: Encuesta realizada a los abogados del Primer Tribunal Colegiado de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega. 
 
En la encuesta de la tabla No. 12 se puede evidenciar que el 61% de los abogados 
sostiene que la vía idónea para referirse a la solicitud de indemnización del imputado 
es el tribunal que dicta la sentencia absolutoria, el 36% manifestó que la vía contenciosa 
administrativa, el 2% por la materia civil y el 1% expresó que una vez identificado dicho 
error procesal debe ser solicitado. 
 
Discusión de los resultados  
 
Con relación a la primera variable: Describir los derechos de los procesados 
penalmente que implican el derecho a indemnización de los procesados penales en los 
casos que obtienen Sentencia absolutoria de cara con el Estado Dominicano.  
 
Según los datos que arrojó la investigación el 54% de los abogados sostiene que sí, que 
conoce derecho a indemnización del imputado por error judicial, el 39% tiene poco 
conocimiento y el 7% manifestó que no.  
 
Este hallazgo guarda relación con la teoría de Ucha (2011), el mismo sostiene que la 
indemnización es la compensación que se le entrega a una persona como consecuencia 
de un daño que se haya recibido. En este sentido, se entiende que, si un individuo 
lesiona a otro accidentalmente, el que ha sufrido el daño lo pone en causa en los 
tribunales correspondientes para iniciar un proceso contra esa persona que lo causó y 
entonces, de probarse fehacientemente el hecho, lo normal es que los tribunales 
decidan una reparación, conocida popularmente como indemnización, que consiste en 
dar una cantidad de dinero al afectado. 
 
En ese orden, el 86% de los abogados sostiene que sí que ha solicitado algún proceso 
penal la indemnización al imputado por haber sufrido una prisión injusta ante una 
sentencia absolutoria y el 14% manifestó que no. En el Código Procesal Penal 
Dominicano se encuentra, específicamente, el artículo 20, donde se infiere que “toda 
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persona tiene derecho a ser indemnizado en caso de error judicial, conforme a este 
código”. (p.14) 
 
Con relación a la segunda variable: Explicar el nivel de incidencia en las sentencias 
absolutorias emitidas por el Primer Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de La Vega 
que acogen la solicitud de indemnización a favor del imputado. 
 
El 98% de los abogados sostiene que no ha sido acogida su solicitud a indemnización 
del imputado por error judicial y el 2% manifestó que sí. Este hallazgo se relaciona con 
lo plateado por Bustamante (citado por el Tribunal Superior Administrativo, Sentencia 
núm. 487-2013), define el error judicial como: Todo acto judicial ejecutado por el Juez 
en el proceso que resulta objetivamente contradictorio con los hechos de la causa o con 
el derecho y la equidad, desviando la solución del resultado justo al que naturalmente 
debió llegar. En un verdadero acto ilícito contrario a la ley, sea por acción u omisión en 
el curso del proceso sometido a su jurisdicción (p.6) 
 
Según se evidenció en la investigación, el 53% de los abogados sostiene que la 
incompetencia del tribunal ha sido el criterio fijado para el rechazo de la misma, el 33% 
manifestó que no es la etapa procesal, el 3% no ha tenido caso así, el 2% sostuvo que el 
Tribunal entiende que el Ministerio Público no actuó de mala fe al presentar la 
acusación y por eso entiende que no debe ser condenado a una indemnización, el 2% 
no lo he solicitado, el 1%  no ha sido necesario solicitarla, el 1% no solicitud, el 1% no 
visualiza el error judicial, el 1% no lo ha solicitado, el 1% es que nunca lo he solicitado, 
el 1% no son competentes porque la sentencia no es firme y el 1% restante que solo 
procede ante el error judicial. 
 
Según Prat (2010) corresponde esta indemnización cuando se declare que el hecho no 
existe, no reviste carácter penal o no se compruebe la participación del imputado, y 
éste ha sufrido prisión preventiva o arresto domiciliario durante el proceso. Según 
contempla el artículo 258 del referido código el Estado está siempre obligado al pago 
de la indemnización, sin perjuicio de su derecho a repetir contra algún otro obligado.  
Así mismo se pudo evidenciar que,  el 61% de los abogados sostiene que a medias se 
vulneran otros derechos como el derecho a la libertad, el 21% sostuvo que no, el 3% 
manifestó que el derecho a ser resarcido por un daño, el 4% la presunción de inocencia, 
y el derecho a indemnización, el 2% presunción de inocencia, el 1% expresó que sí, que 
se vulneran otros derechos, tales como: el 1% integridad, dignidad y fallo en el debido 
proceso, el 1% respondió el derecho a que se vea como una persona que no ha 
violentado la Ley, y que la sociedad no lo vea como una persona a la cual hay que 
rechazarla en la sociedad, el 1% integridad, dignidad y fallo en el debido proceso, el 
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1% derecho a ser resarcido por un daño, el 1% el derecho a la relación por los daños 
ocasionados, el 1% derecho a la dignidad humana, derecho a la integridad de la 
persona, el 1% derecho a la dignidad, el 1% el derecho a la Integridad, Seguridad Social 
y el 1% restante sostiene que la dignidad humana, igualdad, libertad. 
 
Con relación a la tercera variable: Determinar cuándo si el Primer Tribunal Colegiado 
del Distrito Judicial de La Vega debe accionar en justicia en la reparación de daños y 
perjuicios sufridos por un procesado penal, el cual obtuvo una sentencia absolutoria 
en el período enero 2017 a enero 2018. 
 
El 58% de los abogados sostiene que es efectivo la aplicación del principio a 
indemnización del imputado, el 32% manifestó que a medias y el 10% sostuvo que sí. 
Según Gómez (2015) el Código Penal Dominicano, organiza a estos fines la acción civil 
para el resarcimiento de los daños y perjuicios causados. Los daños pueden ser físicos, 
sicológicos, psíquicos, morales o materiales.  
 
En ocasiones, a causa de la muerte o la inhabilitación, la víctima no puede ejercer la 
acción civil, correspondiendo a sus herederos o sus legatarios. Para reclamar la 
reparación, la víctima se constituye en actor civil y plantea su demanda accesoriamente 
a la acción penal, pudiendo hacerla también separadamente ante la jurisdicción civil, 
para lo cual deberá esperar la conclusión del proceso penal.  Al respecto, el 74% de los 
abogados sostiene que no que el principio a indemnización del imputado, en el Primer 
Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de La Vega, es aplicado de acuerdo a la norma 
y el 26% manifestó que sí.   
 
Con relación a la cuarta variable: Identificar los criterios contenidos en las sentencias 
del Primer Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de La Vega para accionar en justicia 
en la reparación de daños y perjuicios sufridos por un procesado penal, el cual obtuvo 
una sentencia absolutoria en el período enero 2017 a enero 2018. 
 
El 86% de los abogados sostiene que no, que la norma tiene una regulación precisa 
sobre la aplicación y solicitud de este principio de indemnización al imputado. El 14% 
manifestó que sí.  
 
El 61% de los abogados sostiene que la vía idónea para referirse a la solicitud de 
indemnización del imputado es el tribunal que dicta la sentencia absolutoria, el 36% 
manifestó que la vía contenciosa administrativa, el 2% por la materia civil y el 1% 
expresó que una vez identificado dicho error procesal debe ser solicitado.  
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            Marko (2001) (citado por Balbuena, Diaz y Tena 2018) sostiene que: 
A tales fines, el juez o tribunal impone la obligación solidaria, total o parcial, a 
quienes hayan contribuido dolosamente o por culpa grave al error judicial. Para 
Prats (2010), en caso de medidas de coerción sufridas injustamente, el juez o 
tribunal puede imponer la obligación, total o parcialmente, al denunciante o al 
querellante que haya falseado los hechos o litigado con temeridad. (p.23) 
 

El 50% de los abogados sostiene que no hay cumplimiento para accionar en justicia en 
la reparación de daños y perjuicios sufridos por un procesado penalmente, el 40% 
manifestó que un nivel bajo, el 6% expresó que un nivel medio y el 4% tiene un alto 
nivel.  

Cárdenas (2015) manifiesta que la indemnización puede ser acogida, y el Estado ser 
declarado responsable, independientemente de que la causa de la absolución o 
descargo se fundamente o no en la inexistencia subjetiva del hecho imputado, como 
sugiere la legislación española. En la legislación dominicana, es totalmente abierta, lo 
cual puede ser peligroso. Los únicos casos que se exceptúa el pago de la indemnización 
es cuando la libertad se producido por causa de revisión por aplicación de una ley o 
jurisprudencia posterior más benigna y en caso de amnistía o indulto.  
 

Conclusiones 
 
Los resultados obtenidos, de acuerdo al diseño metodológico empleado, permiten 
llegar a las siguientes conclusiones, en el mismo orden de los objetivos.  
 
Con relación al primer objetivo específico: Describir los derechos de los procesados 
penalmente que implican el derecho a indemnización de los procesados penales en los 
casos que obtienen Sentencia absolutoria de cara con el Estado Dominicano.  
 
Desde la perspectiva de este estudio la forma de viabilizar la reparación de daños 
ilegítimos, causados por la inadecuada administración de justicia, pasa por crear un 
mecanismo o recurso que permita declarar la infracción al debido proceso. Con tal 
resolución, que equivale al título de imputación, el afectado tiene el derecho usar la vía 
contenciosa administrativa para que se efectúe la valoración del daño y se determine 
las formas de reparación correspondientes. 
 
Lejos de lo que se espera, la justicia es susceptible de cometer errores y arbitrariedades, 
provocando graves menoscabos tanto patrimoniales como morales, más aún cuando 
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ellos se producen en el marco de un proceso penal. A la luz del sistema de justicia 
dominicano la acción de indemnización por error judicial, muchas veces carece de 
elementos que la hagan eficiente para su objeto principal, el cual es indemnizar a todos 
aquellos que han sido injustamente sometidos a un proceso penal, teniendo que 
recurrir a una instancia de ese orden para obtener lo que el propio Estado le ha negado.  
Con relación al segundo objetivo específico: Explicar el nivel de incidencia en las 
sentencias absolutorias emitidas por el Primer Tribunal Colegiado del Distrito Judicial 
de La Vega que acogen la solicitud de indemnización a favor del imputado. 
 
No en todos los casos en los que se reforma una sentencia a través del recurso de 
revisión, hay lugar a responsabilidad del Estado, tal como aparentemente lo plantea la 
norma constitucional. Dicha responsabilidad y la consecuente rehabilitación e 
indemnización de la persona afectada por parte del Estado, deberían depender no solo 
de que se haya reformado la sentencia revisada, sino y sobre todo, de que se haya 
probado la acusación de un daño ilegítimo por parte del Estado. 
 
Es importante resaltar que la responsabilidad del Estado por el error judicial, 
inicialmente debe partir de un análisis sobre el daño o perjuicio causado, ya sea por la 
acción u omisión del Estado, daño originado en el ejercicio del poder judicial, la cual 
es admisible si el error jurisdiccional es procedente por las altas corporaciones y demás 
tribunales de justicia siempre y cuando su configuración sea incuestionable, y cuyo 
perjuicio o daño encierre una indemnización. 
 
Con relación al tercer objetivo específico: Determinar cuándo, si el Primer Tribunal 
Colegiado del Distrito Judicial de La Vega debe accionar en justicia en la reparación de 
daños y perjuicios sufridos por un procesado penal, el cual obtuvo una sentencia 
absolutoria en el período enero 2017 a enero 2018. 
 
Según los datos que arrojó el estudio, el accionar en justicia constituye una obligación 
de los jueces del fondo, fijar indemnizaciones proporcionales y razonables, tomando 
en consideración la gravedad del daño que el demandante alegue haber recibido, para 
lo cual, en principio gozan de un poder soberano para acordar la indemnización 
correspondiente, salvo cuando los jueces se extralimitan en el ejercicio de esta facultad, 
fijando un monto indemnizatorio excesivo sin sustentarse o evaluar correctamente los 
elementos probatorios que lo justifican. 
 
Al respecto, en materia de daños y perjuicios, la condenación al pago de intereses sobre 
la suma a que asciende la indemnización principal puede ser impuesta a título de 
condenación complementaria o adicional; por ende el tribunal después de haber 
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evaluado el daño determina si la indemnización establecida es razonable y justa y no 
desproporcional o excesiva, ya que fija una indemnización global respecto a los daños 
evaluados, sin establecer de manera particular la cuantía a la que asciende cada uno de 
esos daños (Físicos y psicológicos), en donde se constate si dicha indemnización guarda 
relación con la magnitud de los daños irrogados por un error judicial.   
 
Con relación al cuarto objetivo específico: Identificar los criterios contenidos en las 
sentencias del Primer Tribunal Colegiado del Distrito Judicial de La Vega para accionar 
en justicia en la reparación de daños y perjuicios sufridos por un procesado penal, el 
cual obtuvo una sentencia absolutoria en el período enero 2017 a enero 2018. 
 
En ese orden de idea, el sistema de responsabilidad de Estado en el ordenamiento 
jurídico, debe sostenerse en la idea firme de la garantía que el mismo representa para 
los administrados. Cuando una persona solicita la reparación e indemnización de sus 
derechos vulnerados contra la administración, se evidencia la garantía ciudadana y el 
respeto por los derechos fundamentales que son primordiales en el sistema 
democrático de derecho.  
 
Las decisiones erróneas o equivocadas de los jueces en parte han sido aceptadas por el 
ordenamiento jurídico, puesto que se ha generado una constante búsqueda de mitigar 
estas adversidades legales luego de que se han presentado, una muestra de ello son los 
recursos que se pueden interponer y la responsabilidad patrimonial del Estado. 
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Resumen  
 
La presente investigación tiene el objetivo de determinar la incidencia de la mora 
judicial en los expedientes en la litis sobre derechos registrados ante el Tribunal de 
Tierras de Jurisdicción Original de la Provincia Espaillat, período 2017-2019. Como 
resultando de dicho análisis en el periodo señalado, se ha determinado que son 
diversas las situaciones que se presentan en los procedimientos de la litis sobre 
derechos registrados, verificándose que ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original de la Provincia Espaillat, ha tenido una notable incidencia la mora judicial, la 
cual trae como consecuencia la violación de los procedimientos, el incumplimiento de 
los plazos, congestionamiento del proceso y la violación a la propiedad privada. Los 
Tribunales de la Jurisdicción Inmobiliaria son los únicos competentes para conocer de 
la litis sobre derechos registrados siguiendo las disposiciones procesales contenidas en 
la ley  108-05 y sus reglamentos, cuyo procedimiento, primero se debe depositar y 
notificación de demanda, luego la fijación de audiencia, seguido de la audiencia y 
sometimiento de pruebas y por último la audiencia de fondo, presentándose mora 
judicial precisamente en el tiempo en que debe darse el fallo de dicha audiencia. 
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Palabras Claves: mora judicial, litis sobre derechos registrados, litis, derechos 
registrados 
 
 
Summary  
    
The purpose of this investigation is to determine the incidence of judicial delay in the 
files in the litigation on rights registered before the Land Court of Original Jurisdiction 
of the Espaillat Province, period 2017-2019. As a result of said analysis in the indicated 
period, it has been determined that the situations that arise in the proceedings of the 
litigation on registered rights are diverse, verifying that before the Land Court of 
Original Jurisdiction of the Espaillat Province, it has had a notable incidence of judicial 
default, which results in violation of procedures, non-compliance with deadlines, 
congestion of the process and violation of private property. The Courts of the Real 
Estate Jurisdiction are the only ones competent to hear the litigation on registered 
rights following the procedural provisions contained in Law 108-05 and its regulations, 
whose procedure, first must be deposited and notification of demand, then the setting 
of hearing , followed by the hearing and submission of evidence and finally the 
substantive hearing, judicial default being presented precisely at the time when the 
ruling of said hearing must be given. 
 
Keywords: judicial default, litigation on registered rights, litigation, registered rights 
 
Introducción 
La convivencia social se hace cada día más compleja y como consecuencia surgen 
situaciones violatorias a los derechos reales, ya sean principales o accesorios y crean lo 
que se llama litis sobre Derechos Registrados. Cuando se habla de derechos registrado 
se refiere a todo derecho que se registra ante el Registro de Títulos.  
 
Un derecho se considera registrado cuando el Decreto de Registro haya sido transcrito, 
es decir, copiado in extenso en el libro registro, en la oficina del Registrador de Títulos 
del Tribunal de Tierras correspondiente. Derecho percibido por la Administración del 
Registro. Las causas que pueden producir una litis sobre derechos registrados son 
muchas y variadas. Como principio general se puede afirmar que la litis sobre derechos 
registrados pueden ser causadas por cualquier situación jurídica, surgida por 
posterioridad al registro de los derechos inmobiliarios, que puedan legalmente afectar, 
cuestionar o poner en juego esos derechos. 
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En la provincia Espaillat con relativa frecuencia surgen litis sobre derechos registrados, 
cuyos procesos son incoados ante el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original. 
Una de las quejas constantes de los reclamantes, es que en dicho tribunal no se da 
cumplimiento al debido proceso en materia de litis sobre derechos registrados, sobre 
todo en lo que tiene que ver con el plazo razonable, toda vez que existe mora judicial  
para fallar los expedientes, lo cual crea que en la actualidad tenga un cúmulo de casos 
pendientes de fallo y expedientes archivados por falta de cumpliendo de exigencias 
procesales establecidas en el artículo 67 de la Ley 108-05, que establece que: “una vez 
el expediente queda en estado de fallo el Tribunal tiene un plazo de sesenta (60) días 
para dictar sentencia”. 
 
Otra realidad que se observa es sobre valoración correcta de los medios probatorios en 
la litis sobre derechos registrados, ya que un que la ley de Registro Inmobiliario y el 
artículo 40 del Reglamento de los Tribunales de Tierra, establecen debidamente los 
pasos para el procedimiento de litis sobre derechos registrados, es muy frecuente la 
inobservancia de los mismos, debido entre otras cosas al desconocimiento de la ley y 
su marco de aplicación y la poca preparación de los abogados, lo que trae como 
consecuencia la poca conciencia de los mismos en torno a su función y mal servicio a 
sus clientes e irresponsabilidad. Esto trae consigo que muchos casos se desestiman, por 
la mala instrumentación de los abogados, lo que entorpece la ejecución de los 
procedimientos establecidos en esta materia.  
 
Otro punto que se cuestionan es el fundamento del criterio de Juez para acoger o 
rechazar una litis sobre derechos registrados causando una mora judicial, ya que los 
del sistema y abogados perciben que no reciben una tutela real y efectiva de su derecho 
de propiedad. Además, se observa en el Tribunal de Tierras, cúmulo de expedientes, 
debido a la gran calidad de incidentes elevados por los abogados, lo que hace que los 
procesos se vuelvan lentos y se le dé larga a la acción de la justicia, o por negligencia 
de los mismos jueces que no fallan con la celeridad que se requiere.    
 
La problemática antes planteada, de continuar el curso actual, traería consigo 
obstáculos en la dinámica jurídica en la rama inmobiliaria, ya que cualquier derecho 
registrado que sea cuestionado seria y legalmente, genera una mora judicial en la litis 
sobre derecho registrado, provocando estancamiento en los procesos que se llevan a 
cabo por ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original. 
 
Esta realidad es la que impulsa a realizar una investigación para evaluar los factores 
que inciden en el nivel de aplicación del procedimiento de la litis sobre derechos 
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registrados por ante el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat, para 
identificar las causas y consecuencias que genera dicha problemática. 
 
 
Desarrollo 
 
Etimológicamente, los orígenes del termino de Mora, se debe a los griegos, los cuales 
adoptaron el término Moron, traduciéndola como Morum, para referirse al hecho de la 
tardanza en el cumplimiento o ejecución de una tarea o de una obligación, y que, por 
una deformación o adaptación a nuestra lengua, paso a ser Mora, con igual 
significación: dilación. -La mora es el retraso voluntario en el cumplimiento de las 
obligaciones puestas a cargo de un deudor, cualquiera que sea su deber. 
 
Para Rivera (2000, p. 56) “la mora judicial es un problema de tardanza en la aplicación 
de la ley”. Una consagración jurídica y como tal, una imputación de violación de las 
normas legales por parte de jueces y funcionarios de la organización judicial en el 
cumplimiento de sus funciones.  
 
Carpizo (2011, p. 42) considera la mora judicial con un carácter serio y honesto, habría 
que decir que constituye toda tardanza en la tramitación y decisión final de un proceso 
judicial, sin distinguir que dicha tardanza constituya un subterfugio del tribunal, de 
las partes, o una facultad otorgada por las normas procedimentales. 
 
Según el citado autor, en el mismo momento en que la celeridad, la rapidez, la agilidad 
no se encuentran presentes en un procedimiento llevado por ante los tribunales, hay 
mora judicial. Así en unos países la legislación define la mora judicial como 
incumplimiento de los plazos legales, en otros se asimila mora judicial con el retraso 
respecto de la duración razonable o estimada del proceso. Por otra parte, también la 
diversidad se refleja en el marco normativo de mención. La mora judicial aparece 
contemplada en la Constitución, al tiempo que, en normativa orgánica, o sólo en ésta. 
En cuanto al derecho registrado, Ciprián que lo es cuando el Decreto de Registro haya 
sido trascrito, es decir copiado in extenso en el libro registro, en la oficina del 
Registrador de Títulos del Tribunal de Tierras correspondiente.  
 
Para Cedeño (2006, p. 45), la litis es entendida como la disputa que da materia a un 
Juicio. El litigio es un completo de intereses calificado por las pretensiones de uno de 
los interesados y por la resistencia del otro.  El litigio es la llave que abre la puerta al 
proceso. Para que haya litigio hay que tener pretensiones. La litis es aquella demanda 
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que pone en juego el derecho de propiedad inmobiliaria o algún derecho real, accesorio 
registrado.  
 
Este concepto viene del latín Litinguin que significa: contienda, litigio, proceso, pleito 
o juicio. El litigio es considerado como el conflicto jurídicamente trascendente que 
constituye el punto de partida o causa determinante de un proceso. 
    
Para Moreta (1997, p. 32), “las causas que pueden producir una litis sobre derechos 
registrados son muchas y variadas. Pero como principio general se puede afirmar que 
la litis sobre derechos registrados pueden ser causadas por cualquier situación jurídica, 
surgida por posterioridad al registro de los derechos inmobiliarios, que puedan 
legalmente afectar, cuestionar o poner en juego esos derechos”. 
 
Algunas de ellas, fiel al principio general que se ha esbozado, y a la cita señalada se 
puede afirmar que cualquier contestación en relación con el derecho de propiedad 
inmobiliario, amparada por el certificado de título correspondiente, da lugar a una litis 
sobre derechos registrados. Cuando es cuestionada la validez del certificado de título 
de un acreedor hipotecario, aunque sea en el curso de un procedimiento de embargo 
inmobiliario, hay razón paraa que se plantee una litis sobre derecho registrado. Con 
esto no se viola el texto legal del artículo 10 de la Ley de Registro de Tierras.  
 
No debe interpretarse que el Tribunal de Tierras adquiere competencia para conocer 
de incidentes de embargo inmobiliario, sino que la cuestión de determinar la validez o 
no del referido certificado de título, es de la competencia del Tribunal de Tierras.  
 
Cualquier derecho inmobiliario registrado que sea cuestionado seria y legalmente, 
genera una litis sobre derecho registrado. Toda contestación que surja como 
consecuencia de un aumento de valor de la propiedad, como consecuencia de la 
plusvalía que genera el fomento de mejoras legalmente reconocidas, genera una litis 
sobre derecho registrado. 
 
Las contestaciones que surjan entre los co-propietarios de terrenos registrados en 
comunidad, son litis sobre derechos registrados. Una demanda en nulidad de un acto 
de venta de terreno registrado, constituye una litis de terreno registrado. Las 
contestaciones que pueden surgir sobre la titularidad de un derecho registrado, 
después de producirse una dación en pago, son litis sobre derecho registrado. Todas 
las contestaciones entre condominios, a causa de régimen de condominio que los une, 
constituyen litis sobre derecho registrado. Las contestaciones que surjan como 
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consecuencia de un contrato de arrendamiento debidamente registrado, son litis de 
derecho registrado. 
 
Esas causas de litis sobre derecho registrado se han planteado con carácter enunciativo, 
no limitativo. De conformidad a los principios que normará la Ley de Registro de Tierra 
y regulan su aplicación, todos los derechos que no hayan sido invocados en el proceso 
de saneamiento quedan aniquilados por la sentencia que le pone término a éste una 
vez que ha adquirido la autoridad y fuerza de las cosas irrevocablemente juzgada. 
 
Materiales y métodos 
 
El proceso metodológico de este estudio contempla que su diseño es no experimental. 
Esta investigación es de tipo documental, de campo y descriptiva. En este estudio se 
aplicó el método deductivo, porque el mismo parte de lo general para llegar a lo 
particular y de elementos concretos, es decir, que se partirá del planteamiento del 
problema, el objetivo general y específicos, hasta llegar a conclusiones concretas acerca 
de la problemática estudiada. 
 
Presentación de los resultados 
 
Causa que generó  la litis sobre derechos registrados en el Tribunal de Tierras de la 
Jurisdicción Original de Espaillat 
 
De los abogados encuestados, el 45% dice que lo que generó la litis fue la nulidad del 
deslinde, 30% por nulidad de venta, 13% nulidad de arrendamiento y el 12% por 
nulidad de resolución de herederos. 
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Se genera mora judicial en la litis sobre derechos registrados por ante Tribunal de 
Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat 
 
El 52% de los abogados dicen que siempre se genera mora judicial en la litis sobre 
derechos registrados por ante Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de 
Espaillat, 36% dice que a veces y el 12% casi siempre. 
 

 
Causas principales por las que se genera mora judicial en la litis sobre derechos 
registrados por ante Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat 
 
Según el 43% de los abogados asegura que el cúmulo de expediente es la principal de 
las causas por las que se genera mora judicial en la litis sobre derechos registrados por 
ante Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat, 34% la irracionalidad 
de los plazos, 12% fallo fuera del plazo de ley y el otro 12% la lentitud judicial.  
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Consecuencias que genera la mora judicial en la litis sobre derechos registrados en 
el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat 
 
El 41% de los abogados indica que la violación de los procedimientos es la principal 
consecuencia que genera la mora judicial en la litis sobre derechos registrados en el 
Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat, el 27% dice que es el 
incumplimiento de los plazos, 23% congestionamiento del proceso y el 9% la violación 
a la propiedad privada.  
 

 
El Juez le da la valoración correcta a la prueba documental en la litis sobre derechos 
registrados 
 
El 41% de los abogados sostiene que siempre el Juez le da la valoración correcta a la 
prueba documental en la litis sobre derechos registrados, 35% casi siempre y el 24% a 
veces.   
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El Juez le da la valoración correcta a la prueba testimonial en la litis sobre derechos 
registrados 
 
El 48% de los abogados considera que siempre el Juez le da la valoración correcta a la 
prueba testimonial en la litis sobre derechos registrados, el 30% casi siempre y el 22% 
a veces. 

 
El Juez le da la valoración correcta a la prueba pericial en la litis sobre derechos 
registrados 
 
El 54% de los abogados expresa siempre el Juez le da la valoración correcta a la prueba 
pericial en la litis sobre derechos registrados, 30% dice que casi siempre y el 16% dijo 
que a veces. 
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En los análisis realizados se ha podio evidenciar que en las sentencias en cuanto al 
acceso a la justicia se cumplió con este criterio correctamente en el 64% de los casos 
analizados. En cuanto al plazo razonable y la justicia oportuna se cumplen en el 57%, 
21% parcialmente y 21% no se cumple. En cuanto la igualdad se cumple en el 64%, 21% 
parcialmente y el 14% no se cumple. La legalidad se cumple totalmente en el 71%, 
mientras que en el 29% parcialmente. 
 

 
Fuente: Resultado de las rúbricas  
 
En el análisis realizado a las sentencias, en el 79% de los casos la documentación 
aportada fue valorada totalmente, mientras que en el 29% parcialmente. Así mismo se 
ha verificado que en el 57% de los casos la valoración de la prueba testimonial fue 
correcta, mientras que en el 43% se realizó parcialmente. Así mismo, solo se tuvo que 
valorar la prueba pericial en el 36% de los casos.  
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Discusión de los resultados  
 
Variable 1: Mora judicial en la litis sobre derechos registrados 
 
Al cuestionar a los abogados, el 52% de los mismos dicen; que siempre se genera mora 
judicial en la litis sobre derechos registrados por ante Tribunal de Tierras de la 
Jurisdicción Original de Espaillat; 36% dice que a veces y el 12% casi siempre.  
 
Según el 43% de los abogados el cúmulo de expediente es la principal de las causas por 
las que se genera mora judicial en la litis sobre derechos registrados por ante Tribunal 
de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat, 34% la irracionalidad de los plazos, 
12% fallo fuera del plazo de ley y el otro 12% la lentitud judicial.  
 
En el análisis realizado se ha podido evidenciar que, en las sentencias en cuanto al 
acceso a la justicia se cumplió con este criterio correctamente en el 64% de los casos 
analizados. En cuanto al plazo razonable y la justicia oportuna, se cumple en el 57%, 
21% parcialmente y 21% no se cumple. En cuanto la igualdad, se cumple en el 64%, 
21% parcialmente y el 14% no se cumple. Respecto a la legalidad, se cumple totalmente 
en el 71%, mientras que en el 29% parcialmente. 
 
Para Rivera (2000, p. 56) “la mora judicial es un problema de tardanza en la aplicación 
de la ley”. Una consagración jurídica y como tal, una imputación de violación de las 
normas legales por parte de jueces y funcionarios de la organización judicial en el 
cumplimiento de sus funciones.  
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Carpizo (2011, p. 42) define la mora judicial con un carácter serio y honesto, habría que 
decir que esta constituye toda tardanza en la tramitación y decisión final de un proceso 
judicial, sin distinguir que dicha tardanza constituya un subterfugio del tribunal, de 
las partes, o una facultad otorgada por las normas procedimentales. 
 
Según el citado autor, en el mismo momento en que la celeridad, la rapidez, la agilidad 
no se encuentran presentes en un procedimiento llevado por ante los tribunales, hay 
mora judicial. Así en unos países la legislación define la mora judicial como 
incumplimiento de los plazos legales, en otros se asimila mora judicial con el retraso 
respecto de la duración razonable o estimada del proceso.  
 
Por otra parte, también la diversidad se refleja en el marco normativo de mención. La 
mora judicial aparece contemplada en la Constitución, al tiempo que en normativa 
orgánica, o sólo en ésta. 
 
Es por ello, según Henríquez (2013, p. 57) que “esta constatación obliga de entrada a 
distinguir entre una acepción formal de mora judicial, circunscrita al mero 
incumplimiento de los plazos legales en la tramitación de los procesos; y una acepción 
material o real de mora judicial concebida como retraso respecto de la duración 
razonable o estimada del procedimiento”.  
 
Es en este último sentido, cabría hablar de mora en algunos procesos pese a haberse 
cumplido los plazos legales, en los supuestos de procesos inadecuados, que abocan a 
dilaciones indebidas, cuando admiten la utilización de incidentes y recursos con 
finalidades dilatorias. 
 
Variable 2: Consecuencia que genera la mora judicial en la litis sobre derechos 
registrados. 
 
En este sentido, el 41% de los abogados dice que la violación de los procedimientos es 
la principal consecuencia que genera la mora judicial en la litis sobre derechos 
registrados en el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat, el 27% dice 
que es el incumplimiento de los plazos, 23% congestionamiento del proceso y el 9% la 
violación a la propiedad privada.  
 
Dichos planteamientos, coinciden perfectamente con lo que expresa Moreta, (1997), en 
cual establece que “las causas que pueden producir una litis sobre derechos registrados 
son muchas y variadas. Pero como principio general se puede afirmar que la litis sobre 
derechos registrados pueden ser causadas por cualquier situación jurídica, surgida por 
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posterioridad al registro de los derechos inmobiliarios, que puedan legalmente afectar, 
cuestionar o poner en juego esos derechos”.  
 
Para Cedeño (2006, p. 45), “la litis debe ser entendida como la disputa que da materia 
a un Juicio. La litis es un conjunto de intereses calificados por las pretensiones de uno 
de los interesados y por la resistencia del otro”. Es la llave que abre la puerta al proceso, 
para que haya litis hay que tener pretensiones. La litis es aquella demanda que pone 
en juego el derecho de propiedad inmobiliaria o algún derecho real, accesorio 
registrado. 
 
Litis es todo conflicto, disputa o enfrentamiento que da inicio a un proceso legal, ya sea 
por la resistencia de una de las partes o por mutuo consentimiento de los interesados 
con el fin de conocer el derecho de propiedad.  
 
Variable 3: Valoración dada por en el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción a los 
medios probatorios 
 
Sobre este particular, el 41% de los abogados dicen que siempre el Juez le da la 
valoración correcta a la prueba documental en la litis sobre derechos registrados, 35% 
casi siempre y el 24% a veces. El 48% considera que siempre el Juez le da la valoración 
correcta a la prueba testimonial en la litis sobre derechos registrados, el 30% casi 
siempre y el 22% a veces. El 54% expresa que siempre el Juez le da la valoración correcta 
a la prueba pericial en la litis sobre derechos registrados, 30% dice que casi siempre y 
el 16% dijo que a veces. 
 
En el análisis realizado a las sentencias en el 79% de los casos la documentación 
aportada fue valorada totalmente, mientras que en el 29% parcialmente. Así mismo se 
ha verificado que en el 57% de los casos la valoración de la prueba testimonial fue 
correcta, mientras que en el 43% se realizó parcialmente. Así mismo, solo se tuvo que 
valorar la prueba pericial en el 36% de los casos.  
 
Los medios de pruebas están regidos por las reglas en materia civil, es decir a una cierta 
jerarquización probatoria, de conformidad con los artículos 1341, 1347 y 1348 del 
Código Civil, que establecen una escala valorativa de los elementos probatorios, 
comenzando por los actos auténticos, bajo firmas privadas y así en lo sucesivo.  
 
En esta materia las pruebas escritas deberán estar por encima de las testimoniales, en 
virtud de que no existe aquí la libertad probatoria que existe en las demás 
jurisdicciones; pues se trata de retener la comprobación de actos jurídicos y el juez está 
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sujeto al legalismo axiológico, basando su fallo en los documentos escritos de manera 
principal, por ser estas las llamadas pruebas perfectas. Esto no implica que los demás 
medios probatorios revistan su importancia en el proceso, sino que deberán analizarse 
los medios partiendo de la jerarquía instituida en al artículo 1316 del Código Civil. 
 
Toda prueba presentada en un proceso deberá estar fundamentada en la norma, ello 
así porque nuestra constitución en su artículo 69 numeral 8, prescribe que toda prueba 
obtenida en violación a la ley será nula. Esto implica desde luego que las pruebas 
presentadas en el referimiento deberán haber sido sometidas al tener de la 
Constitución, pues se trata de la protección de un derecho fundamental concerniente 
al debido proceso y a la tutela judicial efectiva.   
 
De ahí que el conocimiento extrajudicial, que tenga el juez de un hecho, no puede 
tomarlo en cuenta como medio de prueba, y por la misma razón la prueba obtenida 
por violencia, constreñimiento o métodos dolosos es ilícita y debe ser descartada por 
el juez. 
 
Variable 4: El criterio en que se fundamenta el juez 
 
En este sentido, el 53% de los abogados dice que en los hechos es donde se fundamenta 
el Juez del Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat sus decisiones en 
la Litis sobre derechos registrados, 41% en lo jurídico y el 6% dice que es en la 
jurisprudencia.  
 
En el análisis de las sentencias, se ha podido verificar que en el 64% de los casos 
analizados la decisión estuvo fundamentada en la ley y reglamentos que rigen la 
materia, mientras que este aspecto se valoró parcialmente en el 36% Así mismo, 57% 
de los casos analizados la decisión estuvo fundamentada en las pruebas aportadas, 
mientras que en el 43% se hizo parcialmente. No se presentó en estos casos ninguna 
fundamentación jurisprudencial. 
 
Según la Escuela Nacional de la Judicatura (2012) la sentencia es definida como el acto 
jurisdiccional que pone fin al proceso o a una etapa del proceso; la sentencia también 
puede ser definida como el producto terminado del proceso cuando es de fondo. Las 
partes han sometido sus pretensiones y su prueba al Tribunal y éste después de darle 
deliberada consideración, dicta lo que se conoce como Sentencia de fondo, la cual es 
llamada también fallo. 
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La Sentencia debe contener los motivos y fundamentos en los cuales se sustenta la 
decisión. Esto constituye la demostración dialéctica y jurídica en que se apoya el 
dispositivo de la Sentencia, por consiguiente, los motivos no deben estar en 
contradicción con el dispositivo, ya que esto podría dar lugar a la casación de la 
Sentencia. El Tribunal debe responder a todos los pedimentos de las partes contenidas 
en sus respectivas conclusiones, ya sea para acogerlos o desestimarlos, sea que figuren 
en sus conclusiones principales, adicionales o subsidiarias, sea que se refieran a una 
defensa, excepción o medio de inadmisión. 
 
Según la Escuela Nacional de la Judicatura (2012), la exigencia de una motivación 
refleja no solamente la imparcialidad de los tribunales frente a las partes, sino también 
la garantía de una buena administración de justicia para la sociedad; la Suprema Corte 
de Justicia sostiene que es una necesidad imperativa para todos los tribunales del orden 
judicial motivar sus sentencias, que es importante que la Suprema Corte de Justicia 
como Corte de Casación esté siempre en condiciones de apreciar todos los hechos y 
circunstancias del caso y su calificación, de manera que los hechos se enlacen con el 
derecho aplicado y así, de ese modo, apreciar sí la ley ha sido bien o mal aplicada. 
(Casación. Cámara Penal. 28 de enero de 1999, B.J. 1058, Vol. I. Pag.178-182). 
 
 
Conclusiones 
 
Después de haber analizado cuidadosamente los datos arrojados por la encuesta, se 
puede concluir de la siguiente manera: 
 
Con relación al objetivo específico no. 1: Determinar las causas que generan la mora 
judicial en la litis sobre derechos registrados en el Tribunal de Tierras de la 
Jurisdicción Original de Espaillat, se concluye: 
 
El 52% de los abogados asegura que siempre se genera mora judicial en la litis sobre 
derechos registrados por ante Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de 
Espaillat, 36% dice que a veces y el 12% casi siempre. Según el 43% de los abogados el 
cúmulo de expediente es la principal de las causas por las que se genera mora judicial 
en la litis sobre derechos registrados por ante Tribunal de Tierras de la Jurisdicción 
Original de Espaillat, 34% la irracionalidad de los plazos, 12% fallo fuera del plazo de 
ley y el otro 12% la lentitud judicial.  
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En el análisis realizado se ha podio evidenciar que, en las sentencias en cuanto al acceso 
a la justicia, se cumplió con este criterio correctamente en el 64% de los casos 
analizados. En cuanto al plazo razonable y la justicia oportuna, se cumplen en el 57%, 
21% parcialmente y 21% no se cumple. En cuanto la igualdad se cumple en el 64%, 21% 
parcialmente y el 14% no se cumple. Respecto a la legalidad se cumple totalmente en 
el 71%, mientras que en el 29% parcialmente. 
 
Se concluye que se ha podido determinar que el cúmulo de expediente, la 
irracionalidad de los plazos y el fallo fuera del plazo de ley son las causas que generan 
la mora judicial en la litis sobre derechos registrados en el Tribunal de Tierras de la 
Jurisdicción Original de Espaillat. 
 
Con relación al objetivo específico no. 2: Identificar la consecuencia que genera la 
mora judicial en la litis sobre derechos registrados en el Tribunal de Tierras de la 
Jurisdicción Original de Espaillat, se concluye: 
 
En este sentido, el 41% de los abogados considera que la violación de los 
procedimientos es la principal consecuencia que genera la mora judicial en la litis sobre 
derechos registrados en el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat, 
el 27% dice que es el incumplimiento de los plazos, 23% congestionamiento del proceso 
y el 9% la violación a la propiedad privada.  
 
Con relación al objetivo específico no. 3: Verificar la valoración dada por los Jueces  
en el Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat a los medios 
probatorios en la litis sobre derechos registrados, se concluye:  
 
Sobre este particular, el 41% de los abogados dicen que siempre el Juez le da la 
valoración correcta a la prueba documental en la litis sobre derechos registrados, 35% 
casi siempre y el 24% a veces. El 48% considera que siempre el Juez le da la valoración 
correcta a la prueba testimonial en la litis sobre derechos registrados, el 30% casi 
siempre y el 22% a veces. El 54% expresa que siempre el Juez le da la valoración correcta 
a la prueba pericial en la litis sobre derechos registrados, 30% dice que casi siempre y 
el 16% dijo que a veces. 
 
En el análisis realizado a las sentencias en el 79% de los casos la documentación 
aportada fue valorada totalmente, mientras que en el 29% parcialmente. Así mismo se 
ha verificado que en el 57% de los casos la valoración de la prueba testimonial fue 
correcta, mientras que en el 43% se realizó parcialmente. Así mismo, solo se tuvo que 
valorar la prueba pericial en el 36% de los casos.  
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Con relación al objetivo específico no. 4: Indagar el criterio en que se fundamenta el 
juez del Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat en sus 
decisiones en la Litis sobre derechos registrados, se concluye: 
 
El 53% de los abogados dice que en los hechos es donde se fundamenta el Juez del 
Tribunal de Tierras de la Jurisdicción Original de Espaillat sus decisiones en la Litis 
sobre derechos registrados, 41% en lo jurídico y el 6% dice que es en la jurisprudencia.  
En el análisis de las sentencias, se ha podido verificar que en el 64% de los casos 
analizados la decisión estuvo fundamentada en la ley y reglamentos que rigen la 
materia, mientras que este aspecto se valoró parcialmente en el 36% Así mismo, 57% 
de los casos analizados la decisión estuvo fundamentada en las pruebas aportadas, 
mientras que en el 43% se hizo parcialmente. No se presentó en estos casos ninguna 
fundamentación jurisprudencial. 
 
Con relación al objetivo general: Determinar la incidencia de la mora judicial en litis 
sobre derechos registrados ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original de la 
Provincia Espaillat, período 2017-2019, se concluye: 
 
Son diversas las situaciones que se presentan en los procedimientos de la litis sobre 
derechos registrados, verificándose que ante el Tribunal de Tierras de Jurisdicción 
Original de la Provincia Espaillat, ha tenido una notable incidencia la mora judicial, la 
cual trae como consecuencia la violación de los procedimientos, el incumplimiento de 
los plazos, congestionamiento del proceso y la violación a la propiedad privada. 
 
Los Tribunales de la Jurisdicción Inmobiliaria son los únicos competentes para conocer 
de la litis sobre derechos registrados siguiendo las disposiciones procesales contenidas 
en la ley  108-05 y sus reglamentos, cuyo procedimiento, primero se debe depositar y 
notificación de demanda, luego la fijación de audiencia, seguido de la audiencia y 
sometimiento de pruebas y por último la audiencia de fondo, presentándose mora 
judicial precisamente en el tiempo en que debe darse el fallo de dicha audiencia. 
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Resumen 
 
La presente investigación se realiza para analizar los criterios del valor probatorio que 
le otorga el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, a la declaración de la víctima como 
Fundamento para una sentencia condenatoria en los casos de violencia de género e 
intrafamiliar. Por la naturaleza de las variables que fueron sometidas a medición, el 
presente diseño es de carácter no experimental, tipos de investigación que se utilizaron 
para este estudio fueron de campo, documental y descriptiva. Se utilizó el método 
deductivo, con el que se buscó realizar la descripción objetiva, sistemática y 
cuantitativa del contenido.  Para la recolección de los datos se emplearon la técnica de 
la encuesta.  Después de analizar los datos obtenidos mediante los instrumentos se 
obtuvo como resultado que el valor probatorio que le otorga el Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, a la declaración de la víctima como fundamento para una sentencia 
condenatoria en los casos de violencia de género e intrafamiliar, los jueces de dicho 
tribunal procuran que se cumplan con las condiciones requeridas para que el 
testimonio de la víctima pueda constituir una prueba de un peso significativo, teniendo 
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como norte verificar en todo momento que si el mismo no resulta serio o fiable, no 
podrá ser tomado en consideración. 
 
Palabras Claves: Valor probatorio, Declaración de la Víctima, violencia de género e 
intrafamiliar. 
 
 
Summary  
 
This research is carried out to: Analyze the criteria of the probative value granted in 
the First Collegiate Court of the Criminal Chamber of the Court of First Instance in the 
Judicial District of Duarte to the Declaration of the Victim as Ground for a Conviction 
in the cases of domestic and gender violence. Due to the nature of the variables that 
were subjected to measurement, this design is non-experimental, types of research 
used for this study were field, documentary and descriptive. The deductive method 
was used, with which it was sought by carrying out the objective, systematic and 
quantitative description of the content. The survey technique was used to collect the 
data. After analyzing the data obtained through the instruments, the result was that 
when analyzing the criteria of the probative value granted in the First Collegiate Court 
of the Criminal Chamber of the Court of First Instance in the Judicial District of Duarte 
to the Declaration of the Victim As a basis for a conviction in cases of gender violence, 
it is perceived that the judges of said court ensure that the conditions required are met 
so that the victim's testimony can constitute evidence of significant weight, having as 
its goal to verify at all times that if it is not serious or reliable, it cannot be taken into 
consideration. 
 
Key Words: Probative value, Victim's Declaration, gender and intra-family violenc
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Introducción 
 
El incremento de la violencia de género e intrafamiliar, en la ciudad de San francisco 
de Macorís, como a nivel mundial, es causa de alarma para todos los estratos sociales. 
Según las estadísticas del Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, correspondientes al período 2018-
2019, es alarmante la cantidad de víctimas que acuden a denunciar la ocurrencia de 
hechos que constituyen violencia   intrafamiliar o violencia basada en género. 
 
La problemática principal en estos casos es que el agresor se asegura que nadie 
presenciado los hechos delictivos, de lo que se deriva la dificultad probatoria, pero no 
imposible, cuando se cuenta con la declaración inculpatoria de la víctima.  
 
Actualmente, en el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, ha sido un criterio constante el de 
otorgar valor probatorio a la declaración de la víctima para fundamentar una sentencia 
condenatoria; esto ha sido cuestionado por algunos abogados penalistas, bajo el 
argumento de que el testimonio de la víctima no resulta ser suficiente por sí solo, y en 
casos extremos debe de reunir una serie de requisitos que de no existir se estaría 
atentando contra el principio de presunción de inocencia del cual es acreedor todo 
imputado. 
 
En definitiva, con este triple examen o perspectiva de la declaración de la víctima, lo 
que se persigue es verificar la credibilidad del testimonio, porque como acredita la 
psicología del testimonio, un acontecimiento del que alguien ha sido testigo, y en 
mayor medida, si ha sido víctima, puede sufrir una reelaboración en su mente con el 
paso del tiempo, y ello, partiendo de una sinceridad inicial, ya que la memoria puede 
sufrir cambios en el recuerdo de lo vivido. 
 
Esta situación expuesta, está trayendo como consecuencia ciertas controversias en 
audiencias donde, en ocasiones, solo tenemos la declaración de la víctima como única 
prueba a cargo, frente a la declaración del agresor, que lo niega todo. Además, en un 
Estado de Derecho, el investigado goza de la presunción de inocencia, como derecho 
fundamental, el juicio debe realizarse con todas las garantías establecidas por la ley, 
bajo los principios de inmediación, oralidad, contradicción, publicidad e igualdad de 
armas. 
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Desarrollo 
 
La víctima es la persona directamente ofendida por el hecho punible (art. 83.1 CPP). 
Esta puede convertirse en parte del proceso penal, presentando una querella o 
constituyéndose en actor civil, pudiendo asumir ambos roles a la vez. Como 
querellante, la víctima estará facultada para promover la acción penal y acusar, según 
las condiciones dispuestas por el Código Procesal Penal en los artículos arts. 85 y 267 y 
siguientes. 
 
Para que la declaración de la víctima fundamente el fallo condenatorio, la 
jurisprudencia internacional ha establecido tres requisitos básicos: 1. Ausencia de 
incredibilidad subjetiva, 2. Verosimilitud y 3. Persistencia en la incriminación. 
 
Hay que tener en cuenta que tales requisitos no han de concurrir necesariamente todos 
unidos para que la sala de instancia pudiera dar crédito a la declaración testifical de la 
víctima como prueba a cargo. Son pautas orientativas, sin vocación excluyente de otras. 
Pero incluso en el caso de que alguno de estos tres elementos no fuere, en todo o en 
parte, favorable a la credibilidad del testimonio de la víctima, puede el órgano judicial 
concederle validez como prueba de cargo siempre, eso sí, que motive suficientemente 
las razones de su proceder. 
 
Al referirse a este aspecto, el Tribunal Constitucional dominicano en su sentencia 
TC/0120/13, ha establecido:  
 
e) Los jueces tienen la obligación de aplicar la norma y valorar las pruebas, valoración 
que tan solo ha de procurar cumplir con la aplicación de las reglas que el juicio le 
ordena; de ahí que en la sentencia objeto del presente recurso se puso de relieve que 
los jueces, a través de la inmediación, contradicción y oralidad, pudieron apreciar y 
valorar la veracidad de dichos testimonios, cuestión que no puede ser cuestionada, 
salvo que se tratare de una falta de motivación, que no es el caso. 
 
f) La Suprema Corte de Justicia valoró y retuvo el testimonio de la víctima como prueba 
idónea y suficiente para adoptar su decisión, cuestión que no invalida la sentencia, pues 
también el alto tribunal pudo valorar las declaraciones y argumentos del recurrente; 
pero no hay que dudar que, en este tipo de delito, el testimonio de la víctima puede 
constituir una prueba de un peso significativo, salvo que el tribunal pueda advertir que 
el mismo no resulta serio o fiable para tomarlo en consideración. 
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En el ámbito internacional, la valoración de la declaración de las víctimas en el seno del 
procedimiento penal ha sido una cuestión que ha suscitado no pocas interpretaciones 
por los tribunales, generando finalmente, una serie de criterios aceptados y 
desarrollados. Por ejemplo, en el caso de Tribunal Superior español en su reciente 
Sentencia nº 119/2019 de 6 de marzo en la que, se consideró que la declaración de la 
víctima cumplía con los requisitos para ser tomada como prueba a cargo única. En la 
misma, se detallan aquellos factores que serán tenidos en cuenta en el proceso 
valorativo del Tribunal, pudiendo citar los siguientes: 
 

1. Seguridad en la declaración ante el Tribunal. 
2. Concreción en el relato de los hechos ocurridos objeto de la causa. 
3. Claridad expositiva ante el Tribunal. 
4. “Lenguaje gestual” de convicción. Elemento de gran importancia que se 

caracteriza por la forma en que la víctima se expresa desde el punto de vista del 
lenguaje no verbal con el que se acompaña la declaración ante el Tribunal. 

5. Seriedad expositiva. 
6. Expresividad descriptiva en el relato de los hechos ocurridos. 
7. Ausencia de contradicciones y concordancia del iter relatado de los hechos. 
8. Ausencia de lagunas en el relato de exposición que pueda llevar a dudas de su 

credibilidad. 
9. La declaración no debe ser fragmentada. 
10. Debe desprenderse un relato íntegro de los hechos y no fraccionado acerca de lo 

que le interese declarar y ocultar lo que le beneficie acerca de lo ocurrido. 
11. Debe contar tanto lo que a ella y su posición beneficia y como lo que le perjudica. 

 
Estos criterios no pueden interpretarse de forma aislada, sino que, han de entenderse y 
valorarse en relación a otra serie de circunstancias y factores como puede ser el hecho 
de que la víctima pueda padecer una situación de temor por volver a revivir lo 
sucedido al contarlo de nuevo ante el Tribunal, teniendo en cuenta que, normalmente 
ya lo habrá realizado en dependencias policiales o sede sumarial.  
 
Además, también habrán de tenerse en cuenta factores como las dificultades que pueda 
expresar la víctima al recordar hechos que ha vivido, temor al acusado o a la familia 
del mismo ante las posibles represalias, deseo de terminar cuanto antes la declaración 
o a olvidar los hechos e incluso presiones de su propio entorno. 
 
En estos casos, se trata de confrontar la declaración del acusado con la de la víctima, 
siendo por ello que la Sala del Tribunal Supremo fija unos criterios consolidados en 
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orden a valorar la declaración de la víctima en relación a los criterios de valoración 
anteriormente detallados: 
 

1. La declaración de la víctima no es prueba indiciaria sino prueba directa, y ha 
sido admitida como prueba a cargo tanto por la doctrina del Tribunal Supremo 
(STS 1317/2004), como del Tribunal Constitucional (STC 173/90, 229/91). 

2. No es automáticamente prueba a cargo suficiente ya que está sometida a la 
valoración del Tribunal sentenciador. 

3. Esta declaración no es asimilable totalmente a la de un tercero. 
4. Las declaraciones de la víctima o perjudicado tienen valor de prueba testifical, 

siempre que se practiquen con las debidas garantías y son hábiles por si solas 
para desvirtuar la presunción constitucional de inocencia de forma específica en 
los delitos en que por las circunstancias en que se cometen no suele concurrir la 
presencia de otros testigos. 

5. Cuando es la única prueba de cargo exige una cuidada y prudente valoración 
por el Tribunal sentenciador. 

6. Existe una situación límite de riesgo para el derecho constitucional de 
presunción de inocencia cuando la única prueba a cargo la constituye la 
declaración de la víctima del delito. 

 
 
Materiales y métodos 
 
El proceso metodológico de este estudio es de diseño es no experimental. Esta 
investigación es de tipo documental, de campo y descriptiva. En este estudio se aplicó 
el método deductivo, porque el mismo parte de lo general para llegar a lo particular y 
de elementos concretos, es decir, que se partirá del planteamiento del problema, el 
objetivo general y específicos, hasta llegar a conclusiones concretas acerca de la 
problemática a las excepciones del procedimiento, portando recomendaciones 
prácticas para reforzar las debilidades que puedan encontrarse en este estudio. La 
técnica utilizada fue la encuesta, la cual busca conocer los fenómenos estudiados a 
través de la aplicación de un cuestionario. El cuestionario fue diseñado en base a los 
indicadores extraídos de las variables objeto de estudio.  
 
Presentación de los resultados 
 
Frecuencia con que se presentan casos en los cuales ha tenido que valorar las 
declaraciones de la víctima 
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El 59% de los abogados considera es muy frecuente que se presenten casos en los cuales 
ha tenido que valorar las declaraciones de las víctimas como única prueba a cargo en 
los casos de violencia de género e intrafamiliar, 30% dice que es frecuente y 10% dijo 
que se presentan de manera ocasional. 

 
Condiciones requeridas para otorgar valor probatorio a las declaraciones de la 
víctima 
 
Respecto a las condiciones requeridas en el Primer Tribunal Colegiado  de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para otorgar 
valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los 
casos de violencia de género e intrafamiliar, los abogados acentúan a la imparcialidad 
con el 69%, originalidad con 76% y contraste con 89% como las que siempre son 
exigidas, así mismo testimonio único con el 45% fue valorada por los abogados en 
mayor proporción en la categoría a veces. 
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Frecuencia con que se aplica la regla de exclusión probatoria con relación a las 
declaraciones de la víctima 
 
El 56% de los abogados dicen que de manera ocasional aplica la regla de exclusión 
probatoria en el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Duarte, con relación a las declaraciones de la víctima 
como única prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, 26% dijo 
que muy frecuente y 17% frecuentemente. 

 
Los jueces al otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima tutelan el 
principio de presunción de inocencia 
 
El 54% de los abogados dice que de manera ocasional los jueces del Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, al otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba 
a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, tutelan el principio de 
presunción de inocencia, 25% dice que muy frecuente y el 21% frecuentemente. 
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El Primer Tribunal Colegiado al otorgar valor probatorio a las declaraciones de la 
víctima cumplió con el debido proceso de ley 
 
El 49% de los abogados está de acuerdo en que el Primer Tribunal Colegiado de la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, al 
otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba a cargo 
en los casos de violencia de género e intrafamiliar, cumplieron con el debido proceso 
de ley, 38% totalmente de acuerdo y 13% en desacuerdo. 

 
 
Discusión de los resultados  
 
La primera variable se refiere a la composición de los programas de reinserción 
social. 
 
Variable 1: Condiciones requeridas para otorgar valor probatorio a las declaraciones 
de la víctima como única prueba a cargo.  
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Respecto a las condiciones requeridas en el Primer Tribunal Colegiado  de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para otorgar 
valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los 
casos de violencia de género e intrafamiliar, los abogados acentúan a la imparcialidad 
con el 69%, originalidad con 76% y contraste con 89% como las que siempre son 
exigidas, así mismo testimonio único con el 45% fue valorada por los abogados en 
mayor proporción en la categoría a veces. 
 
De su lado según los jueces, dentro de las condiciones requeridas para otorgar valor 
probatorio a las declaraciones de la víctima, sobre todo en caso de que sea la única 
prueba aportada, están:  
 
1.- Ausencia de incredibilidad subjetiva derivada de las previas relaciones acusado-
víctima que pongan de relieve un posible móvil de resentimiento, venganza o 
enemistad, que puede enturbiar la sinceridad del testimonio. 
 
2.- Verosimilitud del testimonio que ha de estar rodeado de algunas corroboraciones 
periféricas de carácter objetivo obrantes en el proceso, lo que supone que el propio 
hecho de la existencia del delito está apoyado en algún dato añadido a la pura 
manifestación subjetiva de la víctima, exigencia que habrá de ponderarse 
adecuadamente en delitos que no dejen huellas o vestigios materiales de su 
perpetración. 
 
3.- Persistencia en la incriminación que debe ser prolongada en el tiempo, 
reiteradamente expresada y expuesta sin ambigüedades ni contradicciones, lo que 
significa que la declaración ha de ser concreta, precisa, narrando los hechos con las 
particularidades y detalles que cualquier persona en sus mismas circunstancias sería 
capaz de relatar, coherente y sin contradicciones. 
 
Variable 2: Incidencia de las decisiones pronunciadas por el Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de primera Instancia del Distrito Judicial 
de Duarte. 
 
En este sentido, los jueces afirman que ha sido alta la incidencia de decisiones 
pronunciadas por el Primer Tribunal Colegiado en el Distrito Judicial de Duarte, en las 
cuales ha tenido que valorar las declaraciones de la víctima. 
 
De su lado, el 59% de los abogados consideran que es muy frecuente que se presenten 
casos en los cuales han tenido que valorar las declaraciones de las víctimas como única 
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prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, 30% dice que es 
frecuente y 10% dijo que se presentan de manera ocasional. 
 
Variable 3: Derechos del imputado que son violados al valorar las declaraciones de 
las víctimas como única prueba a cargo en los casos de violencia de genero e 
intrafamiliar. 
 
Según los datos recolectados, el 56% de los abogados dicen que de manera ocasional 
aplica la regla de exclusión probatoria en el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, con relación a 
las declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los casos de violencia de 
género e intrafamiliar, 26% dijo que muy frecuente y 17% frecuentemente. 
 
El 76% de los abogados asegura que con poca frecuencia las reglas de valoración 
utilizadas por los jueces del Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para otorgar valor probatorio a las 
declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los casos de violencia de 
género e intrafamiliar, garantizan el derecho a una sentencia justa, 17% dice que con 
mucha frecuencia y 7% esporádicamente.  
 
El 54% de los abogados indica que de manera ocasional los jueces del Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, al otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba 
a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, tutelan el principio de 
presunción de inocencia, 25% dice que muy frecuente y el 21% frecuentemente. 
 
De su lado, los jueces asegura que se da el tratamiento jurídico adecuado a las 
declaraciones de la víctima como fundamento de una sentencia, ya que se cumplen 
tanto con las formalidades como los requisitos de exclusión probatoria, por lo cual no 
se vulneran los derechos del imputado al valorar las declaraciones de la víctima como 
única prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar. 
 
Variable 4: Percepción de la comunidad jurídica acerca del criterio fijado para 
otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima. 
 
En este sentido, el 49% de los abogados está de acuerdo en que el Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, al otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba 
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a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, cumplieron con el debido 
proceso de ley, 38% totalmente de acuerdo y 13% en desacuerdo. 
 
De su lado el 54% de los abogados dice que de manera ocasional las sentencias 
pronunciadas por el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, cumplen con las condiciones 
esenciales para otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única 
prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, 27% con poca 
probabilidad y el 19% con mucha probabilidad. 
 
Por su parte, los jueces perciben que es acertado el criterio fijado por el Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, para valorar la declaración de la víctima como única prueba a cargo en los caso 
de violencia de género e intrafamiliar, lo cual es garantía de una sentencia justa. Así 
mismo consideran que en todo momento se trata de tutelar el principio de presunción 
de inocencia, el derecho de defensa, y las prerrogativas del debido proceso, a fin de que 
se respeten los derechos tanto del imputado como los de la propia víctima. 
 
 
Conclusiones 
 
Después de haber analizado los datos obtenidos en la presente investigación, se puede 
concluir de la siguiente manera: 
 
Respecto al Objetivo 1: Determinar las condiciones requeridas para otorgar valor 
probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los casos 
de violencia de género e intrafamiliar, se concluye: 
 
Las principales condiciones que han sido valoradas tanto por los jueces y abogados, 
que son tomadas en   el Primer Tribunal Colegiado  de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para otorgar valor probatorio a las 
declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los casos de violencia de 
género e intrafamiliar, son: la imparcialidad, originalidad, contraste ausencia de 
incredibilidad, verosimilitud del testimonio y persistencia en la incriminación que debe 
ser prolongada en el tiempo. 
 
En este sentido el Tribunal constitucional se ha expresado en la sentencia TC/0120/13, 
al establecer que “el testimonio de la víctima como prueba idónea y suficiente para 
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adoptar su decisión, cuestión que no invalida la sentencia, pues también el alto tribunal 
pudo valorar las declaraciones y argumentos del recurrente; pero no hay que dudar 
que, en este tipo de delito, el testimonio de la víctima puede constituir una prueba de 
un peso significativo, salvo que el tribunal pueda advertir que el mismo no resulta serio 
o fiable para tomarlo en consideración”. 
 
Respecto al objetivo 2: Verificar la incidencia de decisiones pronunciadas por el 
Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Duarte, en las cuales ha tenido que valorar las declaraciones de 
las víctimas como única prueba a cargo en los casos de violencia de genero e 
intrafamiliar. 
 
Los resultados obtenidos han revelado que ha sido alta la incidencia de las decisiones 
pronunciadas por el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en las cuales ha tenido que valorar las 
declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los casos de violencia de 
género e intrafamiliar. 
 
En este sentido, los jueces afirman que ha sido alta la incidencia de decisiones 
pronunciadas por el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en las cuales ha tenido que valorar las 
declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los casos de violencia de 
genero e intrafamiliar. De su lado, el 59% de los abogados consideran que es muy 
frecuente que se presenten casos en los cuales han valorado las declaraciones de la 
víctima como única prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, 
30% dice que es frecuente y 10% dijo que se presentan de manera ocasional. 
 
En cuanto al objetivo 3: Describir los derechos del imputado que son susceptibles de 
ser vulnerados al valorar las declaraciones de las víctimas como única prueba a cargo 
en los casos de violencia de genero e intrafamiliar en el Primer Tribunal Colegiado 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia  del Distrito Judicial de Duarte. 
 
De los datos anteriores se concluye que a consideración de jueces no son vulnerados 
los derechos del imputado al valorar las declaraciones de las víctimas como única 
prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar. Sin embargo, los 
abogados tienen posiciones contrarias, ya que aseguran que con poca frecuencia las 
reglas de valoración utilizadas por los jueces garantizan el derecho a una sentencia 
justa. 
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En este sentido, al analizar algunas sentencias del citado tribunal, es común que el 
imputado, mediante sus abogados, recurran las demandas alegando que con la referida 
sentencia se han violentado los principios de inmediación y contradicción, así como el 
derecho a la defensa, en razón de que se utilizó un interrogatorio realizado a la víctima, 
señalando que el mismo no fue sometido a la controversia de las partes en el juicio. En 
ese mismo orden, el Tribunal ha verificado la idoneidad, utilidad y pertinencia de la 
prueba, y al no existir desistimiento de esa prueba la misma resultó hábil y oportuna 
para ser valorada y utilizada por los jueces de fondo, los cuales dan certeza, a través de 
sus motivaciones. 
 
Con referencia al objetivo 4: Verificar la percepción de la comunidad jurídica acerca 
del criterio fijado por el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte para otorgar valor probatorio a 
las declaraciones de la víctima como única prueba a Cargo en los casos de violencia 
de genero e intrafamiliar.  
 
Se ha verificado que la mayoría de abogados perciben que el Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte, al otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única prueba 
a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar, cumplieron con el debido 
proceso. Así mismo, la mayoría considera que se cumplen con las condiciones 
esenciales para otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima como única 
prueba a cargo en los casos de violencia de género e intrafamiliar. 
 
Por su parte, los jueces perciben que es acertado el criterio fijado por el Primer Tribunal 
Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Duarte para valorar la declaraciones de la víctima como única prueba a cargo en los 
caso de violencia de género e intrafamiliar, lo cual es garantía de una sentencia justa. 
Así mismo consideran que en todo momento se trata de tutelar el principio de 
presunción de inocencia, el derecho de defensa, y las prerrogativas del debido proceso, 
a fin de que se respeten los derechos tanto del imputado como los de la propia víctima. 
 
En cuanto al objetivo general: Analizar los criterios del valor probatorio que le otorga  
el Primer Tribunal Colegiado de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Duarte, a la Declaración de la Víctima como única prueba a 
cargo en los casos de violencia de genero e intrafamiliar, para dictar Sentencia 
Condenatoria. 
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Al analizar los criterios del valor probatorio que le otorga el Primer Tribunal Colegiado 
de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia en el Distrito Judicial de Duarte, 
a la Declaración de la Víctima como como única prueba a cargo en los casos de violencia 
de genero e intrafamiliar para dictar sentencia condenatoria, se percibe que los jueces 
de dicho tribunal procuran que se cumplan con las condiciones requeridas para que el 
testimonio de la víctima pueda constituir una prueba de un peso significativo, teniendo 
como norte verificar en todo momento que si el mismo no resulta serio o fiable, no 
podrá ser tomado en consideración. 
 
En este sentido, ha de resaltarse que, en los casos de violencia de genero e intrafamiliar, 
los jueces se están alejando del «testis unus testis nulllus» (testigo único, testigo nulo), 
con arreglo a la cual el testimonio de una sola persona era insuficiente para condenar a 
alguien como autor de un hecho delictivo, constituye un residuo del derecho histórico 
vinculado a los sistemas de prueba legal o tasada.  
 
Por otro lado hay que acentuar que es imperativo el cumplimiento de las condiciones 
requeridas para otorgar valor probatorio a las declaraciones de la víctima, para 
preservar la presunción de inocencia, la cual se debe entender como una premisa 
normativa, relativa al estado jurídico permanente e inherente a toda persona, del que 
sólo se le puede despojar, mediante un juicio legal en el que se determine su 
culpabilidad, en virtud de sentencia firme. En cuanto al derecho de defensa, como 
derecho fundamental es la facultad de todo justiciable a utilizar los medios que le 
otorga la ley para desvirtuar cualquier imputación o demanda en su contra. Ese 
derecho incluye y se manifiesta de manera esencial en el derecho a ser oído, el cual 
faculta a la persona imputada a contradecir cada uno de los términos de su imputación 
ante una jurisdicción independiente e imparcial. Estos derechos constituyen las 
garantías fundamentales del proceso penal, creadas con la finalidad de racionalizar y 
controlar el poder punitivo del Estado. 
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Resumen  
 
La presente investigación se realiza para: determinar el nivel de seguimiento del Juez 
de la ejecución a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega, en el año 2018. Por la 
naturaleza de las variables que fueron sometidas a medición, el presente diseño es de 
carácter no experimental, los tipos de investigación que se utilizaron para este estudio 
fueron de campo, documental y descriptiva.  
 
Se utilizó el método deductivo, con el que se buscó realizar la descripción objetiva, 
sistemática y cuantitativa del contenido.  Para la recolección de los datos se empleó la 
técnica de la encuesta. Después de analizar los datos obtenidos mediante los 
instrumentos se concluye que, aunque los fiscales y el juez de la ejecución consideran 
que es alto el nivel de seguimiento del Juez de la ejecución a los imputados beneficiados 
con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de 
la Vega, los abogados cuestionan las herramientas para dicho seguimiento, 
considerándolas en su mayoría como poco efectivas. El juez puede disponer la 
suspensión condicional del procedimiento y la pena cuando el imputado ha declarado 
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su conformidad con la suspensión, ha admitido los hechos que se le atribuyen y ha 
reparado los daños causados en ocasión de la infracción, firmado un acuerdo con la 
víctima o presta garantía suficiente para cumplir con esa obligación. Si no se cumplen 
las condiciones establecidas en este artículo, el juez rechaza la solicitud, pero la 
admisión de los hechos por parte del imputado carece de valor probatorio y no puede 
hacerse mención de esta circunstancia en ningún momento posterior. 
 
Palabras Claves: Juez de la ejecución, suspensión condicional, suspensión condicional 
del procedimiento y de la pena. 
 
 
Summary  
 
This investigation is carried out to: Determine the level of monitoring of the Judge of 
the execution of the defendants benefited with the conditional suspension of the 
procedure and of the sentence, in the Judicial District of La Vega, in 2018. Due to the 
nature of the variables that were subjected to measurement, the present design is non-
experimental, types of research used for this study were field, documentary and 
descriptive. The deductive method was used, with which it was sought by carrying out 
the objective, systematic and quantitative description of the content.  
 
The survey technique was used to collect the data. After analyzing the data obtained 
through the instruments, it was obtained as a result that it is concluded that although 
the prosecutors and the execution judge consider that the level of monitoring of the 
execution judge to the defendants benefited with the conditional suspension of the 
procedure is high and of the penalty, in the La Vega Judicial District, lawyers question 
the tools for such monitoring, considering them mostly as ineffective. The judge can 
order the conditional suspension of the procedure and the penalty when the defendant 
has declared his agreement with the suspension, has admitted the facts attributed to 
him and has repaired the damages caused on the occasion of the offense, signed an 
agreement with the victim or provided sufficient guarantee to comply with that 
obligation. If the conditions established in this article are not met, the judge rejects the 
request, but the admission of the facts by the accused has no probative value and no 
mention of this circumstance can be made at any later time. 
 
Keywords: Execution judge, conditional suspension, conditional suspension of the 
procedure and of the sentence. 
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Introducción 
 
La suspensión condicional de la ejecución de la pena, es un beneficio penitenciario 
consistente en la cesación de la ejecución de la pena de prisión, condicionada al 
cumplimiento de un término de prueba, en el que se imponen al condenado 
determinadas reglas de conducta.  
 
En los últimos años, en el Distrito Judicial de La Vega, la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, ha sido una figura jurídica muy socorrida, en el que 
prácticamente, permite bajo determinadas circunstancias regladas, prescindir del 
cumplimiento íntegro de la pena de prisión, demandada por la estricta legalidad, por 
lo que importa desentrañar los principios y finalidades que le fundamentan. 
 
Dentro de las funciones sobre el Juez de la Ejecución de la Pena, en dicho distrito 
judicial, está el controlar el cumplimiento de las condiciones impuestas en suspensión 
condicional del procedimiento y de la pena. 
 
En el Distrito Judicial de La Vega, se escuchan quejas constantes por parte de abogados 
y usuarios del sistema de justicia, acerca del accionar del Juez de la Ejecución, ya que, 
en caso de incumplimiento de las reglas de conducta impuestas en el período de 
prueba, a la suspensión de la ejecución de la pena, la comisión de un nuevo delito o la 
sustracción del condenado a la vigilancia judicial. Estas conductas antes 
mencionadas, obligan al juez a modificar dichas reglas o incluso, prorrogar el periodo 
de prueba por otro que no podrá ser superior a cinco años, o motivadamente, hacer 
cumplir la pena de prisión impuesta. Dichas quejas denotan que no está cumpliendo 
cabalmente con su rol en este tipo de procesos.  
 
En lo referente a la Suspensión Condicional del Procedimiento, que es una institución 
procesal que permite que el proceso penal, aún sin sentencia, sea suspendido, bajo 
condición de que el procesado sea sujeto a un término de prueba, la queja que surge es 
que no se le da el seguimiento adecuado a las condiciones a las que se somete a dicho 
procesado, resultando que en ocasiones determinadas reglas de conducta son 
prácticamente excesivas, lo cual imposibilita que se extinga la acción penal.  
 
Otras de las situaciones es el hecho de que al momento del Juez de la Instrucción acoger 
la solicitud de suspensión, en muchos casos no establece en la resolución que rinde al 
efecto, que el imputado beneficiado con esta medida alternativa, deba someterse a la 
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vigilancia del Juez de Ejecución durante el período de prueba (que oscila entre uno a 
cuatro años).  
 
Cuando el imputado va a realizar su retiro de ficha, es que se informa que en adición a 
las condiciones establecidas en la resolución que acoge la suspensión condicional del 
procedimiento debe presentarse por un periodo mínimo de un año por ante el Juez de 
la Ejecución Penal. 
 
En cuanto a la suspensión condicional de la pena, para poder optar por esta medida 
alterna, el imputado debe haber cumplido la mitad de su condena. A esos fines, a un 
mes antes del cumplimiento del plazo antes indicado, el director del establecimiento 
penitenciario debe remitir los informes al Juez de la Ejecución de la Pena para que este 
pueda dividirse sobre la misma. Situación que está generando conflictos en este distrito 
judicial, ya que esos informes, en su mayoría solo se refieren a constancia de ingreso al 
recinto y el cómputo de la pena, dejando de lado la conducta observada por el 
condenado, lo cual no es corroborado con otros medios de evaluación, lo cual está 
causando que muchas solicitudes de libertad condicional sean denegadas.  
 
Así mismo, se cuestiona el fin de la libertad condicional, como medida alternativa a 
una pena privativa de libertad. En la mayoría de casos solo se ordena la prisión o el 
arresto domiciliario, obligándose a los imputados beneficiados a observar ciertos 
requisitos igual o más drásticos que en el centro penitenciario, lo cual riñe con el 
espíritu de esta medida de resocialización de la persona privada de libertad.  
 
La situación antes planteada, afecta grandemente a los imputados, ya que una mala 
gestión de las funciones del Juez de la Ejecución, puede traducirse en un informe 
desfavorable de incumplir con las condiciones impuestas, lo cual llevaría la persona a 
la cárcel. Esta figura es contemplada en ciertos sistemas legales como una medida de 
rehabilitación, que le permite al condenado, tras cumplir una cierta proporción de la 
pena impuesta y otros requisitos, terminar su condena en libertad, aunque sujeto a 
ciertas condiciones. 
 
De persistir dicha problemática, se estima que, en poco tiempo una gran cantidad de 
ciudadanos serán afectados, lo cual hace ineficaz la misión de la suspensión condicional 
del procedimiento y de la pena, y seguirá sin cumplirse el rol asignado al Juez de la 
Ejecución de la reinserción social del condenado o condenada, después de la pena 
privativa de libertad. 
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Desarrollo 
 
La suspensión de la persecución penal con carácter condicional está contemplada en el 
artículo 40 hasta el 43 del Código Procesal Penal, modificados por la Ley 10-15 del 6 de 
febrero del 2015. Esta es una institución novedosa en el Derecho Dominicano, que 
pretende, precisamente, paralizar en forma condicionada la persecución penal cuando 
concurren los requisitos que la ley establece. Houed (2008) define este instituto como: 
El instrumento procesal que detiene el ejercicio de la acción penal a favor de un sujeto 
imputado por la comisión de un ilícito, quien se somete, durante un plazo, a una prueba 
en la cual deberá cumplir satisfactoriamente con ciertas y determinadas obligaciones 
legales e instrucciones que le imparta el tribunal para el caso concreto, a cuyo término 
se declara extinguida la acción penal, sin consecuencias jurídico-penales posteriores. 
(p. 54) 
 
 A través de la suspensión condicional del procedimiento no solo se persigue evitar la 
ejecución de una eventual pena sino, también la persecución penal.  
 
Maier (2010) apunta que este modo se orienta a la solución jurídica de la reparación del 
daño, lo que no solo mejora la calidad de la solución ofrecida a la víctima por el sistema 
penal, sino que colabora, con otros instrumentos de origen indiscutiblemente procesal 
–principio de oportunidad-, en la búsqueda del máximo aprovechamiento de los 
recursos de la administración de justicia, para dirigir los esfuerzos estatales al logro de 
una razonable eficacia en los casos que representan mayor costo social. 
 
El artículo 40 del Código Procesal Penal dominicano, modificado por la Ley 10-15 del 
6 de febrero del 2015, establece que:  
 
En los casos en que se trate de un hecho punible que tenga prevista una pena inferior 
a cuatro años de prisión mayor o una sanción no privativa de libertad, el Ministerio 
Público, de oficio o a petición de parte, puede solicitar al juez la suspensión condicional 
del procedimiento en cualquier momento previo a que se ordene la apertura del juicio. 
El juez puede disponer la suspensión condicional del procedimiento cuando el 
imputado ha declarado su conformidad con la suspensión, ha admitido los hechos que 
se le atribuyen y ha reparado los daños causados en ocasión de la infracción, firmado 
un acuerdo con la víctima o prestado garantía suficiente para cumplir con esa 
obligación. Si no se cumplen las condiciones establecidas en este Artículo, el juez 
rechaza la solicitud, pero la admisión de los hechos por parte del imputado carece de 
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valor probatorio y no puede hacerse mención de esta circunstancia en ningún momento 
posterior. 
 
La suspensión condicional del procedimiento es una institución procesal que permite 
que el proceso penal, aún sin sentencia, sea suspendido, bajo condición de que el 
procesado sea sujeto a un término de prueba, en el que se les someterá a determinadas 
reglas de conducta que, cumplidas a cabalidad, extinguen la acción penal. La 
legislación dominicana lo regula en los arts. 40 al 43 del Código Procesal Penal. 
 
La libertad condicional es una institución penal regida en el Código Procesal Penal 
Dominicano en los artículos 444 y siguientes. Conforme dispone el CPP la libertad 
condicional se concede a condenados con sentencias que tengan la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada que hayan cumplido por lo menos la mitad de la pena. 
 
La libertad condicional no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que 
constituye un modo especial de hacerla cumplir por el condenado. Según el artículo 2 
de la Ley No. 164 sobre libertad condicional: 
 
Todo condenado a penas privadas de libertad de carácter criminal o correccional, de 
más de un año de duración, podrá obtener su libertad condicional, siempre que se 
encuentren reunidos los requisitos siguientes: a) Que haya cumplido la mitad de la 
pena impuesta; b) Que haya demostrado hábito de trabajo y observado conducta 
intachable en el establecimiento; c) Que se encuentre capacitado física y síquicamente 
para reintegrarse a la vida social y que su estado de rehabilitación haga presumible que 
se conducirá bien en libertad, y; d) Si pudiendo hacerlo ha pagado los daños e 
indemnizando los perjuicios causados por la infracción, o llegado a un acuerdo con la 
parte perjudicada. 
 
Para poder establecer que se ha cumplido la mitad de la pena, el cómputo de la 
privación de la libertad se inicia no al dictarse la condena definitiva sino desde el 
momento en que se produjo el arresto, a lo que se suma todo el tiempo en que 
permaneció en prisión preventiva o en prisión domiciliaria. 
 
Conforme con el CPP, el Juez de la Ejecución de la Pena es el competente para decidir 
todo lo relativo a la libertad condicional. La concesión de la libertad condicional no es 
por tanto automática, cuando el condenado cumpla la mitad de la pena, será siempre 
una facultad del juez otorgarla o no. El tribunal competente, si otorga la libertad 
condicional, someterá al penado durante el tiempo que faltare para la expedición de la 
pena que le fue impuesta, al cumplimiento de las obligaciones siguientes: 
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a) Residir en el lugar determinado por el auto, el cual deberá ser señalado en la 
petición, lugar que podrá ser modificado posteriormente por el tribunal que dictó el 
auto, si las circunstancias lo demandaren. 
 
b) Cumplir las reglas de conducta que se le señalaren, como las de no ingerir bebidas 
alcohólicas, someterse a las inspecciones que establezca, dedicarse a un oficio, arte, 
industria o profesión, si no tiene medios propios de subsistencia;  
 
c) Concurrir a una escuela si no hubiere completado la instrucción primaria. 
 

La libertad condicional puede ser promovida de oficio, a solicitud del condenado o de 
su defensor. Su concesión se ha judicializado por lo que el Juez de la Ejecución celebrará 
las audiencias necesarias en forma contradictoria y las partes podrán exponer sus 
razones respecto de su concesión o no.  
 
Materiales y métodos 
 
El proceso metodológico de este estudio contempla que su diseño es no experimental. 
Esta investigación es de tipo documental, de campo y descriptiva. En este estudio se 
aplicó el método deductivo. El mismo parte de lo general para llegar a lo particular y 
de elementos concretos, es decir, que se partirá del planteamiento del problema, el 
objetivo general y específicos, hasta llegar a conclusiones concretas acerca de la 
problemática a las excepciones del procedimiento, portando recomendaciones 
prácticas para reforzar las debilidades que puedan encontrarse en este estudio. La 
técnica utilizada fue la encuesta, la cual busca conocer los fenómenos estudiados a 
través de la aplicación de un cuestionario. El cuestionario fue diseñado en base a los 
indicadores extraídos de las variables objeto de estudio.  
 
Presentación de los resultados 
 
Herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darles seguimiento a los imputados 
beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el 
Distrito Judicial de la Vega 
 
El 70% de los abogados dice que la firma del libro control es la principal herramienta 
que utiliza el Juez de la Ejecución para darles seguimiento a los imputados beneficiados 
con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de 
la Vega, 18% dice que es inspección de lugares de trabajos comunitarios y 12% 
presentación periódica. 
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Grafico 1. Herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darles seguimiento a los 
imputados beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento y de la 
pena, en el Distrito Judicial de la Vega 

 
El Juez de la Ejecución cumple con el rol de ser garante de los derechos 
fundamentales en los procesos donde se acoge la suspensión condicional del 
procedimiento 
 
El 54% de los abogados dice que a veces el Juez de la Ejecución cumple con el rol de ser 
garante de los derechos fundamentales en los procesos donde se acoge la suspensión 
condicional del procedimiento, 27% casi siempre, 11% siempre y el 8% dijo que nunca. 
 
Gráfico 2. El Juez de la Ejecución cumple con el rol de ser garante de los derechos 
fundamentales en los procesos donde se acoge la suspensión condicional del 
procedimiento 

 
Efectividad de las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darles 
seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega 
 
El 54% de los abogados dice que es bajo el nivel de efectividad de las herramientas 
utiliza el Juez de la Ejecución para darles seguimiento a los imputados beneficiados con 
la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la 
Vega, 27% nivel medio, 11% alto nivel y 8% expresa que no son efectivas. 
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Gráfico 3. Efectividad de las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darles 
seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega 
 

 
 
Cumple el Juez de la Ejecución con el control del periodo de prueba y rendición de 
informes en los procesos donde se acoge la suspensión del procedimiento 
 
El 48% de los encuestados asegura con poca frecuencia cumple el Juez de la Ejecución 
con el control del periodo de prueba y rendición de informes en los procesos donde se 
acoge la suspensión del procedimiento, 28% dijo que con frecuencia, 11% mucha 
frecuencia y 14% casi nunca. 
 
Grafico 4. Cumple el Juez de la Ejecución con el control del periodo de prueba y 
rendición de informes en los procesos donde se acoge la suspensión del 
procedimiento 
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El Juez de la Ejecución cumple con remitir los informes sobre el cumplimiento de 
las obligaciones asumidas en los casos donde se acoge la suspensión del 
procedimiento y de la pena 
 
El 52% de los abogados piensan que con poca frecuencia cumple el Juez de la Ejecución 
cumple con remitir los informes sobre el cumplimiento de las obligaciones asumidas 
en los casos donde se acoge la suspensión del procedimiento y de la pena, 22% con 
frecuencia, 16% casi nunca y 9% mucha frecuencia. 
 
Grafico 5. El Juez de la Ejecución cumple con remitir los informes sobre el 
cumplimiento de las obligaciones asumidas en los casos donde se acoge la 
suspensión del procedimiento y de la pena 

 
 
En este Distrito Judicial, la suspensión condicional del procedimiento y de la pena 
contribuye con el descongestionamiento de la administración de justicia penal 
 
El 47% de los abogados piensan que la suspensión condicional del procedimiento y de 
la pena con poca frecuencia contribuye con el Descongestionamiento de la 
administración de justicia y del sistema, 30% con frecuencia, 13% casi nunca y 9% con 
mucha frecuencia. 
 
Grafico 6. En este Distrito Judicial, la suspensión condicional del procedimiento y 
de la pena contribuye con el descongestionamiento de la administración de justicia 
penal 
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Discusión de los resultados  
 
La primera variable se refiere a la composición de los programas de reinserción 
social. 
 
Variable 1: Cantidad de procesados que fueron beneficiados con la suspensión 
condicional del procedimiento y de la pena 
 
Según los datos estadísticos ofrecidos por el Juez de la Ejecución de la Pena, en el 
período 2018, fueron resueltos alrededor de 105 procesos penales por vía de la 
suspensión condicional del procedimiento y de la pena. El 100% de los fiscales dice que 
a veces participa en casos penales en los cuales los procesados han sido beneficiados 
con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, dándonos un estimado 
de unos 80 a 90 casos durante el 2018. 
 
Las consideraciones anteriores son compartidas por el 45% de los abogados dice que 
con poca frecuencia participa en casos penales en los cuales los procesados son 
beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento o de la pena, 29% con 
frecuencia y 26% con mucha frecuencia. El 59% de los abogados expresa que ha 
participado de 1 a 5 casos penales en los cuales los procesados han sido beneficiados 
con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, y el 24% reporta más de 
21 casos, 11% de 11 a 15 y el 6% de 6 a 10. 
 
La suspensión de la persecución penal con carácter condicional está contemplada en el 
artículo 40 hasta el 43 del Código Procesal Penal, modificados por la Ley 10-15 del 6 de 
febrero del 2015.  Esta es una institución novedosa en el Derecho Dominicano, que 
pretende, precisamente, paralizar en forma condicionada la persecución penal cuando 
concurren los requisitos que la ley establece.  

Mucha	
frecuencia	

9%

Con	frecuencia
30%

Poca	frecuencia
48%

Casi	nunca
13%



Universidad Abierta Para Adultos, UAPA 
 

 146 

Variable 2: Herramientas utiliza el Juez de la Ejecución de la pena. 
 
En este sentido, el 70% de los abogados dice que la firma del libro control es la principal 
herramienta que utiliza el Juez de la Ejecución para darles seguimiento a los imputados 
beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el 
Distrito Judicial de la Vega, 18% dice que es inspección de lugares de trabajos 
comunitarios y 12% presentación periódica. 
 
Respecto a las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darle seguimiento a los 
imputados beneficiados con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, 
en el Distrito Judicial de la Vega, los fiscales en su mayoría expresan que se pide una 
certificación del lugar donde se enviaba a realizar el trabajo comunitario, el juez pide 
esa certificación como constancia, como herramienta y pieza fundamental. 
 
En cuanto a las herramientas que utiliza como Juez de la Ejecución para darle 
seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega, según el Juez, se cumple 
con la formalidad de que los procesados tengan que acudir a firmar el libro destinado 
para esos fines, también se realiza inspección de lugares de trabajos públicos. 
 
En cuanto a la efectividad tienen las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para 
darle seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega, existen posiciones a favor 
y en contra, ya que los fiscales entienden que es muy buena, porque mediante el 
certificado controla esa parte, la cual le abala con que este cumplió lo que se le asigno. 
Así mismo consideran que no se violentan ningún derecho fundamental en los 
procesos donde se acoge la suspensión del procedimiento y de la pena.  
 
Sin embargo, en contra de los anterior, el 54% de los abogados dice que es bajo el nivel 
de efectividad de las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darles 
seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega, 27% nivel medio, 11% 
alto nivel y 8% expresa que no son efectivas. 
 
Variable 3: Evaluación del papel que juega el Juez de la Ejecución.  
 
El 48% de los abogados encuestados asegura con poca frecuencia cumple el Juez de la 
Ejecución con el control del periodo de prueba y rendición de informes en los procesos 
donde se acoge la suspensión del procedimiento, 28% dijo que con frecuencia, 11% 
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mucha frecuencia y 14% casi nunca. así mismo, el 52% de los abogados piensan que 
con poca frecuencia cumple el Juez de la Ejecución cumple con remitir los informes 
sobre el cumplimiento de las obligaciones asumidas en los casos donde se acoge la 
suspensión del procedimiento y de la pena, 22% con frecuencia, 16% casi nunca y 9% 
mucha frecuencia. 
 
En opiniones contrarias a la de los abogados, para la mayoría de fiscales el Juez de la 
Ejecución cumple con el control del periodo de prueba, así mismo con el proceso de 
remitir los informes sobre el cumplimiento de las obligaciones asumidas en los casos 
donde se acoge la suspensión del procedimiento y de la pena. La principal 
consecuencia para los procesados que acarrea la falta de cumplimiento del Juez de la 
Ejecución de su rol en la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, a juicio 
de los fiscales es la revocación de la medida impuesta. 
 
El magistrado asegura que, dentro de sus atribuciones están el control del 
cumplimiento de las condiciones impuestas al imputado en la suspensión condicional 
del procedimiento, a los fines de dicte el auto para su revocación o la declaración de la 
extinción de la acción penal; por lo cual no procede que se conceda la suspensión 
condicional del procedimiento sin ordenar la presentación de este ante el Juez de la 
Ejecución de la Pena.  
 
El papel que juega como Juez de la Ejecución en los procesos donde se acoge la 
suspensión del procedimiento y de la penal, es controlar el cumplimiento de las 
condiciones impuestas al imputado en la suspensión condicional del procedimiento. 
 
Variable 4. Consecuencia para los procesados de la falta de cumplimiento del Juez 
de la Ejecución de su rol. 
 
El 62% de los abogados piensan que la revocación de la medida es la principal 
consecuencia para los procesados acarrea la falta de cumplimiento del Juez de la 
Ejecución de su rol en la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, 21% 
dice que no produce ningún efecto y el 17% la extinción de la acción penal. 
 
De acuerdo a lo anterior están los fiscales, para quienes la principal consecuencia para 
los procesados que acarrea la falta de cumplimiento del Juez de la Ejecución de su rol 
en la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, a juicio de los fiscales es 
la revocación de la medida impuesta. 
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El Juez asegura que, dentro de sus atribuciones están el control del cumplimiento de 
las condiciones impuestas al imputado en la suspensión condicional del 
procedimiento, a los fines de dicte el auto para su revocación o la declaración de la 
extinción de la acción penal; por lo cual no procede que se conceda la suspensión 
condicional del procedimiento sin ordenar la presentación de este ante el Juez de la 
Ejecución de la Pena. 
 
En los casos en que se trate de un hecho punible que tenga prevista una pena inferior 
a cuatro años de prisión mayor o una sanción no privativa de libertad, el ministerio 
público, de oficio o a petición de parte, puede solicitar al juez la suspensión condicional 
del procedimiento en cualquier momento previo a que se ordene la apertura del juicio.  
 
 
Conclusiones 
 
Después de haber analizado, cuidadosa y rigurosamente, los datos arrojados por la 
encuesta aplicada a los jueces de la instrucción, fiscales, abogados y defensores 
públicos, se puede concluir de la siguiente manera: 
 
Objetivo específico No. 1. Verificar la cantidad de procesados fueron beneficiados 
con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial 
de la Vega, en el año 2018. 
 
Según los datos estadísticos ofrecidos por el Juez de la Ejecución de la Pena, en el 
período 2018, fueron resueltos alrededor de 105 procesos penales por vía de la 
suspensión condicional del procedimiento y de la pena. La mayoría de fiscales se 
muestran de acurdo con lo anterior al considerar que a veces participa en casos penales 
en los cuales los procesados han sido beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, dándonos un estimado de unos 80 a 90 casos durante el 
2018. 
 
Las consideraciones anteriores son compartidas por la mayoría de los abogados los 
cuales en el 59% de los abogados expresa que ha participado de 1 a 5 casos penales en 
los cuales los procesados han sido beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, y el 24% reporta más de 21 casos, 11% de 11 a 15 y el 6% 
de 6 a 10. 
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Objetivo específico No. 2: Identificar las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución 
para darle seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional 
del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega. 
 
Se podido identificar que la firma del libro control es la principal herramienta que 
utiliza el Juez de la Ejecución para darles seguimiento a los imputados beneficiados con 
la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la 
Vega, así como la inspección de lugares de trabajos comunitarios. A pesar de que los 
fiscales entienden que es muy buena la efectividad de las mismas, porque mediante el 
certificado controla esa parte, la cual le abala con que este cumplió lo que se le asigno. 
Así mismo consideran que no se violentan ningún derecho fundamental en los 
procesos donde se acoge la suspensión del procedimiento y de la pena 
 
Sin embargo, en contra de los anterior, el 54% de los abogados dice que es bajo el nivel 
de efectividad de las herramientas utiliza el Juez de la Ejecución para darles 
seguimiento a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega, 27% nivel medio, 11% 
alto nivel y 8% expresa que no son efectivas. 
 
Objetivo específico No. 3. Establecer cómo evalúan los abogados el papel que juega 
el Juez de la Ejecución en los procesos donde se acoge la suspensión del 
procedimiento y de la pena.  
 
El 48% de los abogados encuestados asegura con poca frecuencia cumple el Juez de la 
Ejecución con el control del periodo de prueba y rendición de informes en los procesos 
donde se acoge la suspensión del procedimiento, 28% dijo que, con frecuencia, 11% 
mucha frecuencia y 14% casi nunca. así mismo, el 52% de los abogados piensan que 
con poca frecuencia cumple el Juez de la Ejecución cumple con remitir los informes 
sobre el cumplimiento de las obligaciones asumidas en los casos donde se acoge la 
suspensión del procedimiento y de la pena, 22% con frecuencia, 16% casi nunca y 9% 
mucha frecuencia. 
 
En opiniones contrarias a la de los abogados, para la mayoría de fiscales el Juez de la 
Ejecución cumple con el control del periodo de prueba, así mismo con el proceso de 
remitir los informes sobre el cumplimiento de las obligaciones asumidas en los casos 
donde se acoge la suspensión del procedimiento y de la pena. La principal 
consecuencia para los procesados que acarrea la falta de cumplimiento del Juez de la 
Ejecución de su rol en la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, a juicio 
de los fiscales es la revocación de la medida impuesta. 
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Objetivo específico No. 4: Determinar las consecuencias para los procesados acarrea 
la falta de cumplimiento del Juez de la Ejecución de su rol en la suspensión 
condicional del procedimiento y de la pena. 
 
El 62% de los abogados piensan que la revocación de la medida es la principal 
consecuencia para los procesados acarrea la falta de cumplimiento del Juez de la 
Ejecución de su rol en la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, 21% 
dice que no produce ningún efecto y el 17% la extinción de la acción penal. 
 
De acuerdo a lo anterior están los fiscales, para quienes la principal consecuencia para 
los procesados que acarrea la falta de cumplimiento del Juez de la Ejecución de su rol 
en la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, a juicio de los fiscales es 
la revocación de la medida impuesta. 
 
Con relación al objetivo general: Determinar el nivel de seguimiento del Juez de la 
ejecución a los imputados beneficiados con la suspensión condicional del 
procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de la Vega, en el año 2018. 
 
En este sentido, se concluye que aunque los fiscales y el juez de la ejecución consideran 
que es alto el nivel de seguimiento del Juez de la ejecución a los imputados beneficiados 
con la suspensión condicional del procedimiento y de la pena, en el Distrito Judicial de 
la Vega, los abogados cuestionan la herramientas para dicho seguimiento, 
considerándolas en su mayoría como poco efectivas. 
 
El juez puede disponer la suspensión condicional del procedimiento y la pena cuando 
el imputado ha declarado su conformidad con la suspensión, ha admitido los hechos 
que se le atribuyen y ha reparado los daños causados en ocasión de la infracción, 
firmado un acuerdo con la víctima o prestada garantía suficiente para cumplir con esa 
obligación. Si no se cumplen las condiciones establecidas en este artículo, el juez 
rechaza la solicitud, pero la admisión de los hechos por parte del imputado carece de 
valor probatorio y no puede hacerse mención de esta circunstancia en ningún momento 
posterior. 
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Resumen  
 
La presente investigación busca analizar la aplicación del debido proceso en la demanda en 
partición de bienes sucesorales por ante la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de 
Sánchez Ramírez, período 2016-2017. Se emplearon técnicas e instrumentos orientados a 
obtener información o datos a través de las siguientes técnicas: en este sentido fue utilizada 
la encuesta y la entrevista. Los datos arrojados por la investigación indican que en el periodo 
objeto de estudio, se ha aplicado el debido proceso en la demanda en partición de bienes 
sucesorales por ante la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, 
período 2016-2017. Se ha determinado que la no inclusión de herederos es la causa principal 
de las demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales, lo cual causa como efecto 
principal conflictos intrafamiliares ocasionados por la aplicación del principio de 
designación de herederos en las particiones sucesorales. 
 
Palabras Claves: debido proceso, demanda en partición, bienes sucesorales 
 
Abstract 
 
The present investigation seeks to analyze the application of due process in the partition of 
inheritance goods before the Civil and Commercial Chamber of the Judicial District of 
Sánchez Ramírez, 2016-2017 period. Techniques and instruments were used to obtain 
information or data through the following techniques: in this sense, the survey and the 
interview were used. The data revealed by the investigation indicate that in the period under 
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study, due process has been applied in the case of partition of inheritance assets before the 
Civil and Commercial Chamber of the Judicial District of Sánchez Ramírez, 2016-2017. It has 
been determined that the non-inclusion of heirs is the main cause of the litigious partition of 
inheritance property, which causes as a main effect intrafamily conflicts caused by the 
application of the principle of designation of heirs in the succession partitions. 
 
Keywords: due process, demand in partition, estate assets 
 
 
Introducción 
 
La Constitución de la República Dominicana, proclamada el 26 de enero del año 2010, 
consagra el debido proceso, al cual debe someterse todo estamento judicial  conforme al 
catálogo de derechos y garantías fundamentales, asegurando así que  toda persona goza de 
la posibilidad de obtener la satisfacción de tales derechos y garantías frente a los derechos 
obligados o deudores de los mismos. 
 
Según Monción (2017), define la partición como acción y efecto de partir o dividir entre sus 
dueños una cosa común, adjudicando a cada coparticipe una parte especifica en lugar de la 
cuota indivisa que le correspondía”. De la definición anterior se colige que, es el proceso 
jurídico que tiene por finalidad poner fin a un estado de indivisión entre los herederos o la 
parte interesada.  
 
Para que exista la demanda en partición, debe existir una sucesión, siempre que haya un 
patrimonio sucesoral constituirá una masa indivisa, también puede darse la demanda en 
partición en los casos de un divorcio. Sin embargo, la acción en partición de comunidad por 
causa de divorcio, prescribirá a los dos años a partir de la publicación de la sentencia, si en 
este término no ha sido intentada la demanda. 
 
En el Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, es frecuente ver que se presenten demandas en 
partición, debido a la existencia de una sucesión, amparadas dicha demandas en lo que 
establece el artículo 815 del Código Civil Dominicano, que reza: “A nadie puede obligarse a 
permanecer en el estado de indivisión de bienes, y siempre puede pedirse la partición, a 
pesar de los pactos y prohibiciones que hubiere en contrario”. 
 
Son diversas las situaciones que inciden para que los procesos de partición, siendo la primera 
de ellas el costo del procedimiento, ya que, todos los gastos propios de la instancia debe ser 
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sacados de la masa, lo que ocasiona que en muchos casos, el proceso cueste más que el bien 
que se discute en la partición.  
Una situación que agrava la problemática, es que algunos abogados muestran 
desconocimiento de algunos pasos y formalidades propias para incoar las demandas en 
partición litigiosa de bienes sucesorales por ante los tribunales civiles, lo que está causando 
que los sucesores, a los cuales deben responder estos abogados, se vean desprotegidos y 
afectados en su derecho de reclamar los bienes derechos que les corresponden dentro de la 
sucesión.   
 
Otras aristas que se evidencia, es que en algunas casos, las  particiones sucesorias se realizan 
de hecho, ya que, una vez que, uno de los sucesores se ve interesado en reclamar la parte que 
le corresponde de la herencia, en ese caso, de los terrenos dejados por el de cujus, y poner fin 
a su estado de indivisión,  los demás herederos se ponen de acuerdo y realizan una 
“repartición amigable informal”, sin agotar el procedimiento establecido, sin registrar el 
acuerdo, sin hacer una determinación de herederos, y tampoco pagar los impuestos 
correspondientes que exige la ley, y obviamente sin hacer la transferencia de los derechos, 
los cuales siguen registrados a favor del de cujus. 
 
Otro inconveniente que se genera con dicha situación, es que al hacerse la partición sucesoral, 
al momento de la venta, los herederos notan que tienen menos terrenos del que debían 
percibir, o que poseían una cantidad mayor de la que pensaban, constituyendo esta situación 
grandes consecuencias negativas, ya que muchas veces se forman enemistades entre 
familiares.  
 
La realidad antes planteada genera consecuencias negativas para los sucesores que acuden 
a la partición  para que se le reconozcan los derechos o bienes específicos que le corresponden 
y que  a medida que pasa el tiempo son más difíciles de resolver, sobre todo, cuando pasado 
varios años, y habiendo muerto los sucesores originarios y varias generaciones más de sus 
continuadores jurídicos, se complica aún más la situación, ya que se dificulta hacer la 
determinación de herederos, y por ende, el deslinde, obligándolos a permanecer en estado 
de indivisión. 
 
De continuarse esta problemática, seguirá trayendo consigo inconvenientes, sobre todo 
cuando sin seguir el procedimiento establecido por las leyes, se intenta una partición, 
originando una serie de problemas, que pudieron haberse evitado, cumpliendo con el 
procedimiento establecido por la ley, para la partición sucesoria. 
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Desarrollo 
 
Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española (2001 p. 146) El vocablo 
“partición” Se trata de un término que precede del vocablo latino partitio, que se Refiere a 
“la división o al repartimiento de algo”.   
 
Ahora bien, para entender a qué se hace referencia, cuando se habla del vocablo “partición” 
es necesario especificar que se trata de partición en el plano jurídico, dado la aplicación de la 
polisemia de significados a los que se aplica, pues, tal y como lo define el Diccionario de la 
Real Academia de la Lengua Española: es la “división o repartimiento de algo”, y “algo”, 
puede ser cualquier cosa.  
 
Vale aclarar que la partición, si bien, solo tiene lugar cuando prevalece el estado indiviso, no 
solamente se puede llevar a cabo por causas  de muerte, sino que además de la partición de 
la herencia, existen otras situaciones que pueden dar lugar a una partición: así por ejemplo: 
la partición  del patrimonio de la comunidad legal entre esposo, la acreencia y socios de una 
compañía por su disolución, etc.  Sin embargo, para los fines del presente trabajo, el  vocablo 
partición, en toda su esencia, se estará refiriendo a la “Partición de derecho registrado”.  
 
Respecto a su definición, Capitant, (1930, p. 414), define la partición misma, como:  
 
“Operación por la cual los propietarios de un bien determinado o de un patrimonio ponen 
fin a la indivisión, sustituyendo en favor de cada uno la parte que tenía sobre la totalidad del 
bien o patrimonio, por una parte distinta de aquélla. De acuerdo a esta definición, es evidente 
que el estado de indivisión prevalece hasta tanto no se sustituye en favor de cada uno de los 
propietario, la parte que tiene sobre la totalidad del bien o patrimonio, es decir, de un 
derecho general, a uno  particular dentro del mismo patrimonio sucesoral.  
 
Ahora bien, por encima de todo, prevalece la voluntad de cualquiera de los herederos que se 
niegue a permanecer en estado de indivisión para lo cual cuenta, protección de tal derecho, 
con el artículo 815. “A nadie puede obligarse a permanecer en el estado de indivisión de 
bienes, y siempre puede pedirse la partición, a pesar de los pactos y prohibiciones que 
hubiere en contrario”. 
  
La partición judicial, es aquella que implica un  desacuerdo entre los copropietarios que los 
obliga a apoderar al Tribunal para que conozca y decida por Sentencia sobre sus diferencias, 
así lo contempla la ley. 
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La partición Judicial constituye un litigio, y genera debates Judiciales que terminaran con la 
sentencia que dicte el Tribunal apoderado. Y, por consiguiente, siempre habrá quien no esté 
conforme con la solución que reciba el caso. Pero tendrá que someterse a la formalidades 
establecidas en las disposiciones de los  artículos 966 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil. También podrá ejercer los recursos que la Ley pone a su disposición. 
 
La demanda se interpone ante el tribunal de la apertura de la sucesión, si este no existe, el 
lugar del último domicilio de la persona fallecida (Art 110 del Código Civil).  La demanda 
puede llevarse ante un tribunal donde no se haya abierto la sucesión, pero esta 
incompetencia no es absoluta, deberá solicitarse la declinatoria. Existe una excepción, 
cuando hay Litis sobre inmuebles que ya se han repartido, se puede llevar ante el tribunal 
donde esté ubicado el inmueble o el tribunal del domicilio del difunto por ser una acción 
mixta. 
 
La competencia del tribunal de primera instancia es atributiva tanto en la demanda en 
partición, como a todas las operaciones o contestaciones que surjan en el curso de la ejecución 
de la partición, y de las que puedan nacer posteriormente, tales como serían la acción en 
rescisión o recurso de garantía, entre otras. Ante este mismo tribunal se procederá a la 
licitación, y se discutirán las demandas relativas a la garantía de los lotes entre los 
copartícipes, y las de rescisión de la partición. 
 
Son parte interesada para interponer una demanda en partición los descendientes y 
herederos del de cujus. No obstante, también son considerados parte interesada aquellos 
terceros con un interés jurídico, tales como el comprador de un bien de la sucesión o un 
acreedor hipotecario. 
 
Materiales y Métodos 
 
El proceso metodológico de este estudio contempla que su diseño es no experimental. Esta 
investigación es de tipo documental, de campo y descriptiva. En este estudio se aplicó el 
método deductivo, porque el mismo parte de lo general para llegar a lo particular y de 
elementos concretos. La técnica utilizada fue la encuesta, la cual busca conocer los fenómenos 
estudiados a través de la aplicación de un cuestionario. El cuestionario fue diseñado en base 
a los indicadores extraídos de las variables objeto de estudio. El universo de  ésta 
investigación está formado por: un Juez Distrito Judicial de Sánchez Ramírez y  abogados 
inscritos en el Colegio de Abogados pertenecientes a dicha provincia. 
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Resultados 
 
Ha incoado demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales en la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia de Sánchez Ramírez 
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Cuántas demandas han sido rechazadas 

 
 
Causas que originaron las demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales  
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Cumplimiento de las formalidades establecidas 

 
 
 
Cumplimiento con la presentación de la documentación que justifiquen las pretensiones 
de las partes  
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Cumplimiento del plazo establecido para las demandas en partición litigiosa de bienes 
sucesorales 

 
 
Fundamento de los jueces para fallar los casos de demandas en partición de bienes 
sucesorales 
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Discusión  
 
Variables No. 1. Cantidad de demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales.  
 
Según la certificación emitida por la secretaria de la Primera Sala de la Cámara Civil y 
Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en el período analizado, fueron falladas 
12 demandas en partición de bienes sucesorales. 
 
En busca de confirmar los datos anteriores, fue aplicada una encuesta a abogados en el 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, los cuales en un 53% dijeron que siempre ha incoado 
demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales en la Cámara Civil y Comercial del 
Juzgado de Primera Instancia, el 31% a veces y 16% casi siempre. Los abogados en un 61% 
han incoado de 1 a 5 demandas en la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia, 18% de 6 a 10, 13 más de 16, mientras que el 8% de 11 a 15. Según el 67% le han 
sido rechazadas de 1 a 5 demandas, 17% de 6 a 10, 11% ninguna y el 5% de 11 a 15 demandas. 
  
Según expresa el magistrado, con frecuencia se presentan demandas en partición litigiosa de 
bienes sucesorales por ante la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
Variable No.2. Prerrogativas establecidas que se inobservan en las demandas en partición 
litigiosa 
Según los resultados de la investigación, el 75% de los abogados encuestados dice que la 
principal inobservancia es la no inclusión de herederos, 15% reconocimiento de paternidad, 
6% colación de bienes y el 5% expresa que es la donación entre vivos. 
 
De su lado, para el Juez, la no inclusión de herederos, es la principal de las causas que han 
originado demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales incoadas por ante la Primera 
Sala de la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
Cuando el Tribunal Civil, es apoderado, sea de forma amigable como litigiosa, para el 
conocimiento de un proceso de partición, el objetivo de este apoderamiento será conseguir 
la asignación a cada una de las partes involucradas, de porciones de terreno determinadas e 
individualizadas por medio de la operación técnica correspondiente.  Al fin de cuentas una 
partición lo que pretende es que desaparezca el estado de indivisión entre los copropietarios, 
tal y como lo estable el artículo 815 del Código Civil, y que le permita a éstos, 
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individualmente y sin ningún tipo de impedimentos, ejercer el jus abutendi sobre su 
propiedad.  
 
Variable No.3. Nivel de cumplimiento del procedimiento para incoar demandas en 
partición litigiosa de bienes sucesorales 
 
Según la opinión de los abogados, el 78% dice que siempre se le da cumplimiento a las 
formalidades establecidas para las demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales, 
15% dice que casi siempre y el 7% expresa que a veces. El 82% dice que siempre se cumple 
con la presentación de la documentación que justifiquen las pretensiones de las partes 
demandas en partición de bienes sucesorales, el 13% dice que casi siempre y el 6% dice que 
a veces se hace. 
 
Asimismo, el 63% de los abogados siempre se le da cumplimiento al plazo establecido para 
las demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales, 27% dice que casi siempre y el 10% 
dice que a veces. 
 
El Juez por su parte, evalúa como medio el nivel de cumplimiento del procedimiento para 
incoar demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales por ante la Primera Sala de la 
Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
Variable No.4. Fundamento del criterio de los jueces. 
 
Para el 100% de los abogados los jueces para fallar los casos de demandas en partición de 
bienes sucesorales se fundamentan en las pruebas aportadas por las partes. 
 
De su lado, la juez dice que en la Constitución, jurisprudencia y las pruebas es donde  
fundamenta su criterio para fallar los casos de demandas en partición litigiosa de bienes 
sucesorales incoadas por ante la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez 
Ramírez. 
 
 
Conclusiones  
 
Después de haber analizado cuidadosamente los datos arrojados por la investigación, se 
puede establecer que se han logrado los objetivos de la misma y se ha llegado a las siguientes 
conclusiones: 
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Según la certificación emitida por la secretaria de la Primera Sala de la Cámara Civil y 
Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en el período analizado, fueron falladas 
12 demandas en partición de bienes sucesorales. 
 
En busca de confirmar los datos anteriores, fue aplicada una encuesta a abogados en el 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, los cuales en un 53% dijeron que siempre ha incoado 
demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales en la Cámara Civil y Comercial  del 
Juzgado de Primera Instancia, el 31% a veces y 16% casi siempre. Los abogados en un 61% 
han incoado de 1 a 5 demandas en la Cámara Civil y Comercial  del Juzgado de Primera 
Instancia, 18% de 6 a 10, 13 más de 16, mientras que el 8% de 11 a 15. Según el 67% le han 
sido rechazadas de 1 a 5 demandas, 17% de 6 a 10, 11% ninguna y el 5% de 11 a 15 demandas. 
De los datos anteriores se expresa que se ha determinado la cantidad de demandas en 
partición litigiosa de bienes sucesorales incoadas por ante la Primera Sala de la Cámara Civil 
y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en período analizado, la cual ha sido 
de 12, lo que confirma lo expresado por el juez que este tipo de demanda es frecuente. 
 
Según los resultados de la investigación, el 75% de los abogados encuestados dice que la 
principal inobservancia es la no inclusión de herederos, 15% reconocimiento de paternidad, 
6% colación de bienes y el 5% expresa que es la donación entre vivos. De su lado, para el 
Juez, la no inclusión de herederos, es la principal de las causas que han originado demandas 
en partición litigiosa de bienes sucesorales incoadas por ante la Primera Sala de la Cámara 
Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
De los datos anteriores se concluye que se ha identificado que la no inclusión de herederos 
es la principal de las causas que originaron las demandas en partición litigiosa de bienes 
sucesorales incoadas por ante la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial del Distrito 
Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
Según la opinión de los abogados, el 78% dice que siempre se le da cumplimiento a las 
formalidades establecidas para las demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales, 
15% dice que casi siempre y el 7% expresa que a veces. El 82% dice que siempre se cumple 
con la presentación de la documentación que justifiquen las pretensiones de las partes 
demandas en partición de bienes sucesorales, el 13% dice que casi siempre y el 6% dice que 
a veces se hace. 
 
Asimismo, el 63% de los abogados siempre se le da cumplimiento al plazo establecido para 
las demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales, 27% dice que casi siempre y el 10% 
dice que a veces. 
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El Juez por su parte, evalúa como medio el nivel de cumplimiento del procedimiento para 
incoar demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales por ante la Primera Sala de la 
Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
Los datos anteriores dan a entender que para el Juez y los abogados es alto el nivel de 
cumplimiento del procedimiento para incoar demandas en partición litigiosa de bienes 
sucesorales por ante la Primera Sala de la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de 
Sánchez Ramírez. 
 
Para el 100% de los abogados los jueces para fallar los casos de demandas en partición de 
bienes sucesorales se fundamentan en las pruebas aportadas por las partes. De su lado, la 
juez dice que en la Constitución, jurisprudencia y las pruebas es donde  fundamenta su 
criterio para fallar los casos de demandas en partición litigiosa de bienes sucesorales 
incoadas por ante la Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez. 
 
Los datos arrojados por la investigación indican que en el periodo objeto de estudio, se ha 
aplicado el debido proceso en la demanda en partición de bienes sucesorales por ante la 
Cámara Civil y Comercial del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, período 2016-2017. Se ha 
determinado que la no inclusión de herederos es la causa principal de las demandas en 
partición litigiosa de bienes sucesorales, lo cual causa como efecto principal conflictos 
intrafamiliares ocasionados por la aplicación del principio de designación de herederos en 
las particiones sucesorales. 
 
Actualmente, la expresión debido proceso, tiene amplio, claro y profundo significado. Hoy 
en día no se trata tan sólo de que el proceso esté ajustado a derecho, que sea legal, puesto 
que la legalidad puede estar reñida con la justicia, sino de que sea adecuado, apropiado. El 
término debido, por ende, hace referencia a lo que debe ser el proceso según las normas que 
exige la dignidad del ser humano de cara a la justicia. Por lo que, en la actualidad, al hablar 
de debido proceso, estamos hablando de proceso justo. 
 
La doctrina conceptualiza al debido proceso, como aquella garantía general mediante la cual 
se va a dotar de rango constitucional a todas aquellas garantías específicas que no han sido 
reconocidas expresamente en la Constitución, pero que se encuentran destinadas a asegurar 
que el proceso se configure como un proceso justo, conforme a los fines constitucionales y 
típicos de un Estado de Derecho.  
 
La garantía del debido proceso es uno de los mayores logros alcanzado por los 
ordenamientos jurídicos democráticos y una aspiración de realización material exigida de 
manera constante   por la civilidad moderna.  
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